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Resumen y Abstract IX

 

Resumen 
La reciente historia política colombiana alcanzó un punto de no retorno con el surgimiento del 

uribismo. Visto como una interpretación del conflicto armado, el papel del Estado, la Constitución y 

la democracia se estableció en el país un gobierno que diseñó una ideología conocida como Seguridad 

Democrática. Con ella se redefinió la paz, el conflicto armado y las tareas de la Constitución, dejando 

entrever con ello su carácter mesiánico. Así mismo se le dio un espíritu demagógico a la política 

colombiana. Esta interpretación planteó un modelo de democracia que se opone en algunos aspectos 

al modelo de democracia de la Constitución de 1991 por plantear una mezcla entre elitismo 

competitivo y mayoritarismo. Para reconocerlo se crea un instrumento a partir del pensamiento de C. 

B. Macpherson, Robert Dahl, David Held,  Arend Lijphart y algunos otros.  

Palabras clave: Democracia, Modelo, Demagogia, Conflicto Armado, Uribismo, Seguridad Democrática 

 

Abstract 

The recent political history of Colombia reached a point of no return with the emergence of uribism. 

The uribism is seen as an interpretation of armed conflict, the role of government, the Constitution 

and democracy. The uribist government designed an ideology called Democratic Security. With it 

redefined peace, armed conflict and the tasks of the Constitution, thereby hinting messianic character. 

Also was given a demagogic spirit to colombian politics. This thought proposed a model of 

democracy that in some respects is opposed to the democratic model of the 1991 Constitution, in 

particular for raising a mix of competitive elitism and majoritarianism. . To recognize it establishing an 

instrument from the thought of C. B. Macpherson, Robert Dahl, David Held, Arend Lijphart and 

others. 
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Introducción 
En 1991 se adoptó una nueva Constitución Política en Colombia. Con ésta se intentó refundar la 

institucionalidad colombiana. Toda América Latina vivió durante la última década del siglo XX un 

proceso de reforma constitucional que se extendió hasta la primera del XXI. Con la coincidencia de 

diversos intereses, aunque sin una gran participación política, se cambió en Colombia la Constitución 

centenaria de 1886. Para algunos esta nueva ley fundamental signaba la esperanza de un nuevo orden 

democrático y la base para la consecución definitiva de la paz, mientras que para otros la misma se dio 

gracias al establecimiento en la política colombiana de intereses de corte neoliberal. La Constitución no 

logró convencer a todo el mundo. Por esta razón las propuestas de reforma constitucional no se 

hicieron esperar.  

La reforma política es una manera de llevar a la Constitución lo que los ciudadanos piensan o conciben 

sobre la democracia. Es propio de este tipo de gobierno el disenso y la diversidad de opiniones en 

torno a diferentes temas. Cuando la democracia misma es el tema hay muchas coincidencias respecto a 

cómo debe ser tal régimen, pero nos resultan importantes las disensiones. Un juego de concepciones 

sobre la democracia requiere la construcción de concepciones que van más allá de sencillas 

definiciones. Una concepción de democracia usualmente se articula con una serie de prácticas que 

corresponden con el concepto de democracia que subyace a cada uno de los actores existentes dentro 

del sistema político.      

Colombia ha padecido una permanente violencia, cuyo desarrollo ha sido objeto de estudio por 

diversos autores, y cuya consideración en relación con la legitimidad y con los diversos valores 

democráticos obliga a los investigadores a no plantear sus problemas en abstracto. Los últimos 

veinticinco años han sido particularmente violentos y, siendo estrictos, encontramos en esta época una 

violencia diferente a la de las anteriores. Además, como ingrediente para el nuevo tipo de violencia, 

hubo en Colombia durante este periodo el concurso de diferentes actores políticos, que a pesar de sus 

diferencias en fuerza, impacto o perdurabilidad hicieron cuestionamientos importantes tanto al tipo de 

sociedad en la que vivimos como frente al tipo de Estado que se necesita para responder a los 

diferentes requerimientos de forma oportuna.  
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La posibilidad de confiar en algo como última instancia es lo que constituye a un conglomerado de 

individuos en ciudadanos de una república y eso fue lo que se intentó con la Constitución. La 

existencia de un modelo de democracia puesto en práctica se evidencia en el tipo de instituciones creadas 

por la norma constitucional. En Colombia, el respeto a las instituciones creadas por la norma 

constitucional ha resultado ser débil, situación que se explica en la creciente necesidad de reformar el 

texto constitucional y de transformar con ello la naturaleza de las instituciones creadas para la 

realización de dichas normas.  

El elemento fundamental de justificación de esta investigación proviene de la modificación en la 

organización social y en la estructura estatal propuesta por el gobierno uribista, desde la reforma 

política del año 2003, hasta la propuesta frustrada a comienzos del 2010 de una segunda reelección. 

Por ello es necesaria la construcción de un instrumento de observación del modelo de democracia, la 

caracterización del uribismo y la reconstrucción del modelo de democracia uribista. 

El análisis sugiere de antemano la observación del modelo de democracia en la Constitución y el del 

gobierno uribista. La constitución política es el lugar donde residen las formas de participación y de 

toma colectiva de decisiones de la nación colombiana y por lo tanto es el lugar desde el cual un 

determinado modelo de democracia puede ponerse en marcha. El gobierno de Uribe Vélez ha sabido 

mezclar su modelo democrático con el de la Constitución. La presencia de nuevos actores en el ámbito 

político, y los cuestionamientos al régimen colombiano provenientes de diferentes interpretaciones de 

la democracia, hacen que el modelo original de la Constitución sea puesto en duda. ¿Es el modelo de 

democracia del uribismo la evolución histórica del modelo de la Constitución? ¿Es su negación? ¿Es 

un modelo paralelo?   

¿Tiene Colombia la capacidad de integrar los requerimientos de los diferentes actores sociales en su 

modelo de democracia? ¿Cambia el modelo  con la aparición del neoliberalismo? ¿Explica el modelo la 

persistencia de la violencia?  

El texto tiene como tal tres partes, una primera donde se realiza una construcción teórica de un 

instrumento para observar un modelo de democracia cualquiera, aprovechando los aportes de C. B. 

Macpherson, Robert Dahl, David Held y Arend Lijphart entre otros. Una segunda parte donde se 

reconstruye lo que es el uribismo a partir del discurso uribista, algunos documentos sobre el mismo y 

se rebate la hipótesis según la cual es una forma de neopopulismo, planteándolo como un fenómeno 

político que reinterpreta ciertos temas de la agenda pública. En la última parte, usando el instrumento 

construido se da cuenta del modelo de democracia del uribismo.     



 

 
 

1. ¿Por qué un modelo de democracia para 
Colombia? 

Para responder a esta pregunta es necesario contar con algunos supuestos y con algunas herramientas. 

El primer supuesto es el de que Colombia tiene algún tipo de democracia. De hecho ha sido un tema 

importante en los estudios políticos. Algunas posiciones sugieren que Colombia tiene una de las 

democracias que más ha perdurado en el continente; otras consideran que no se puede llamar 

‘democracia’ a un sistema político como el colombiano (Botero, Hoskin, & Pachón, 2009, p. 7). Pese a 

las diferencias la mayor parte de los análisis sobre Colombia suponen algún tipo de democracia, ya sea 

para observarla en relación con la violencia, el conflicto armado, el ejercicio del poder o los efectos de 

estos sobre el régimen político y económico (Mejía Quintana & Jiménez, 2005, p. 26). Las 

herramientas que abordo en este capítulo son parte de la teoría política y busco que con ellas pueda 

observar la democracia colombiana y determinar, hasta donde sea posible, el tipo de modelo que 

propuso el gobierno de Álvaro Uribe Vélez.   

Los estudios sobre la democracia en Colombia rara vez han considerado exclusivamente el tema del 

modelo de democracia. No se ha pensado a profundidad en el diseño de un modelo  y difícilmente se 

encuentran referencias sobre el modelo vigente. El propósito de este capítulo es elaborar un 

instrumento para observar un modelo de democracia puesto en práctica. Supongo que los modelos de 

democracia gozan de algún tipo de existencia tanto en la práctica como en la teoría, pues de cada 

postura política al interior de una democracia puede obtenerse un determinado modelo. También de la 

constitución y del gobierno de turno. Tanta existencia puede darse a los modelos que los ciudadanos 

votan de acuerdo al modelo más semejante a aquel del que les gustaría hacer parte o a aquel que 

maximiza mejor sus expectativas, en términos de Downs (1971).    

Para construir este instrumento reviso algunos de los autores más citados cuando de analizar la 

democracia se trata. Crawford Brough Macpherson, Roberth Dahl, David Held y Arend Lijphart son 

revisados en busca de los elementos para nuestro instrumento de análisis. En medio de ellos aparecen 

otros autores como Anthony Downs, Joseph Schumpeter, o Norberto Bobbio. La definición de 

democracia, su objetivo, su relación con la no-democracia, su vínculo estrecho con la Constitución, su 

desarrollo interno y sus efectos hacen parte de esos elementos a los que la construcción de este 
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instrumento tiene que atender. Dicho instrumento se utilizará posteriormente para determinar el 

modelo de democracia planteado durante el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez. 

En primer lugar se considera que un modelo de democracia toma en cuenta el papel de la propiedad y 

las clases sociales. Aquí Macpherson ve una evolución en los modelos de democracia en torno al 

tópico de la propiedad y las clases sociales, yendo desde un modelo que llama proteccionista, pasando por 

el desarrollista, el del equilibrio competitivo, para arribar al que él llama participativo. En segundo lugar se 

considera que todo modelo determina un papel a los balances y controles sociales. Para ello me valgo 

del trabajo de Robert Dahl, en particular sobre la escasa efectividad de los controles legales y 

constitucionales para frenar a una mayoría. En el instrumento también se asigna un importante papel a 

las nociones de autonomía y nautonomía tomadas de David Held, desde donde se discutirá 

nuevamente la diferencia entre democracia desarrollista y elitismo competitivo, esta vez con miras a 

establecer la autonomía entre la sociedad civil y el Estado.  

Hay una línea que puede trazarse entre el primer apartado y el tercero sobre la democracia como 

equilibrio competitivo. En el primero es una respuesta natural al pluralismo y a la ampliación del 

electorado lo que implica la designación de una élite de representantes políticos. En el tercero se da 

cuenta de la necesidad de la burocracia por el incremento mismo de las demandas al Estado producto 

de la vigencia del modelo desarrollista, lo que implica casi que una evolución lógica explicando así el 

papel de los partidos políticos y del liderazgo. La segunda línea es la que va del segundo apartado al 

cuarto discutiendo la importancia de los controles y llega hasta el sexto señalando la importancia de la 

razón pública dentro del establecimiento de dichos controles. La tercera línea que aparece en el quinto 

apartado surge como correlato del modelo de democracia desarrollista.         

1.1 El papel de la propiedad y las clases sociales  

De Crawford Macpherson (1994) nos resulta útil, para nuestro propósito, considerar las pautas que 

halló en su análisis de la democracia, en particular las que están relacionadas con la existencia de las 

clases sociales y el papel político de la propiedad. Todo régimen que se llame “democrático” debe 

considerarlas (1994, p. 10). Para Macpherson los modelos de democracia evolucionan hacia esquemas más 

participativos. El hecho de que la democracia liberal haya surgido en sociedades capitalistas de 

mercado, no significa que la aceptación de los supuestos capitalistas sea condición necesaria en 

términos históricos.  

El análisis de diferentes modelos de democracia le permite afirmar a Macpherson que la democracia 

evoluciona. En este sentido “un modelo es una construcción teórica destinada a exhibir y explicar las 

relaciones reales que subyacen a las apariencias existentes entre los fenómenos que se estudian” 
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(Macpherson, 1994, p. 11). Tal definición de “modelo” es válida tanto en las ciencias naturales, donde 

los modelos son explicaciones sucesivas cada vez más completas y suficientes de unas relaciones reales 

e invariantes; así como en las ciencias sociales, donde las relaciones son variantes y dependen de la 

voluntad humana. En estas los modelos buscan explicar el presente y el pasado, pero además pueden 

determinar la probabilidad o posibilidad de que cambien esas relaciones, discerniendo las fuerzas que 

actuarán en el futuro y los límites del cambio (p. 12).  

La caracterización de los modelos de democracia incluye una dimensión ética correspondiente a la 

preocupación por lo que es deseable, bueno o correcto.  Si se aspira a demostrar que un modelo 

existente o no existente es viable, hay que formular algunas hipótesis acerca de los seres humanos que 

lo van a hacer funcionar y con los que se va a funcionar. La pregunta por el comportamiento político 

del que son capaces tales individuos resulta fundamental, particularmente cuando este resulta sensible a 

los cambios en la tecnología y la economía (Macpherson, 1994, p. 13). La existencia de una 

determinada conciencia o imagen del ser humano permite y requiere un sistema político totalmente 

distinto cada vez que hay variaciones importantes. No es aceptable una organización social previa para 

una imagen que ha sido renovada (p. 14).  

Macpherson toma en cuenta dos sentidos de “democracia”: 1) aquél mecanismo para elegir y autorizar 

gobiernos, leyes y decisiones políticas; pero también es frecuente que la entienda como 2) “una calidad 

que impregna toda la vida y todo el funcionamiento de una comunidad nacional o de una unidad más 

pequeña”1 (Macpherson, 1994, p. 15). De este modo, para Macpherson el estudio de los modelos de 

democracia liberal es el estudio de las creencias de la gente que la desea o que desearía ampliarla, o que 

desearía que existiera alguna variante de su forma actual y también de lo que cree que podría o debería 

ser. Lo que cree la gente acerca de un sistema político no es algo ajeno de éste, sino que forma parte de 

él (p. 15). Dichas creencias determinan efectivamente los límites y las posibilidades de evolución del 

sistema pues determinan lo que la gente puede aceptar y lo que va a exigir.  

En esta medida tenemos tres ingredientes que serán útiles para construir el instrumento que permita 

identificar un tipo de democracia liberal y sus características. El primero es el hecho de la construcción 

teórica. El segundo es la preocupación ética o la necesidad de no alejarse de los deseos y capacidades 

de los seres humanos que deben hacerla funcionar. El tercero es la teoría éticamente justificativa,  por 

cuanto que para que un modelo sea viable requiere el consentimiento o apoyo general por lo que hay 

                                                
 

1 Estas dos nociones de democracia son, a grandes rasgos, las que podemos llamar procedimental y substantiva 
respectivamente.  
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que revisar las creencias de la gente. El uso de modelos históricamente sucesivos le permitió a Macpherson 

revelar el contenido del modelo contemporáneo, con todo su carácter, a sabiendas de que es una 

amalgama.  La apuesta de Macpherson fue la comprensión del carácter de la democracia liberal 

contemporánea, su dirección y sus posibles límites futuros a través de la contemplación de los modelos 

sucesivos, el motivo de su creación y las razones de su fracaso (1994, pp. 17-18). 

A la hora de identificar un modelo presente en el horizonte de un posible futuro de la democracia 

liberal hay que prestar atención a las relaciones entre las instituciones democráticas y la estructura 

subyacente de la sociedad. Una de esas relaciones es la establecida entre democracia y clase  

(Macpherson, 1994, p. 19). Los  precursores de la democracia liberal tenían una visión de la 

democracia que no consideraba las clases sociales como un elemento determinante en la sociedad. 

Hasta que los teóricos encontraron razones para creer que la norma “un hombre, un voto” no sería 

peligrosa para la propiedad ni para el mantenimiento de sociedades divididas en clases, el concepto de 

democracia liberal no resultó posible. Se necesitó para ello de una mezcla entre el modelo burgués de 

hombre según el cual todos estaban interesados en el carácter sacrosanto de la propiedad y la 

observación de la diferencia habitual entre  las clases bajas y las altas.  

El primer modelo que analizó Macpherson fue también el primero que aceptó y actuó a partir de la 

división de la sociedad en clases sociales. La democracia liberal recibió de la sociedad capitalista de 

mercado y las leyes de la economía política clásica un modelo de hombre y un modelo de sociedad. 

Allí el hombre es visto como un maximizador de utilidades y la sociedad como la suma de individuos 

con intereses conflictivos. Este modelo contó con una base utilitarista, según la cual a cada porción de 

riqueza le corresponde una porción de felicidad. De modo que cada persona trata de maximizar su 

riqueza sin límites. Una de las formas de lograrlo es obtener poder sobre otros (1994, p. 38). Pero este 

modelo, no advirtió que el miedo al hambre como incentivo al trabajo productivo, que cabe postular 

correctamente para el empresario capitalista y quizá para el productor independiente, no se puede 

aplicar muy bien a los asalariados que están siempre próximos a la indigencia (1994, p. 41).  

Este modelo argumenta en pro de la igualdad de riquezas a partir de la conocida ley de utilidad decreciente, 

que sugiere que los incrementos sucesivos de riqueza aportan sucesivamente menos satisfacción a su 

propietario. Así, este primer modelo afirmaba que el total de felicidad sería mayor cuando la 

distribución de la riqueza se aproximara más a la igualdad: “el máximo de felicidad total requiere que 

todos los individuos tengan igual riqueza” (Macpherson, 1994, pp. 38-41).  

Pero Macpherson cuestiona el supuesto de la igual capacidad de placer que subyace en los utilitaristas y 

particularmente en Bentham. Además la seguridad subordina a la igualdad,  puesto que sin la seguridad 

de la propiedad sobre los frutos del trabajo que uno hace, dice Bentham, la civilización es imposible: 



Capítulo 1 7

 

nadie formaría siquiera un plan de vida ni realizaría trabajo alguno. En vista de lo anterior la ley debe 

garantizar la propiedad individual. Esta seguridad de la propiedad maximiza la productividad, pero 

perpetúa la desigualdad; por lo que no es posible decir que se maximice el total de placer o de utilidad. 

Por eso a este modelo le falta un Estado cuyas leyes sirvan a la sociedad de libre mercado, pero que a 

la vez protejan a los ciudadanos de la rapacidad de los gobiernos. Tal protección fue planteada con el 

derecho al voto y con mecanismos como el voto secreto, las elecciones con una frecuencia establecida 

y la libertad de prensa (Macpherson, 1994, pp. 47-50). “Todos necesitan el voto para protegerse”, y 

para proteger a todos los ciudadanos del gobierno (Macpherson, 1994, p. 51).  

Macpherson nos da cuenta de cuatro modelos de democracia, el primero de los cuales es llamado la 

democracia como protección y se enfoca directamente en el hombre de mercado. Representa el modelo 

fundador de la democracia liberal para una sociedad industrial. Aunque no existe en él un entusiasmo 

por la democracia ni una idea de que esta pudiera ser una fuerza moralmente transformadora 

(Macpherson, 1994, p. 56). Según Macpherson dicho modelo no aportó tampoco una respuesta a los 

reclamos por un nuevo tipo de hombre, sino que tomó al hombre tal como era configurado por la 

sociedad de mercado y supuso que era inalterable (Macpherson, 1994, p. 57).  

El segundo modelo entiende la democracia como desarrollo. En este sentido recoge los propósitos de la 

modernidad, época en la que se buscaba por todos los medios el progreso de la humanidad.  El 

modelo de democracia como desarrollo surgió como respuesta a dos hechos que llamaron la atención 

de los pensadores liberales. El primero fue el que la clase obrera estaba empezando a resultar 

amenazadora para la propiedad. El otro fue el que la condición de la clase obrera estaba haciéndose 

cada vez más inhumana que los liberales sensibles no podían aceptarla como justificable moralmente ni 

como inevitable en términos económicos (Macpherson, 1994, p. 59).  

Los pobres, para la época de John Stuart Mill habían logrado cierto grado de educación y de 

organización que hacía imposible que se les gobernara como si fueran niños (Macpherson, 1994, p. 

60). Y aunque este Mill no cuestionó la función protectora del sufragio democrático, entendía que 

había una cosa más importante que proteger, a saber, las posibilidades de mejorar la humanidad. En 

este sentido el modelo de democracia de John Stuart Mill es un modelo moral (Macpherson, 1994, p. 

62).  En él se valora el sistema democrático como medio para alcanzar la mejora moral, como medio 

necesario aunque no suficiente y se entiende que una sociedad democrática es al mismo tiempo 

resultado de esa mejora y un medio de conseguir más mejoras. Para Mill el sistema político 

democrático promueve mejor el avance moral que cualquier otro porque aprovecha del mejor modo 

posible la cantidad de “valor moral, intelectual y activo ya existente, a fin de actuar con el mayor efecto 

en los negocios públicos” (Macpherson, 1994, p. 62) 
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En este modelo el hombre no es sólo un consumidor y un apropiador, sino alguien que ejerce, 

desarrolla y disfruta de sus capacidades (Macpherson, 1994, p. 62). Sin embargo está el problema de 

que el modelo se dé en la sociedad capitalista. Para Mill la desigualdad de clases resultaba incompatible 

con su democracia como desarrollo, pero la consideraba accidental y remediable. En cambio los 

exponentes de este mismo modelo en el siglo XX escribían como si las cuestiones de clase hubieran 

cedido el lugar o se lo estuvieran cediendo, a las diferencias pluralistas que no solo eran más 

manejables sino además positivamente beneficiosas (Macpherson, 1994, p. 64).  Bentham y James Mill 

aceptaron sin reservas la sociedad capitalista existente, John Stuart Mill no(Macpherson, 1994, p. 65). 

Para éste el problema era la contradicción entre el deseo de que la sociedad avance en dirección a una 

comunidad donde las personas ejerciten y desarrollen sus capacidades humanas, y la distribución 

existente de la riqueza y el poder económico que  impide a la mayor parte de los miembros de la clase 

obrera desarrollarse en absoluto, o vivir humanamente (Macpherson, 1994, pp. 66–67). 

El modelo de democracia como desarrollo está un paso más adelante que el modelo de democracia 

como protección en cuanto no se queda como un modelo de hombre dado sino que  busca un mejor 

ser humano, pero está un paso atrás por cuanto no asigna a cada individuo un voto. John Stuart Mill 

asignó un peso diferente a los votos en razón al hecho de que para la época asignar el mismo valor 

implicaría reforzar la baja calidad de la gente, por ello confirió el poder de veto a los más desarrollados 

(Macpherson, 1994, p. 76). Ahora bien el motivo por el que el sufragio universal de los varones no 

trajo consigo el gobierno de clase que había temido Mill fue el éxito insospechado con que el sistema 

de partidos logró “domesticar” la democracia. Según Macpherson el sistema de partidos permitió al 

modelo de democracia desarrollista mantenerse, impidiendo la toma del poder por la clase 

subordinada. Tanto así que se puede afirmar sin lugar a equivocación que la principal función del 

sistema de partidos en las democracias occidentales desde el comienzo del sufragio democrático ha 

sido suavizar los conflictos de clase temidos o probables, y, si se prefiere, moderar y aquietar el 

conflicto de intereses de clase con el fin de proteger la propiedad privada y el sistema de mercado. Los 

partidos difuminan las fronteras de clase y median entre los intereses conflictivos (Macpherson, 1994, 

pp. 81–82).  

Para Macpherson el sistema de partidos ha sido el medio de conciliar el sufragio igual y universal con 

el mantenimiento de una sociedad desigual. Esto lo ha hecho al difuminar las cuestiones y reducir la 

responsabilidad del gobierno ante los electorados. Por ello, para Macpherson dicho modelo ha 

fracasado por cuanto no logró el desarrollo del individuo activo como ciudadano ni promovió la 

comunidad moral. Además convirtió al gobierno en irresponsable porque la ampliación del electorado 

distanció a los gobernantes de los gobernados (Macpherson, 1994, p. 86). Dicha reducción de la 
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responsabilidad también redujo el peligro de un gobierno de clase, pues la división en clases dejó de 

influir políticamente de forma eficaz (Macpherson, 1994, pp. 87–88).   

El tercero de los modelos que nos presenta Macpherson es el de la democracia como equilibrio, en el cual 

se sustituye el modelo de la democracia como desarrollo por un modelo elitista pluralista que busca el 

equilibrio.  Este modelo parte del supuesto de que la sociedad a la que debe adaptarse un sistema 

político democrático moderno es una sociedad plural (1994, p. 95). Es un modelo elitista porque el 

principal papel político es asignado a los grupos de dirigentes que representan este pluralismo y que se 

escogen a sí mismos. También es un modelo de equilibrio en la medida que presenta el proceso 

político democrático como un sistema que mantiene el equilibrio entre la oferta y la demanda de 

mercaderías políticas. El primer exponente de este modelo es Schumpeter, quien entendió la 

democracia como un mecanismo para elegir y autorizar gobiernos, no como un tipo de sociedad ni 

como un conjunto de objetivos morales.  

Este modelo sugiere que la democracia consiste en una competencia entre dos o más grupos auto-

elegidos de políticos organizados en partidos para ver quién consigue los votos que les darán derecho a 

gobernar hasta las siguientes elecciones (Macpherson, 1994, p. 96). Los proveedores del lote que recibe 

más votos no pueden convertirse en tiranos porque va a haber otras elecciones. El objetivo de la 

democracia en este caso es tomar nota de los deseos de la gente como es; no contribuir a lo que podría 

ser o quizá deseara ser (Macpherson, 1994, p. 97).  

Siguiendo el modelo de Schumpeter, se supone que los políticos y los votantes son maximizadores 

racionales y actúan en circunstancias de libre competencia política, con el resultado de que el sistema 

político análogo al mercado produce una distribución óptima de energías políticas y bienes políticos 

(Macpherson, 1994, p. 98). El mercado político democrático produce un equilibrio óptimo de insumos 

y productos, de las energías y los recursos que la gente le introducía en él y de las compensaciones que 

obtenían de él. Para Macpherson, este modelo se ofrece como la exposición de lo que es efectivamente 

el sistema vigente y como explicación en términos de mercado de por qué funciona tan bien como lo 

hace (1994, p. 99).  

Para Macpherson la explicación del modelo de la democracia como equilibrio se confunde fácilmente 

con la justificación. Su acertada descripción se debe a que fue construido con resultados empíricos de 

investigaciones realizadas en EEUU y Europa Occidental, donde las hipótesis sobre el hombre de 

mercado y la sociedad de mercado son correctas (Macpherson, 1994, p. 101). Pero este modelo, pese a 

su realismo y viabilidad, también falla porque el hombre promedio no forma los juicios racionales que 

requiere dicho equilibrio. A lo anterior se suma la posibilidad de que el modelo de mercado en el que 
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se sustenta no sea un dato fijo y desconozca si la sociedad evolucionará hacia uno diferente. Esto 

cuando se sabe que el modelo económico produce un equilibrio de la desigualdad, que genera apatía 

política y un alto índice de abstención.  

El modelo que propone Macpherson, como conclusión a su estudio de las democracias liberales, 

recoge una tendencia surgida en los años sesenta del siglo XX que buscó la participación de la 

ciudadanía en las decisiones del gobierno, enfrentando el problema de las dimensiones de la 

democracia, saliendo del círculo vicioso que se establece entre la desigualdad y la conciencia de la gente 

que se ve como consumidora de bienes políticos. Así su modelo establece que las personas dejen de 

verse como consumidores y pasen a verse como humanos capaces de desarrollar sus capacidades 

humanas. Esto debe unirse a una gran reducción de la desigualdad económica y social superando el 

olvido de muchas teorías que no han visto que las instituciones democráticas liberales son 

esencialmente explotadoras.   

La democracia participativa sugerida por Macpherson empezaría por el nivel local con debates directos 

y decisiones por consenso o mayoría y con elección posterior de delegados a un nivel territorial más 

alto. Estos delegados seguirían las instrucciones de los niveles más bajos y serían responsables ante 

ellos. A Macpherson le parece necesario una combinación del modelo democracia directa piramidal 

con el modelo de democracia indirecta de los partidos.  

Del análisis de Macpherson nos queda la necesidad de revisar la dimensión ética del modelo, 

dimensión que corresponde a la preocupación por lo que es deseable, bueno o correcto; el 

reconocimiento del comportamiento político del que son capaces los individuos que viven bajo el 

modelo; la verificación de si la democracia se comporta como una fuerza moralmente transformadora, 

si protege realmente a los ciudadanos de sus gobernantes o si apenas funciona para autorizar o escoger 

entre el conjunto de líderes al que maximiza mejor los intereses de los ciudadanos.   

1.2 El papel de los controles y los balances sociales  

Aunque el texto de Macpherson es posterior al de Robert Dahl lo he considerado previamente en 

virtud del panorama mayor que presenta, y al hecho de que en términos argumentativos el de Dahl es 

más específico. De él podemos obtener que para determinar un modelo de democracia hay que 

observar los controles y balances sociales. Con frecuencia el análisis de una democracia se concentra 

en revisar elementos derivados de su marco constitucional, como la protección a las minorías y el 

funcionamiento de las mayorías para la toma de decisiones políticas. Robert Dahl analizó los modelos 

madisoniano y populista. Del análisis del primero de ellos concluyó que la democracia funciona con 

base en el compromiso de principios antagónicos, a saber, el poder de las mayorías y los derechos de 
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las minorías. Este compromiso se relaciona con los procesos mediante los cuales los ciudadanos 

ejercen un grado relativo de control sobre los dirigentes (Dahl, 1988, p. 13).  

La meta del este modelo era la creación de una “república no tiránica” por lo que establecía el 

cumplimiento de dos condiciones: 1) la no acumulación de los poderes, hereditarios, otorgados por sí 

mismos o por elecciones y 2) la no actuación en contra de los derechos de otros ciudadanos o de los 

intereses permanentes y totales de la comunidad (Dahl, 1988, p. 21). No se  puede probar que la 

acumulación  de poderes sea equivalente a la tiranía, por lo que una primera conclusión de Dahl es que 

el interés por establecer una red de controles y balances constitucionales no es más que una 

costumbre. La separación constitucional de los poderes no garantiza tampoco que una minoría 

poderosa se abstenga de establecer una tiranía, así como la realización de elecciones frecuentes 

tampoco es una garantía contra la acumulación de los tres poderes en pocas manos, en referencia 

directa a la garantía de Schumpeter contra la tiranía (Dahl, 1988, pp. 23-24).  

Al revisar el tema de las facciones, que es una de las preocupaciones centrales del modelo madisoniano 

Dahl afronta el problema de la restricciones internas y externas. Pese a confiar en que las restricciones 

internas pueden ser suficientes para evitar que alguien en situación de tiranizar a los demás los tiranice, 

reconoce que si una facción no se ve controlada por restricciones externas puede producir tiranía. El 

modelo madisoniano establece la necesidad de una estructura de gobierno tal que sus partes, por sus 

relaciones mutuas, sean el medio de mantener a las demás en los lugares adecuados. Para Dahl el 

modelo madisoniano exagera la importancia de los controles externos sobre los funcionarios 

gubernamentales y subestima la importancia de los controles y balances sociales. Para él toda facción 

minoritaria puede ser controlada por medio de la regla de mayorías (1988, p. 40), mientras que una 

facción mayoritaria sería controlada por el pluralismo y la inestabilidad misma de las mayorías.  

El cuestionamiento que realiza Dahl de la regla de mayorías se fundamenta en la incapacidad de esta de 

proporcionar una solución a los casos en que un número aproximadamente igual de ciudadanos 

prefiere una alternativa (1988, pp. 56–57), puesto que mientras más se aproxima un grupo a una 

división igual el principio de mayoría se vuelve menos válido. Una objeción que recoge de Gaetano 

Mosca es el hecho de que cada sociedad desarrolla una clase dirigente que hace que el control popular 

extendido sea imposible. La definición de la democracia del elitismo competitivo queda en problemas 

pues el grado de sensibilidad de la clase dirigente a los deseos populares y la respuesta a las elecciones, 

que depende del sistema constitucional, de la ideología prevaleciente y del adoctrinamiento social, no 

será suficiente dado el poder ilimitado que tendría la minoría en el poder (Dahl, 1988, p. 72).  



12 Dos modelos de democracia en Colombia 

 
En su propuesta de Democracia de Poliarquía reflexiona sobre las condiciones necesarias y suficientes 

para maximizar la democracia en el mundo real, teniendo presente que un modelo maximizante de 

democracia establece como límite un estado de cosas. Con ello argumenta que no se puede decir de 

una decisión particular que es democrática sino solamente de una serie de decisiones (Dahl, 1988, p. 

90). La búsqueda del conjunto de condiciones límite a las que debe aproximarse una teoría con 

contenido empírico le lleva a observar la forma en la que se satisfacen las siguientes condiciones 

durante el periodo de votación: 1) Que cada miembro vote, 2) que al tabular los votos, el valor 

asignado a cada individuo que vota sea idéntico y 3) que la alternativa con el mayor número de votos 

se declare triunfadora (1988, p. 92). Sin embargo  para que estas condiciones se diferencien de las que 

se podrían satisfacer en un plebiscito totalitario hay que cumplir con otras condiciones.  

Si bien “la esencia de toda la política competitiva consiste en que los políticos sobornen al 

electorado”(Dahl, 1988, p. 93) y a pesar de que hay diferencias entre el voto pagado por anticipado y el 

que se paga después con exenciones de impuestos; el procedimiento es el mismo cuando un elector ve 

limitadas sus alternativas. Por eso Dahl señala que deben existir también unas condiciones previas al 

periodo de votación como 4) que cada ciudadano pueda poner su alternativa dentro de las alternativas 

programadas; 5) que todos los individuos posean información idéntica sobre las alternativas sin que 

haya ningún tipo de control monopolista de la información (p. 95). Dos más son sugeridas por este 

autor a saber 6) que las alternativas con el mayor número de votos desplacen a otras alternativas con 

menor cantidad de votos y 7) que se ejecuten las órdenes de los funcionarios elegidos.   

Con la satisfacción de las condiciones se evidencia la operación al máximo de la regla de mayoría, la 

igualdad política y la soberanía popular durante el tiempo de las elecciones. Pero para que se 

maximicen en el periodo inter elecciones se requiere también, 8) que todas las elecciones que ocurran 

en este periodo sean subordinadas a las principales o bien, que todas las decisiones que se tomen en 

este periodo cumplan con las siete condiciones (Dahl, 1988, p. 96). Cierto realismo le permite a Dahl 

afirmar que una interpretación adecuada de estas reglas debe considerar que las organizaciones 

humanas rara vez o quizá nunca alcancen el límite establecido por estas condiciones por lo que se hace  

necesario verlas “como un extremo de un continuo o de una escala a lo largo del cual se puede medir 

cualquier organización”. Si existiera una manera de asignar valores a las ocho condiciones, el extremo 

superior de dicha escala se podría denominar “poliarquía” (1988, pp. 98–99).  

Su enfoque no se concentra en los requisitos constitucionales para un orden democrático, sino en los 

requisitos sociales. En virtud de ello cuestionó la fe de sus compatriotas en los controles y balances 

constitucionales porque les impedía observar las restricciones impuestas por la separación social de los 

poderes. De hecho sugiere que “puede ser mucho más importante reforzar la democracia que 



Capítulo 1 13

 

cualquier diseño constitucional particular” (Dahl, 1988, p. 109). Analizar la democracia estadounidense 

le llevó a afirmar que un régimen donde se aplique la regla de mayorías no es más que un mito. Un 

indicador de esto es el hecho de que las elecciones nacionales tienen una escasa capacidad de revelar 

las preferencias mayoritarias (Dahl, 1988, p. 170). Sin embargo las elecciones funcionan como 

mecanismo para controlar a los dirigentes al menos al punto de darle sentido a la diferencia entre 

democracia y dictadura. Esta participación y una competencia política continua entre los individuos, 

constituyen los dos métodos de control de social que valora Dahl como fundamentales en una 

sociedad democrática, inclusive por encima de los mecanismos constitucionales (Dahl, 1988, pp. 172–

173). 

Dahl describe como parte de un sistema democrático la existencia de un consenso subyacente sobre la 

política que la restringe y la condiciona. En este escenario describe el problema fundamental al que 

atiende su modelo y es “el grado hasta el que varias minorías en una sociedad frustrarán las ambiciones 

de las demás con el consentimiento o la indiferencia de una mayoría de adultos o de votantes”(Dahl, 

1988, p. 174). Para resolverlo asigna especial importancia a los controles sociales y al establecimiento 

de una “regla de minorías” que logra que las políticas sean seleccionadas  dentro de los límites del 

consenso establecido por los valores importantes y los miembros políticamente activos de la sociedad, 

de los cuales los votantes constituyen un grupo clave (p. 175). Las reglas constitucionales dentro de 

este esquema son significativas en la medida que o bien añaden o preservan o restan las ventajas con 

las que se empieza la carrera electoral (Dahl, 1988, p. 179). Para Dahl el poder está disperso y no es 

acumulativo: diversos grupos sociales con intereses diferentes lo comparten e intercambian (Held, 

1990, p. 232).    

De modo que, al servirnos de Dahl para construir nuestro instrumento debemos establecer la relación 

competitiva entre mayorías y minorías; la coherencia de las series de decisiones democráticas; el 

cumplimiento de las condiciones límite tanto en periodos electorales como en su intermedio; la 

existencia de participación y oposición o competencia política, el consenso subyacente, la dispersión 

del poder entre los grupos que lo comparten y el papel de las elecciones como mecanismo de 

participación en el control de los dirigentes.   

1.3 El papel de la autonomía: Estado y Sociedad Civil  

David Held es un autor que también analiza la democracia desde la perspectiva de los modelos. Inicia 

con la democracia griega como referente histórico, pasa por el modelo romano y se entrecruza con el 

argumento de Macpherson en la denominada democracia desarrollista donde el papel de ciudadano es el 

más elevado al que puede aspirar un individuo. El meditado ejercicio del poder por los ciudadanos es 
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la forma legítima de defender la libertad. Inspirado en Rousseau, este modelo argumenta en contra del 

respeto excesivo a la propiedad y a los propietarios, toda vez que la existencia de una ciudadanía activa 

y sabia depende de la protección contra la pobreza y el sistema de riqueza hereditaria (que infunde en 

las clases gobernantes un sentido de la autoridad independiente de cualquier análisis racional o de 

mérito) (Held, 1990, pp. 98-103). Para este modelo la democracia es un mecanismo para el 

autodesarrollo moral. La participación en la vida política -votar, participar en la administración local y 

en el servicio judicial crea un interés directo en el gobierno, y consecuentemente, las bases de una 

ciudadanía informada y en desarrollo (Held, 1990, p. 110).  

Solo que este modelo puede ser ineficaz e impracticable a largo plazo, puesto que necesita para 

funcionar unas características inalcanzables como la bondad y la omnipresencia absoluta del 

gobernante, así como con una capacidad de discernir de todo el personal de la administración (Held, 

1990, p. 113). John Stuart Mill había sugerido un sistema representativo, que junto con libertad de 

expresión, prensa y reunión, proporcionaba un mecanismo para observar y controlar los poderes 

centrales (Held, 1990, p. 114).  

Lo anterior contiene el peligro de una dependencia de la burocracia, dependencia tanto de los 

gobernantes como de los gobernados, lo que hace que la rutina de la vida organizativa sustituya el 

poder de los individuos (Held, 1990, p. 117). Aparece acá la pregunta por los dominios de la vida en 

los que puede o debe intervenir el Estado democrático y los límites apropiados a su acción. La 

respuesta a esta pregunta es un elemento de la evaluación de un modelo de democracia. Para Held, si 

la democracia representativa logra combinar responsabilidad con profesionalidad y pericia puede 

aprovechar las ventajas del gobierno burocrático, mezclando la democracia y el gobierno especializado 

en una relación de bicondicionalidad (Held, 1990, p. 121).  

El modelo del elitismo competitivo se funda en el pensamiento de Max Weber y Joseph A. 

Schumpeter. Ambos autores incorporan al pensamiento democrático elementos relevantes para la 

caracterización de un modelo de democracia puesto en práctica. Según Weber, la democracia moderna 

se ve afectada por las características de territorialidad, la violencia y la legitimidad del Estado moderno 

(Held, 1990, p. 183). La ciudadanía masiva llevó al incremento de las demandas al Estado, tanto de 

tipo cuantitativo como cualitativo. Todos los que adquirieron el derecho al voto pidieron más del 

Estado en áreas como la educación y la salud, así como igualdad en el trato a las personas con 

necesidades similares (Held, 1990, p. 186). Por ello el Estado se vio en la necesidad de desarrollar lo 

que se conoce como burocracia. Tal desarrollo conllevó a que los políticos y los actores políticos de 

todo tipo se encuentren en una situación de dependencia respecto a ella.  
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El modelo de democracia de Weber posee un parlamento como medio de acceso al poder y como 

posibilidad de desarrollo de la libertad de expresión de ideas rivales. Este parlamento permite a los 

líderes políticos la movilización de la opinión y el ofrecimiento de un programa político. Por ello el 

parlamento ha de preservar la competencia entre los valores políticos. Los partidos adquieren mucha 

importancia por cuanto son el medio para competir y ganar elecciones, manteniéndose en la política 

competitiva. Con ello dan importancia al liderazgo. Aquí el liderazgo debe ser entendido como un 

elemento necesario, tanto para las organizaciones a gran escala, como para el electorado (Held, 1990, 

p. 190-192). La democracia es, vista así, como el mercado, como un mecanismo para eliminar a los 

más débiles políticamente y establecer a los más competentes en la lucha por el poder.  

Para Weber la grandeza de una nación depende más de la capacidad de los líderes que se escojan que 

de la calidad de su democracia (Held, 1990, p. 193). Según Held, con esto mostró cierto desprecio por 

la capacidad de los electores para las cuestiones políticas. Es por ello que ante el problema que genera 

tal incapacidad del electorado para pensar las cuestiones políticas, Held se pregunta por qué entonces 

sí habríamos de creer en el juicio de ese mismo electorado para la selección de los líderes políticos 

(1990, p. 196). Según Weber las personas más cercanas a los centros de poder y privilegio son los que 

muestran un mayor interés y los que están a favor de la vida política. La apatía política puede ser una 

señal de la distancia existente entre este tipo de vida y la vida corriente de los ciudadanos. Para Held 

podría ser que los que manifiestan falta de interés en la política lo hagan precisamente porque 

experimentan la política como algo remoto, porque sienten que no afecta directamente a sus vidas y 

que son impotentes para influir ella (Held, 1990, p. 197).   

El pensamiento de Weber influyó directamente en la teoría democrática de Schumpeter, a tal nivel que 

para Held configuran el mismo modelo de democracia. Para este sociólogo la democracia consistía en 

la  lucha por el gobierno entre líderes políticos rivales organizados en partidos. La democracia deja de 

ser entonces una forma de vida caracterizada por la promesa de igualdad y de mejores condiciones 

para el desarrollo humano en un contexto participativo, para limitarse al derecho periódico de escoger 

y autorizar un gobierno. La democracia puede servir a muchos fines como el logro de la justicia social, 

pero para Schumpeter no se deben confundir estos fines con la democracia (Held, 1990, p. 201). 

La democracia se convierte en un mecanismo para tomar en cuenta los deseos de la gente, pero deja la 

política pública en manos de unos pocos, suficientemente experimentados y cualificados (Held, 1990, 

p. 201). Se separa aquí la democracia de sus fines. Según Schumpeter, no es una visión ‘frívola o cínica’ 

de la política. Por el contrario, lo que es ‘frívolo o cínico’ es la exigencia de que la democracia se 

convierta en una comunidad autorregulada,  guiada únicamente por el bien común, cuando se sabe que 

siempre servirá a un conjunto de intereses por encima de todos los demás: los intereses de los que 
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ocupan realmente el poder. La democracia, entendida como mecanismo de selección, proporciona una 

garantía contra tales pretensiones, así como las condiciones mínimas para mantener controlados a los 

gobernantes (Held, 1990, p. 202). 

Para Schumpeter el ciudadano típico argumenta y analiza la política de una forma infantil: 

“volviéndose casi que un hombre primitivo” (Schumpeter, 1971, p. 262 en Held, 1990, p. 204). El 

papel asignado al ciudadano es legitimar el derecho a gobernar de élites políticas rivales (Held, 1990, p. 

204). En virtud de lo anterior la burocracia no representa una amenaza para la democracia, por el 

contrario parece un complemento inevitable. Lo que sí representa una amenaza es la idea de bien 

común, que para Schumpeter es engañosa y peligrosa (Schumpeter, 1971, pp. 293–294 en Held, 1990, 

p. 206). Engañosa, porque las personas tienen distintas preferencias y diferentes valores. Los 

individuos y los grupos rara vez comparten los mismos objetivos e incluso, cuando lo hacen, hay 

profundas discrepancias acerca del medio más apropiado para la realización de un objetivo dado (Held, 

1990, p. 207). Una prueba del carácter manipulable de los deseos y las elecciones individuales se 

encuentra en la publicidad, que tiene la capacidad de crear necesidades para los nuevos productos y de 

reavivar el interés por los viejos (Held, 1990, p. 209).  

Si el pueblo no puede considerarse decisor o gobernante, entonces, ¿cuál es su papel? En opinión de 

Schumpeter, el pueblo es, y no puede ser nada más que ‘el productor de los gobiernos’, un mecanismo 

para seleccionar ‘los hombres capaces de tomar las decisiones’. Por lo tanto, debe entenderse la 

democracia como un método político en el que el pueblo como elector, elige periódicamente entre 

equipos posibles de líderes.  El elitismo competitivo es, por consiguiente, el modelo de democracia más 

indicado, factible y apropiado para pensadores como Schumpeter (Held, 1990, p. 211). 

La política equivale entonces a dos cosas: la competencia entre partidos y los procesos de elaboración 

de leyes y políticas que establecen la infraestructura del Estado y de la sociedad civil (Held, 1990, p. 215). 

Como hay pocos vendedores, o proveedores de bienes políticos, estos no se ven en la necesidad de 

responder a las demandas de los compradores, a diferencia de lo como lo harían en un sistema 

competitivo. Pueden fijar el precio y la variedad de bienes que ofrecen en una especie de oligopolio. 

Pueden, hasta cierto punto, crear sus propias demandas y nada hay en esto de democracia excepto la 

protección contra la tiranía (Held, 1990, p. 222).  

Para Anthony Downs la política y más específicamente la democracia puede explicarse desde el punto 

de vista económico. Por ello reconoce una prioridad material a la racionalidad política, lo que la 

convierte en condición necesaria de todas las formas de comportamiento racional (Downs, 1971, p. 

11). La democracia, según él, se mueve en función de la racionalidad y la eficacia. De este modo puede 

ver al gobierno como un instrumento mediante el cual algunos individuos tratan de satisfacer 
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colectivamente sus necesidades. Su objetivo primario es la reelección, así como el objetivo de los 

partidos por fuera del poder es conseguirlo (Downs, 1971, p. 12). Un inconveniente es que la mayoría 

de las actividades que el Estado realiza no proporcionan beneficios individuales que puedan ser 

distribuidos entre los integrantes del gobierno (Downs, 1971, p. 17). Otro elemento de la racionalidad 

en los partidos políticos es el hecho de que no son más que una mezcla de compromisos resultantes de 

la lucha por el poder. Los partidos políticos por definición usan medios legales para hacerse al poder. 

Para el ciudadano común la función del partido en el poder consiste en formular y practicar 

determinada política; no en proporcionar a sus miembros renta, prestigio, y poder. Pero para el análisis 

económico de la democracia el partido en el poder, solo cumple dicha función en la medida en qué 

haciéndolo sirve a las ambiciones privadas de sus miembros (Downs, 1971, p. 31). Por ello para 

analizar los partidos políticos, no solo hay que analizar su objetivo formal, la formulación y práctica de 

determinada política desde el poder, sino también los motivos privados (Downs, 1971, p. 32).   

El voto de cada ciudadano depende de los cálculos acerca de cuál partido le proporcionará mayores 

beneficios cuando esté en el poder. En primer lugar el ciudadano evalúa las variaciones en su renta de 

utilidad, y luego los otros beneficios. Los partidos procuran estratégicamente que los votantes sean 

conscientes de dichos beneficios, en particular el día de las elecciones (Downs, 1971, p. 40).  Para 

Downs, a los ciudadanos no les interesa la política en sí misma, sino sus rentas de utilidad (Downs, 

1971, p. 45). De hecho, esto explica la abstención, pues cuando un ciudadano siente, o se convence de, 

que los cambios que se producirán con un nuevo gobierno no afectarán su renta de utilidad, no se ve 

motivado a participar (Downs, 1971, p. 46).  

Según Downs la función social del gobierno no coincide con sus motivaciones privadas. Todo 

gobierno busca siempre la maximización de sus votos y su reelección (Downs, 1971, p. 55). Luego de 

elegido, este no se atiene al criterio de la mayoría, entre otras razones por el problema de la agregación 

de preferencias de Arrow, sino que procede de acuerdo con la regla del beneficio material inmediato 

para sus seguidores (Downs, 1971, p. 67). 

Esto por el contexto de la incertidumbre. Los votantes, por lo general, no siempre son conscientes de 

lo que el gobierno hace o podría estar haciendo y con frecuencia se desconoce la relación existente 

entre las acciones del gobierno y las propias rentas de utilidad (Downs, 1971, p. 86). Esta condición es 

la que establece el espacio para el liderazgo. Si no hubiese incertidumbre no existirían los líderes, pues 

ellos captan seguidores racionales en proporción a la falta de información de estos (Downs, 1971, p. 

88). La incertidumbre da lugar a la persuasión.  No es fácil que un votante influya en otro, dado el 

supuesto de las rentas de utilidad, pero sí es posible para aquellos que tienen una opinión formada, es 

decir, aquellos que conocemos como agitadores (Downs, 1971, p. 89). 
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La sensibilidad a alguna influencia, característica de los seres humanos permite que aparezcan 

especialistas en influir sobre ellos. El contexto de incertidumbre hace que muchos de estos votantes 

estén dispuestos a seguir líderes que parecen conocer el camino hacia los objetivos sociales (Downs, 

1971, p. 93). Los líderes existen por el deseo de los partidos políticos, los grupos de intereses y los 

compradores de favores de mejorar su posición en la sociedad (Downs, 1971, p. 94).  

La incertidumbre ayuda a convertir la democracia en un gobierno representativo. Esto porque el 

gobierno requiere conocer los intereses de los ciudadanos y los efectos de sus decisiones sobre las 

rentas de utilidad de los votantes. Por ello envía intermediarios que realizan ese análisis. Además se 

requieren especialistas en analizar la opinión popular y transmitirla. Estos especialistas son los 

representantes. La posesión de esta información los convierte en agentes poderosos (Downs, 1971, pp. 

95-96).  

Volviendo a Held los pluralistas aceptaron el planteamiento general de Schumpeter según el cual lo 

que distingue a las democracias de las no-democracias son las formas o métodos con los que los 

líderes políticos son elegidos. En cierto sentido la existencia de intereses competitivos diversos es la 

base del equilibrio democrático y de un desarrollo favorable de la política pública. Al igual que en el 

mercado para los intereses individuales, en la política se trata de satisfacer los intereses grupales al 

máximo (Held, 1990, p. 227). Teniendo esto presente un margen de inacción o apatía podría ser 

incluso funcional para la continuidad y estabilidad del sistema político, ya que una amplia participación 

podría llevar a un incremento del conflicto social y a una excesiva desorganización y fanatismo. 

Además tal falta de participación política puede interpretarse de forma positiva: a saber, puede basarse 

en la existencia de una fuerte confianza en el gobierno y el sistema político (Almond & Verba, 1992; 

Held, 1990).  

De este modo, en teoría, una mayoría tiránica es improbable porque las elecciones expresan las 

preferencias de varios grupos en competencia. Los partidarios de la democracia no tienen por qué 

tener miedo de una ‘facción excesivamente poderosa’. La democracia estará segura mientras más 

grupos con intereses diversos compitan por el apoyo electoral de una mayoría de la población adulta 

(Held, 1990, p. 233-234). Para Dahl, la democracia puede definirse como el ‘gobierno de las minorías’, 

ya que el valor del proceso democrático reside en el gobierno de ‘múltiples oposiciones minoritarias’ 

más que en el establecimiento de la ‘soberanía de la mayoría’(Held, 1990, pp. 233-234). 

Para David Held las instituciones políticas representativas tradicionales han sido progresivamente 

desplazadas por otros procesos de toma de decisiones. Así el parlamento  dejó de ser el centro de 

articulación de las políticas y los acuerdos; tanto así que la legislación misma parece haberse convertido 

en una cuestión de trámite. La forma principal de expresar y proteger los intereses ya no es la 
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representación parlamentaria. Las tareas más importantes de dirección política y económica las llevan a 

cabo funcionarios, delegados de las corporaciones, de los sindicatos y de otras ramas del Estado. 

Asimismo, ha caído el grado de participación de los representantes y de los ciudadanos en el desarrollo 

de la política pública (Held, 1990, p. 261). 

Como consecuencia de lo anterior, las personas no tienen la posibilidad de pensar en qué tipo de 

sistema productivo les gustaría trabajar, o en qué tipo de democracia le gustaría participar, ni mucho 

menos qué tipo de vida les gustaría vivir. Los deseos de bienestar y seguridad deben adaptarse al 

sistema económico y político. Según Held, la idea del ‘gobierno por el pueblo’ sigue siendo un sueño 

(Held, 1990, p. 275). Este modelo implica un alto grado de conformidad e integración entre los grupos 

y las clases de la sociedad, y como resultado, el refuerzo de  la estabilidad del sistema político y social.  

Pero hay un modelo adicional que fue diseñado por el neoliberalismo. Parte de la creencia en que la 

libertad individual se disminuye cuando proliferan instituciones burocráticas que tratan de satisfacer las 

demandas de los grupos políticos. Este modelo deshace la relación entre Estado y creación de 

oportunidades económicas y de bienestar social (Held, 1990, p. 294).  En este sentido un Estado 

extenso pierde su justificación moral porque viola la libertad individual. Según Nozick, es tal el 

pluralismo de nuestras sociedades que ninguna sociedad puede servir de ideal para todas las personas 

(Held, 1990, p. 296). 

El Estado iría más allá de sus límites legítimos si se convierte en un instrumento para promover la 

igualdad, ya sea de oportunidades o de resultados. Basta con que sea un ‘organismo protector’ contra 

la fuerza, el robo, el fraude y el incumplimiento de los contratos. Debe mantener el monopolio de la 

fuerza, para proteger los derechos individuales en un territorio delimitado (Held, 1990, p. 297). Por lo 

anterior la democracia queda reducida al papel de determinar lo que será la ley (Held, 1990, p. 299). Al 

igual que el modelo de Weber y Schumpeter el papel del elector se reduce a aceptar o rechazar un 

gobernante u otro. Este debe proporcionar orden y tener la capacidad de gobernar la complejidad de la 

política; el voto apenas le proporciona la legitimidad para las posteriores acciones políticas.  En 

opinión de Hayek, la democracia no es un fin en sí mismo. Es más un medio proteger la libertad 

(Held, 1990, p. 300). El gobierno solo puede intervenir para proteger la vida, la libertad y la propiedad 

(Held, 1990, p. 301).  

Pero Held también presenta su modelo de democracia, en función del principio de autonomía. Según 

este modelo, el Estado moderno debería proporcionar las condiciones necesarias para posibilitar a los 

ciudadanos la persecución de sus propios intereses y no imponer una visión de vida buena a los 

ciudadanos (Held, 1990, p. 323). La autonomía connota la capacidad de los seres humanos de razonar 
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conscientemente, de ser reflexivos y autodeterminantes.  Implica cierta habilidad para deliberar, juzgar, 

escoger y actuar según diferentes cursos de acción, tanto en la vida privada como en la pública. 

Mientras los derechos, obligaciones y deberes políticos estén unidos a los derechos de propiedad y a 

tradiciones religiosas la idea de una persona autónoma no se puede desarrollar (Held, 1990, p. 325).  

Considerar a los mercados desprovistos de poder político es el error del liberalismo, pues no se puede 

ignorar que el poder económico distorsiona la democracia. Considerar que todo el poder político se 

puede reducir al poder económico es el error de los marxistas puesto que se ignoran los problemas de 

un poder político centralizado y los problemas de responsabilidad política (Held, 1990, p. 331). Para 

Held, la política tiene que ver con el poder; es decir, con la capacidad de los agentes, agencias e 

instituciones sociales para mantener o transformar su medio, social o físico, lo que incluye los recursos 

que sustentan esa capacidad y  las fuerzas que moldean e influyen en su ejercicio (Held, 1990, p. 332). 

Una estructura de poder público impersonal, una constitución que ayude a garantizar y proteger los 

derechos, una diversidad de centros de poder dentro  y fuera del Estado, y  de mecanismos que 

promuevan la competencia y el debate entre plataformas políticas alternativas, no es más que la 

confirmación de que la ‘separación’ entre el Estado y la sociedad civil debe ser una característica 

central de cualquier orden político democrático (Held, 1990, p. 337). 

Las instituciones estatales centralizadas son un instrumento necesario para promulgar la legislación, 

hacer cumplir los derechos, formular políticas nuevas y contener conflictos inevitables entre intereses 

particulares. Las instituciones electorales representativas, incluyendo el parlamento y el sistema 

competitivo de partidos, son elementos ineludibles para autorizar y coordinar esas actividades (Held, 

1990, p. 338). Según Held, ninguno de los modelos de la democracia liberal es capaz de especificar 

adecuadamente las condiciones que posibilitan la participación política de todos los ciudadanos, y el 

conjunto de instituciones gubernamentales capaces de regular las fuerzas que modelan realmente la 

vida diaria (Held, 1990, p. 339). 

La democratización de las instituciones políticas se ha limitado a reformar el proceso de selección de 

líderes de los partidos y a reformar las leyes electorales. Ocasionalmente se incluye en estas la 

financiación pública de las elecciones para todos los partidos que alcancen un mínimo nivel de apoyo; 

un acceso más genuino, y una distribución más equitativa del tiempo en los medios de comunicación. 

La dispersión de los servicios públicos hacia las regiones y su descentralización, la defensa y el realce 

de los poderes del gobierno local frente a las decisiones estatales centralizadas y rígidas; y experimentos 

para hacer a las instituciones gubernamentales más responsables y sumisas a sus ‘consumidores’ 

completan el haz de reformas (Held, 1990, p. 341). 
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La estructura de la sociedad civil moderna no crea las condiciones para garantizar libertades políticas 

como la igualdad del voto, la participación efectiva y el control por igual de la agenda pública. Además 

la estructura del Estado democrático liberal con grandes burocracias, dependiente del proceso de 

acumulación de capital y con políticos preocupados exclusivamente por su propia reelección, no 

genera una fuerza organizativa que pueda regular adecuadamente los centros de poder civil (Held, 

1990, p. 339).  A ello hay que sumar los problemas que surgen, no solo por las decisiones internas de 

las  naciones-Estado, sino también, por las que son tomadas por organizaciones cuasi-supranacionales, 

como la Unión Europea o la OTAN. Con el incremento de la interconexión mundial, el número de 

instrumentos políticos disponibles para los gobiernos y su eficacia presenta una marcada tendencia a 

disminuir (Held, 1990, p. 366).  

Del mismo modo, los niveles de empleo, inversión e ingresos de un país están a menudo sujetos a 

decisiones de organizaciones multinacionales (Held, 1990, p. 381). Por lo que se puede afirmar que hay 

una disminución de la autonomía del Estado, y una disyuntiva entre la idea de un Estado soberano que 

determina su propio futuro y las condiciones de las economías modernas, caracterizadas por la 

intersección de fuerzas económicas nacionales e internacionales (Held, 1990, p. 383). 

Held es consciente de que la participación no es una necesidad. Ante este panorama, reconoce que la 

libertad frente a la política es una parte esencial de la herencia democrática contemporánea (Held, 

1990, p. 350). Uno de los motivos del modelo de autonomía es el refuerzo de las elecciones y la 

promoción de los beneficios que se derivan de vivir en una sociedad que no deja a un grueso de 

ciudadanos en una postura permanente de subordinación, o ante fuerzas que escapan de su control 

(Held, 1990, p. 355).  

Según Held por debajo de la superficie donde se exhibe el triunfo de la democracia existe una paradoja 

manifiesta, al mismo tiempo que se defiende de nuevo la idea del gobierno del pueblo la eficacia de la 

democracia es puesta en duda. Cada vez que áreas mayores de la vida se organizan a escala mundial, la 

democracia se carga de incertidumbre (Held, 1990, p. 361). Tres efectos de la globalización merecen la 

atención de Held: la interconexión de los procesos económicos, políticos, legales y militares, el 

desgaste del Estado-nación por nacionalismos locales o regionales, y las trabas que se anteponen a las 

decisiones y resultados políticos de los Estados y ciudadanos (Held, 1990, p. 392).  

Un modelo de democracia en nuestra época debe determinar cómo el principio de autonomía puede 

contemplarse o garantizarse en medio de estos centros de autoridad interrelacionados. Por ello hay que 

tratar de operacionalizar un sistema radical de derechos en una compleja estructura de poder 

intergubernamental y transnacional (Held, 1990, p. 403). La respuesta sugerida por Held es una 
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sociedad que no sea ni planificada, ni orientada hacia el mercado, sino más bien abierta a 

organizaciones, asociaciones y organismos que persigan sus propios proyectos, sujetos a las 

limitaciones de una estructura de acción y unos procesos democráticos comunes (Held, 1990, p. 407). 

Una conclusión de este estudio, que es retomada por el autor en un texto más reciente, es que tanto la 

teoría como la práctica democráticas se encuentran asediadas por la dinámica de la economía mundial 

que desestabiliza al Estado y escapa al control de la comunidad política (Held, 1997, p. 15). La 

democracia ha venido siendo el criterio de legitimidad de la vida política moderna: todas las leyes y 

demás medidas políticas se justifican si son “democráticas”. Según Held,  el compromiso generalizado 

con la democracia es algo reciente. Entre otras razones, por ser una forma de gobierno difícil de crear 

y de mantener (Held, 1997, p. 23). Para Held, en la actualidad se cuenta con tres modelos de 

democracia, uno conocido como democracia directa o participativa, en donde al tomar decisiones sobre los 

asuntos públicos los ciudadanos están directamente involucrados; un segundo conocido como  

democracia representativa o liberal, en el que el gobierno se basa en funcionarios elegidos que se 

comprometen a representar los intereses o las perspectivas de los ciudadanos dentro de territorios 

delimitados y mientras garantizan el imperio de la ley; y un tercero, basado en una democracia 

unipartidista (Held, 1997, p. 25). 

El concepto de ciudadanía, remanente del pensamiento republicano, implica la participación del 

individuo en los asuntos públicos. Pero el análisis de Held de la democracia representativa liberal, 

demuestra que no hay en ella un verdadero interés por que los ciudadanos se involucren. Se habla 

incluso de democracias sin ciudadanos (Camps, 2010).  Para este tipo de democracia representativa 

liberal basta con que los Estados detenten el monopolio del poder coercitivo y garanticen el progreso 

de la vida familiar, la religión, el comercio y los negocios (Held, 1997, pp. 28-29).  Hasta principios del 

siglo XIX la democracia se asociaba con la reunión de ciudadanos en asambleas y lugares de encuentro 

público. Luego pasó a pensarse como el derecho de los ciudadanos a participar en la determinación de 

la voluntad pública mediante representantes elegidos (Held, 1997, p. 31). En su forma contemporánea, 

la democracia es una constelación de reglas e instituciones que permite una amplia participación de la 

mayoría de los ciudadanos pero solo en la selección de los representantes encargados de tomar las 

decisiones políticas (Held, 1997, p. 32).  

Cuando aparece la globalización neoliberal y se desafían las formas tradicionales de democracia, se 

cuestiona también la relación simétrica y congruente entre quienes toman y quienes reciben las 

decisiones políticas (Held, 1997, p. 37). En esta época la democracia se convierte en el resultado de un 

núcleo o un complejo de Estados y sociedades democráticas. Lo que quiere decir que las democracias 

nacionales requieren una democracia cosmopolita internacional (Held, 1997, p. 45). 
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La soberanía que parece disolverse con los procesos globalizadores ha tenido un largo camino, desde 

el absolutismo donde se absorbían formas políticas menores en unidades más grandes y fuertes, con 

un territorio unificado, con órdenes legales efectivos, con gobiernos unitarios, continuos, calculables, 

en una lucha por el poder plena de riesgos e incertidumbre, hasta el constitucionalismo donde hay 

control de los medios coercitivos y estructuras de poder impersonales. La seguridad del pueblo fue una 

primera justificación de las características de la soberanía, inclusive la evaluación del gobierno se hacía 

mirando el grado de garantía de paz y seguridad que alcanzaba (Held, 1997, pp. 64-65). 

El Estado moderno introdujo innovaciones como la territorialidad y las fronteras exactas; el control de 

los medios de violencia y la pacificación de las poblaciones; la estructura impersonal del poder y 

legalmente circunscrita a  un territorio sin ataduras a una religión o grupo tradicional; y la legitimidad 

como aquello que permite a los Estados ganarse la lealtad de los ciudadanos (Held, 1997, p. 71). En su 

forma constitucional, el Estado moderno estableció límites procedimentales y substantivos a la toma 

de decisiones. En su forma liberal creó una esfera privada que respondía a la preocupación por la no 

intervención estatal. Constitucionalismo, propiedad privada, economía de mercado competitiva y 

familia patriarcal son los pilares del Estado liberal. En su forma representativa estableció que las 

decisiones que afectan a la comunidad son tomadas por un grupo de representantes elegidos por el 

pueblo (Held, 1997, pp. 73-74).  

Un elemento que destaca Held dentro de las condiciones para el desarrollo histórico de la ciudadanía 

es su vínculo frecuente con los requerimientos militares y administrativos del Estado moderno2. Si 

bien no fue la guerra la única causa del proceso de construcción de las instituciones democráticas, sí 

hay evidencia de un impulso dado por las movilizaciones masivas. Las personas movilizadas en favor 

de un Estado buscaron con posterioridad su inclusión dentro de la ciudadanía y su derecho a participar 

en la construcción de las políticas públicas. La identidad nacional se formó a partir de la aglomeración 

de gente dentro de un territorio dado con el fin de afirmar o aumentar el poder del Estado. Las 

empresas militares estimularon, paradójicamente, la formación de instituciones representativas y 

democráticas. Pero, esto no equivale a decir que el origen de dichas instituciones se explique 

totalmente por la guerra (Held, 1997, p. 81).   

La ciudadanía se convirtió en un derecho, y como derecho debía ser derecho a la plena participación 

en la sociedad política (Held, 1997, p. 93). Si bien hay una distancia entre la promesa democrática y los 

                                                
 

2 El desarrollo y el mantenimiento de la capacidad coercitiva fueron centrales en la evolución del Estado: si 
pretendían sobrevivir, los Estados debían procurarse esta capacidad y asegurar su efectividad (Held, 1997, p. 77). 
En cierto sentido el éxito y la supervivencia de los Estados se debió a la estructura internacional.    
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resultados de la democracia, las luchas por la ciudadanía fueron guiadas por el deseo de un orden 

político que no moldeara ni restringiera arbitrariamente las elecciones de los individuos y los grupos 

(Held, 1997, p. 95). La legitimidad de las exigencias del poder político quedó sujeto a la aceptación 

popular o democrática (Held, 1997, p. 97).  

La consolidación de la accountability y la legitimidad democrática dentro de las fronteras del Estado en 

tensión con la implementación de una política de poder fuera de esas fronteras, es según Held, el 

núcleo de la estructura del sistema moderno de Estados Nación (1997, p. 99). Esta tensión se 

acrecienta con el fenómeno de la desigualdad, que no escapa de los ámbitos nacional e internacional, 

en particular cuando las economías son débiles y endeudadas, ya que los países en desarrollo son 

vulnerables y dependientes de fuerzas y relaciones económicas sobre las cuales no tienen control 

(Held, 1997, pp. 108-109).  

Según Held en un mundo de autoridades políticas y centros de poder interconectados hay que 

cuestionarse nuevamente por el modo de entender la democracia “¿Cuál es y cuál debería ser el 

significado de esta en el contexto de la cambiante combinación de lo local, lo nacional, lo regional y lo 

global?” (Held, 1997, p. 169). Para responder sugiere una teoría de la situación del Estado y la 

democracia dentro del orden internacional (Held, 1997, p. 170). El sistema que propone lo denomina 

“modelo cosmopolita de autonomía democrática”, que consiste en un gobierno democrático 

organizado a partir de las interconexiones de diferentes naciones y poblaciones, que se adapta a ellas 

(Held, 1997, p. 174). 

La idea de la democracia deriva su poder e importancia, de la idea de la autodeterminación, es decir, de 

la noción de que los integrantes de una comunidad política deben poder elegir libremente las 

condiciones de su propia asociación, y que sus elecciones deben constituir la legitimación básica de la 

forma y la dirección de la colectividad política (Held, 1997, p. 182). Esto vincula de inmediato los 

conceptos de “Estado” como marco equitativo y de “el pueblo” como el que determina por medio de 

la deliberación. Aquí se establece la relación entre el Estado y la democracia, es decir, entre la idea del 

Estado como estructura básica de instituciones y la idea de la democracia como la determinación 

autónoma de las condiciones de la asociación colectiva (Held, 1997, p. 182). El principio de autonomía 

puede considerarse  político en el sentido rawlsiano, por estar arraigado en la cultura política pública 

de la sociedad democrática (Held, 1997, p. 185). 

La tradición democrática, que viene al menos desde Rousseau, ha defendido las dos ideas que 

componen el principio de la autonomía: la autodeterminación y el gobierno limitado. Esto connota la 

capacidad de los seres humanos de razonar de forma autoconsciente, de ser reflexivos y de 

autodeterminarse. Implica la capacidad de actuar en la esfera pública y privada. Desde J.S. Mill el 
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modelo de la democracia representativa es el único que puede combinar la posibilidad de la 

participación política con el gobierno limitado y la administración eficiente. Porque si un gobierno 

fuese el gobierno de todos los ciudadanos, cabe el peligro de que la minoría ilustrada sea eclipsada por 

la ignorancia, torpeza e inexperiencia de la mayoría. En cambio cuando es limitado, el gobierno puede 

ser popular, pero responsable y efectivo (Held, 1997, pp. 186-189). 

Un criterio que podemos tomar prestado de Held es el de si un orden político democrático puede ser 

legítimo cuando hay discrepancias de poder, oportunidades y opciones que están estructuradas 

sistemáticamente (Held, 1997, p. 207). Según su análisis, tales discrepancias se pueden analizar con la 

categoría de esfera de poder3, la cual define como “un contexto de interacción o medio institucional en y 

a través del cual el poder da forma a las capacidades de las personas; es decir, moldea y circunscribe 

sus perspectivas de vida y su participación efectiva en la elaboración de la decisiones públicas”(Held, 

1997, p. 212). Encuentra siete tipos de estas esferas, la primera es el cuerpo, y se refiere a la 

organización de salud física y emocional a través de redes y medios institucionales específicos, 

formales e informales, a lo largo de espacios sociales en que se cruzan lo local y lo internacional. La 

segunda esfera es el bienestar, o aquel dominio de bienes y servicios que facilitan la transición del 

ciudadano desde la posición de persona privada a la del miembro pleno de la comunidad (Held, 1997, 

pp. 216–218).  

La tercera, cuarta y quinta esferas del poder, son la cultura, la sociedad civil y la economía 

respectivamente. En la tercera esfera se discuten las cuestiones de identidad e interés público y las 

diferencias de opinión, así como las costumbres y los dogmas locales. La cuarta esfera es la esfera de 

las asociaciones cívicas, se refiere al acceso a dichas organizaciones. Y la economía, funge como quinta 

esfera de poder, pues organiza la producción, distribución, intercambio y consumo de bienes y 

servicios (Held, 1997, pp. 219–222).  

La sexta esfera comprende la organización de la violencia y de las relaciones coercitivas. Esta esfera se 

traslapa con las demás y afecta las perspectivas de vida dentro de las comunidades y a través de ella. 

De hecho la pacificación de las poblaciones y el desmantelamiento de los centros de poder rivales 

hicieron posible el monopolio de la violencia para el Estado-nación (Held, 1997, p. 224). La séptima 

esfera de poder está constituida por las instituciones regulatorias y legales (Held, 1997, p. 225).  

                                                
 

3 Held entiende “poder” de un modo muy simple, a saber, como la capacidad de los agentes, las agencias y las 
instituciones sociales para mantener o transformar su ambiente social o físico; y se refiere a los recursos que 
constituyen esa capacidad y las fuerzas que moldean e influyen sobre su  ejercicio (Held, 1997, p. 208). 
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El concepto de las esferas toma su sentido central cuando aparece en el análisis el concepto de 

nautonomía. Este concepto se refiere a la situación en la que una persona o un grupo de personas 

carecen de acceso a las condiciones que les permiten desempeñarse en sociedad de acuerdo a los 

comportamientos que se espera en virtud de su pertenencia a la sociedad (Held, 1997, p. 217). Así 

cuando el bienestar no está asegurado, o cuando los servicios que lo componen están distribuidos de 

forma asimétrica, se genera y consolida lo que Held llama nautonomía (Held, 1997, p. 219). Pero 

también ocurre cuando el Estado promueve políticas que impiden, o no promueve, la vinculación 

ciudadana a  organizaciones sociales; cuando la posesión y el control de las empresas económicas 

contribuye a acrecentar la desigualdad en cuanto tiene que ver con la riqueza, el ingreso, el status, las 

habilidades, la información, o el ascenso de los líderes políticos nos encontramos en una situación 

nautonómica (Held, 1997, p. 223). Asimismo cuando la organización de la fuerza física,  y la 

implementación de políticas militares y sistemas de defensa, genera grandes limitaciones a la 

democracia, porque el sistema de valores castrenses y la violencia organizada por lo general es un 

proceso de toma de decisiones que recurre al secreto y escapa el escrutinio público, y que está sesgado 

en favor de fuertes intereses sectoriales, corrompiendo la accountability pública y la participación 

democrática en general (Held, 1997, p. 225).  

Para Held la democracia implica ciertos bienes sustantivos en la forma de derechos civiles y políticos 

primarios. Retomando a Dahl, afirma que “para que exista el proceso democrático en un sistema 

político, los derechos civiles y políticos primarios deben estar garantizados. Si no lo están, entonces el 

proceso democrático no existe”(Dahl, 1993, p. 170; citado en Held, 1997, p. 232), aunque para Held 

esto no signifique que la democracia sea una cuestión de “todo o nada”. Es probable que sea un 

proceso paulatino, en donde se van materializando y articulando los derechos a través de las siete 

esferas. Para ello este politólogo realiza algunas recomendaciones. Sugiere el establecimiento de un 

modelo cosmopolita de democracia, que fortalezca la democracia “dentro” de las comunidades y las 

asociaciones civiles “fuera”, por medio de una red de agencias y asambleas regionales e internacionales 

(Held, 1997, p. 282). Asimismo recomienda atender a la naturaleza distorsionadora de la democracia 

que poseen los mercados. Esto, siempre que se tenga en claro que la nautonomía económica impone 

límites estrictos al desarrollo de una estructura común de acción política y a la disponibilidad de 

oportunidades de participación. Las exigencias creadas por la  inversión privada se vinculan 

fuertemente con el desarrollo y el crecimiento económico de modo que la democracia se ve en medio 

de un sistema económico que garantiza la “posición privilegiada” de ciertos intereses (Held, 1997, p. 

294). 

Recomienda Held que para que prevalezca la democracia, se necesita convertir en parte del proceso 

democrático a los grupos y las asociaciones básicas de la economía. Eso quiere decir que las compañías 
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deben desarrollar sus estrategias y obtener sus ganancias sin quebrantar la exigencia de tratar a sus 

empleados y clientes como personas libres e iguales,  garantizando la salud y la seguridad, la 

capacitación y el bienestar, y las capacidades de intervenir en el debate y la crítica, así como la 

posibilidad de formar asociaciones o sindicatos. Es necesario también que las empresas no participen 

en actividades que recorten las opciones políticas de las personas, en particular como  lo hacen las 

compañías que financian partidos políticos específicos con el propósito de asegurar resultados 

electorales favorables a sus intereses (Held, 1997, pp. 300–301). 

La última consideración de Held está relacionada con la accountability de todos los sistemas de poder 

relacionados e interconectados, de la economía a la política (317). Esto con el objetivo de reducir el 

poder de las corporaciones económicas para limitar y condicionar la agenda política y las posibilidades 

con que cuentan los grupos de interés. La democracia cosmopolita debe expresar ese compromiso con 

la democracia, que se denomina accountability.  

Para nuestro instrumento David Held nos aporta los siguientes elementos: en primer lugar identificar 

el papel del ciudadano y el alcance de la intervención del Estado en los dominios de la vida, así como 

la rigidez o maleabilidad de los deseos o intereses de la gente. En segundo lugar establecer cuál es la 

función del parlamento asignada en el modelo. En tercer lugar medir la importancia del liderazgo para 

dicho modelo. En cuarto lugar establecer la presencia o ausencia de la apatía política y la idea de bien 

común. En quinto lugar hay que examinar la existencia del pluralismo de intereses así como el grado 

de conformidad o de integración entre las clases sociales. En sexto lugar debe establecerse si el Estado 

promueve o no la igualdad. En séptimo lugar ha de observarse el grado de impersonalidad de la 

estructura de poder planteado o ejecutado en el modelo. En octavo lugar ha de revisarse el papel de los 

partidos políticos. Por último ha de observarse el tamaño de la nautonomía permitida, tanto en la 

relación con las fuerzas militares, con la presencia o no de bienes sustantivos como los derechos civiles 

y políticos primarios y respecto al alcance de las corporaciones económicas en política así como de las 

demás esferas de poder. Esto sin perder de vista la racionalidad económica que subyace al ciudadano, 

los partidos políticos, los grupos de interés y al gobierno, en un contexto de amplia incertidumbre.  

1.4 Entre el mayoritarismo y el consensualismo 

Atrás he planteado que un instrumento para observar un modelo de democracia ha de fijarse en el 

papel de las clases sociales y la propiedad, el papel de los controles y balances sociales, así como en el 

papel de la autonomía. Ahora bien, nuestro instrumento se servirá de los aportes de Lijphart para 

establecer otros detalles relacionados con la organización y el funcionamiento de los ejecutivos, las 

legislaturas, los sistemas de partidos, el sistema electoral y la relación entre el gobierno central y los 
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gobiernos locales. Sugiere Lijphart que tales relaciones pueden ubicarse al interior de una democracia 

entre los extremos del mayoritarismo y el consenso (Lijphart, 2000, p. 7).  

Lijphart es el autor que se pregunta por la importancia del tipo o modelo de democracia para las 

políticas públicas y la efectividad del Gobierno. Establece una relación entre el grado de democracia 

consensual y el éxito alcanzado por los gobiernos en su gestión macroeconómica, es decir, en el 

crecimiento económico, el control de la inflación, el desempleo, y también en el control de la violencia. 

Su importancia radica en los datos que ha logrado consolidar durante sus muchos años de 

investigación en 33 democracias. Da cuenta de indicadores de la calidad de la democracia no 

considerados a fondo por los autores revisados previamente, como la representación de las mujeres, la 

igualdad y la participación electoral, y los resultados de los gobiernos en las políticas de bienestar, la 

protección del medio ambiente, la justicia penal y la ayuda económica a los países en vías de desarrollo 

(Lijphart, 2000, p. 9).  

Una ventaja del análisis de Lijphart, al examinar las democracias modernas desde las perspectivas 

mayoritaria y consensual, está en la claridad con que aparecen las pautas y regularidades de 

instituciones gubernamentales formales, como los parlamentos, el sistema judicial, los sistemas de 

partidos políticos y los grupos de interés (Lijphart, 2000, p. 13).  Para arribar a ese tipo de análisis el 

autor se cuestionó por “¿quién gobernará y a los intereses de quién responderá el gobierno cuando la población esté en 

desacuerdo y tenga preferencias divergentes?” Dos respuestas da la democracia fueron dadas a este dilema, la 

primera es la que dice que el gobierno hará lo que diga la mayoría. La segunda respuesta dice que el 

gobierno hará lo que diga el mayor número de gente posible. Esta segunda respuesta es el concepto del 

modelo consensual de democracia. En este modelo la mayoría es un requisito mínimo, y lo que se 

busca es la maximización del tamaño de estas mayorías. Sus normas e instituciones pretenden una 

amplia participación en el gobierno y un amplio acuerdo sobre las políticas que el gobierno debería 

seguir. La primera gran diferencia con el modelo mayoritario es que este no es excluyente, ni 

competitivo ni de confrontación, por el contrario se caracteriza por la inclusión, el pacto y el 

compromiso. Por ello, la democracia consensual podría denominarse también “democracia de 

negociación” (Lijphart, 2000, p. 14).  

El modelo mayoritario por excelencia es el que Lijphart llama modelo Westminster y es caracterizado 

con diez variables. La primera de ellas es la concentración del poder ejecutivo. Según este politólogo 

holandés el sistema británico a base de un gabinete de un solo partido con mayoría escasa es la 

perfecta encarnación del principio del gobierno de la mayoría: en él se da un gran poder político para 

gobernar como representante de y a favor  de una mayoría que no tiene un gran tamaño (Lijphart, 

2000, p. 22). Su segunda característica  es el predominio del poder ejecutivo frente al legislativo, 
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originado por el sistema bipartidista (Lijphart, 2000, p. 24). Este sistema corresponde a la tercera 

variable, un bipartidismo con partidos unidimensionales, es decir, partidos que se diferencian 

exclusivamente por la dimensión socioeconómica (Lijphart, 2000, p. 25). El sistema electoral aparece 

como la cuarta variable, para este caso el modelo mayoritario incluye distritos uninominales con el 

método de la mayoría relativa, conocido como “el del que llega primero” pues la minoría más amplia 

gana, lo que produce resultados muy poco proporcionales (Lijphart, 2000, p. 26).  

La quinta característica es el pluralismo de los grupos de interés. Este modelo de democracia establece 

un modelo de gobierno contra oposición que propicia la competencia y el enfrentamiento. La 

competencia y el conflicto también son característicos del  sistema de grupos de interés típico del 

modelo mayoritario: un sistema de pluralismo competitivo. Este contrasta con el corporatismo de 

grupos de interés, en donde tienen lugar reuniones regulares entre los representantes del Gobierno, los 

sindicatos de trabajadores y las organizaciones empresariales que buscan acuerdos en materia de 

políticas socioeconómicas (Lijphart, 2000, p. 27).  

La sexta variable es el gobierno unitario y centralizado, el cual se caracteriza porque los gobierno 

locales,  a pesar de poseer  una serie de funciones importantes, son criaturas del gobierno central y sus 

poderes no están garantizados constitucionalmente (Lijphart, 2000, p. 28). También es propio de este 

sistema mayoritario, y sirve como séptima variable, la concentración del poder legislativo en una 

legislatura unicameral. El sistema bicameral marcadamente asimétrico puede también denominarse 

cuasi unicameralismo.  

La flexibilidad constitucional representa la octava variable, el extremo lo representa Gran Bretaña que 

posee una constitución no escrita, ya que no existe un documento escrito que defina la composición y 

los poderes de las instituciones gubernamentales y los derechos de los ciudadanos. Esto último implica 

que no hay revisión judicial, lo cual se convierte en la novena variable (Lijphart, 2000, p. 30). La 

décima variable se relaciona con el control del ejecutivo sobre el banco central.  

La interpretación mayoritarista de la definición básica de democracia es la de “gobierno de la mayoría 

del pueblo”. Esto implica que la mayoría debe gobernar y que las minorías deben estar en la oposición. 

Excluir del poder a un partido puede resultar antidemocrático según la definición de democracia como 

“gobierno por el pueblo”. Pero si los intereses y las preferencias de los votantes son razonablemente 

satisfechos por las políticas gubernamentales del otro partido, la democracia puede entenderse en su 

significado de “gobierno para el pueblo”. En sociedades plurales, profundamente fragmentadas por 

motivos religiosos, ideológicos, lingüísticos, culturales, étnicos o raciales, donde cada división cuenta 
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con partidos políticos, grupos de interés y medios de comunicación propios,  es probable que la 

flexibilidad necesaria para conseguir una democracia mayoritaria no se logre (Lijphart, 2000, p. 44). 

El modelo consensual es la alternativa a la problemática anterior y se caracteriza por tener distribuido 

el poder ejecutivo en gabinetes de amplia coalición. En este tipo de democracia  todos o la mayor parte 

de los partidos importantes comparten el poder ejecutivo. En cuanto a la relación entre el ejecutivo y 

el legislativo, el equilibrio de poder existe en virtud de la independencia de los poderes. El sistema 

multipartidista proviene de la pluralidad misma de la sociedad en la que se afinca dicha democracia. 

Su parlamento usa el método de la representación proporcional en el que se dividen los escaños entre los 

partidos en proporción a los votos conseguidos. Los grupos de interés por lo general están 

organizados en asociaciones de empresarios con mucha influencia y sindicatos con poca o nula 

organización. El poder ejecutivo suele distribuirse entre el gobierno central y el gobierno de las 

regiones. Además existe el bicameralismo, cuya función es la de otorgar una representación especial a 

las minorías con elecciones diferentes a las de la cámara baja, y debe tener idealmente tanto poder real 

como la otra cámara (Lijphart, 2000, p. 50). En este modelo de democracia las modificaciones a la 

Constitución requieren mayorías especiales, por lo que hay cierta rigidez constitucional. Además de 

ello existe la revisión judicial y cuentan con un banco central fuerte e independiente (Lijphart, 2000, p. 

52).  

El estudio de Lijphart sobre treinta y seis democracias le exige adoptar la definición de democracia de 

Dahl. Así el derecho de voto, el derecho a ser elegido, el derecho de los líderes políticos a competir 

para conseguir apoyo y votos, las elecciones libres y justas, la libertad de asociación, la libertad de 

expresión, las fuentes alternativas de información, y las instituciones para hacer que las políticas 

públicas dependan de los votos y otras expresiones de preferencia se convierten en los elemento a 

considerar dentro de una democracia (Lijphart, 2000, p. 59). Además, utiliza el índice de la Freedom 

House  que clasifica a los países en tres categorías: libres, parcialmente libres o no libres (Lijphart, 2000, 

p. 60).   

La primera de las diez variables que caracterizan el contraste entre democracia mayoritaria y 

consensual es la diferencia entre los gobiernos de mayoría de un solo partido y las amplias coaliciones 

multipartidistas. Para Lijphart esta opera como la más importante y típica diferencia entre los dos 

modelos de democracia. De allí que se relacione directamente con la clasificación de los gabinetes 

(Lijphart, 2000, p. 71). Los sistemas bipartidistas tipifican el modelo mayoritario de democracia y los 

sistemas multipartidistas tipifican el modelo consensual. Una de las ventajas de los sistemas 

bipartidistas sobre los multipartidistas es la elección clara entre dos conjuntos de políticas públicas.       
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Los tamaños del distrito electoral, del umbral y del órgano a elegir diferencian los modelos de 

democracia. La representación proporcional usa por lo general dos tipos de distritos electorales 

combinando las ventajas del representante más cercano al votante con la gran proporcionalidad de los 

distritos grandes, especialmente el nacional. El tamaño del umbral electoral reduce el número de 

partidos, pues los más pequeños no la tienen tan fácil para salir elegidos; y el tamaño del órgano a 

elegir condiciona la calidad de la proporcionalidad. Señala Lijphart que la proporcionalidad perfecta se 

logra con un órgano legislativo de cien miembros (Lijphart, 2000, pp. 149-151). 

La característica principal del modelo de democracia mayoritaria es la concentración del poder en las 

manos de la mayoría. El modelo consensual se caracteriza por la no concentración del poder, razón 

por la cual este modelo toma dos formas básicas: una donde el poder es compartido y otra donde el 

poder es dividido. Esta distinción crucial se da ya porque el poder se disperse en actores políticos que 

operan juntos dentro de las instituciones políticas, o bien porque el poder se dispersa en instituciones 

políticas separadas. El propósito de este último modo de funcionar es asegurar que una parte sustancial 

del poder pueda ser ejercido a nivel regional. Asimismo esta división del poder exige que los impuestos 

no centrales, es decir,  los recaudados por los gobiernos regionales o locales más las cuotas de los 

impuestos recaudados por el gobierno central sean traspasados automáticamente a los gobiernos no 

centrales. El grado de centralización del gobierno puede ser medido en la distribución de los 

impuestos centrales y no centrales en manos del gobierno central (Lijphart, 2000, p. 183). 

Otro componente es la distribución, concentración frente a división, del poder en el legislativo. El 

modelo consensual puro se caracteriza por un legislativo bicameral en el que el poder se halla dividido 

a partes iguales en dos cámaras constituidas de forma distinta (Lijphart, 2000, p. 189). Aunque es más 

común el bicameralismo en democracias federales, no lo es así si se consideran los países unitarios. Las 

segundas cámaras varían en tamaño y en la duración de los mandatos. En países como Colombia, 

Suiza y Estados Unidos las dos cámaras tienen poderes formalmente iguales. Antes de 1991 las dos 

cámaras colombianas se elegían mediante distritos de magnitud relativamente baja pero con la nueva 

constitución el sistema electoral fue sustituido por la representación proporcional en un distrito grande 

a escala nacional, haciendo mucho más difícil la elección de partidos y candidatos minoritarios 

(Lijphart, 2000, p. 197).  

Los regímenes constitucionales se clasifican de acuerdo a la presencia o ausencia de restricciones 

explícitas al poder de las mayorías parlamentarias. O bien la Constitución actúa como ley superior o 

bien el parlamento actúa como organismo soberano, con una constitución flexible o libre de revisión 

judicial. Estos son los extremos que corresponden al modelo consensual y al modelo mayoritario de 

democracia respectivamente. El grado de rigidez de la constitución depende de la presencia o no del 
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requisito de mayorías especiales o cualificadas, y de la diversidad de métodos para su reforma (Lijphart, 

2000, pp. 203-205). La instancia de la revisión judicial juega un papel importante en  muchas 

democracias pero se enfrenta al principio democrático pues decisiones tan importantes como la de la 

conformidad de una ley con la Constitución deben ser tomadas por los representantes del pueblo y no 

por un organismo judicial nombrado y muy poco representativo (Lijphart, 2000, p. 210).  

En Colombia, dados los frecuentes escándalos en los que se ha visto envuelto el Congreso, la anterior 

idea no cala en la población4. Por el contrario hay un marcado activismo judicial (Botero et al., 2009).  

Y en este sentido la explicación proviene del hecho de que si se creó un organismo especial con el 

propósito explícito y exclusivo de examinar la constitucionalidad de la legislación, entonces, es 

probable que este organismo lleve a cabo su tarea con bastante energía. Tanto la rigidez como la 

revisión judicial son mecanismos antimayoritarios. Si las constituciones son completamente flexibles y 

no hay revisión judicial, habrá un gobierno mayoritario sin restricción. Hay un vínculo lógico entre la 

revisión judicial y la rigidez constitucional, y viceversa. Si existe una revisión judicial fuerte pero una 

constitución flexible, es fácil que la mayoría en la legislatura responda a una declaración de 

anticonstitucionalidad con una enmienda a la constitución (Lijphart, 2000, pp. 213-214). 

Para Lijphart los bancos centrales son instituciones gubernamentales clave que reciben poca atención 

en la ciencia política, en comparación con los otros organismos del gobierno. Los bancos centrales 

pueden ser fuertes e independientes o depender completamente del ejecutivo y por tanto ser débiles. 

Su fortaleza depende de su pertenencia o no a un modelo democrático consensual. Su debilidad y 

dependencia del ejecutivo, así como la debilidad del poder legislativo y la reticencia a un tribunal 

supremo o a utilizar la revisión judicial, son atributos del modelo mayoritario (Lijphart, 2000, p. 

217).Los bancos centrales tienen como función decidir la política monetaria, esto es, regular los tipos 

de interés y la oferta de dinero. La mayoría de los gobiernos reconoce el beneficio a largo plazo de la 

estabilidad de los precios, pero casi siempre surgen otros objetivos más imperiosos a corto plazo 

(Lijphart, 2000, p. 219).   

Una de las conclusiones del estudio de Lijphart es que una democracia consensual resulta más 

ventajosa a la hora de lograr una exitosa gestión macroeconómica y un exitoso control de la violencia. 

Contrario a lo que se cree no hay un intercambio entre calidad y efectividad de la democracia (Lijphart, 

2000, p. 242). No es cierto que los gobiernos con un solo partido político mayoritario, sean más 
                                                
 

4 De hecho la opinión pública en Colombia en el periodo 2000-2012 ha tenido una percepción desfavorable de 
su Congreso con leves variaciones en 2006 y 2008, mientras que la Corte Constitucional en el mismo periodo ha 
tenido una opinión siempre favorable (Gallup Colombia, 2012). 
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efectivos en la elaboración y ejecución de políticas públicas, puesto que la evidencia empírica es 

ambigua y no hay diferencias significativas en cuanto a crecimiento económico, control de la inflación 

o desempleo entre los modelos mayoritarios y los consensuales (Lijphart, 2000, p. 243). Cuando la 

economía va bien los gobiernos se atribuyen el éxito económico; pero cuando va mal o bien la 

oposición se los atribuye o bien buscan un factor externo (Lijphart, 2000, p. 244). 

La diferencia entre mano firme y mano dura es significativa en cuanto al éxito de la gestión 

macroeconómica, pues esta requiere más mano firme que dura. El modelo consensual permite mejor la 

elaboración de políticas con amplio apoyo. Esto significa que tiene más probabilidades de realizarse 

con éxito y durar,  que aquellas impuestas por un gobierno decisivo que vaya en contra de los deseos 

de importantes sectores de la sociedad (Lijphart, 2000, p. 242).  Asimismo el mantenimiento de la paz 

civil en sociedades divididas, o plurales, requiere la conciliación y el compromiso entre grupos rivales 

en el proceso de toma de decisiones, más que la rapidez en la toma de las decisiones que ofrece el 

modelo mayoritario. Asimismo hay menos violencia política allí donde hay democracia consensual 

(Lijphart, 2000, p. 252). 

Las ventajas del modelo consensual no se relacionan con la rapidez en la toma de decisiones, por el 

contrario elementos como las segundas cámaras, las constituciones rígidas, la fuerte revisión judicial y 

los bancos centrales independientes pueden considerarse elementos inhibitorios de la decisión, rapidez 

y coherencia de la toma de decisiones políticas del gobierno central, a diferencia de sistemas unitarios y 

unicamerales, constituciones flexibles sin revisión judicial o con revisión judicial y bancos centrales 

débiles. Aunque ligera, la ventaja sobre la democracia mayoritaria, implica menos muertes violentas 

causadas por temas políticos y menos días de huelga, así como una inflación más baja (Lijphart, 2000, 

pp. 253-254). 

Respecto a la calidad de la democracia, también el modelo consensual reporta algunas ventajas. Esto 

en la medida que el modelo consensual es más proclive al Estado de bienestar; obtiene mejores 

resultados en cuanto a la protección del medio ambiente; encarcela a un número menor de gente y se 

usa con menor frecuencia la pena de muerte. Las democracias consensuales en los países desarrollados 

son más generosas con las ayudas económicas a los países en vía de desarrollo (Lijphart, 2000, p. 244). 

Recogiendo los frutos de su análisis de las treinta y tres democracias asigna los valores más altos, es 

decir, el grado en el que se acercan a la democracia perfecta, a Bélgica, Dinamarca y Finlandia; los 

valores medios a Australia y Alemania; y los más bajos a Colombia y Venezuela al final (Lijphart, 2000, 

p. 258). Otros elementos como la representación de las mujeres, las minorías raciales, la igualdad 

política, la participación electoral, la satisfacción de los ciudadanos con el régimen, la proximidad entre 
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gobierno y votante, y la responsabilidad y corrupción son indicadores de la calidad de la democracia 

(Lijphart, 2000, p. 268).   

De las conclusiones de Lijphart se puede afirmar que las democracias mayoritarias no superan a las 

democracias consensuales en la gestión macroeconómica y el control de la violencia. Lijphart sugiere la 

opción consensual como la mejor para aquellos países que se encuentran en proceso de 

democratización o que contemplan una reforma democrática (Lijphart, 2000, p. 279). Para Lijphart es 

una buena noticia que no haya intercambio entre efectividad y democracia de calidad, por lo que 

ningún objetivo exigiría golpear a la democracia. Una mala noticia es que la democracia consensual 

podría ser incapaz de echar raíces y desarrollarse sin apoyo de una cultura política consensual (Lijphart, 

2000, pp. 280-283). 

De Lijphart nos queda la necesidad de identificar si el modelo tiende a ser mayoritario o consensual, y 

la necesidad de revisar el papel asignado en el modelo objeto de análisis a las segundas cámaras, las 

constituciones rígidas, la revisión judicial y el banco central. Asimismo hay que inspeccionar ciertos 

elementos que están relacionados con la calidad de la democracia como la protección ambiental y la 

política criminal.     

1.5 La democracia y sus efectos  

Un último criterio que puede revisarse al identificar un modelo de democracia, son los efectos de la 

democracia. Dichos efectos sólo son considerados cuando se tiene como trasfondo la idea de que la 

democracia es algo más que un instrumento para decidir la elección entre un conjunto de líderes o 

cuando dicha idea hace parte del conflicto de valores propio de una sociedad.  En este sentido cabe 

destacar los efectos económicos de la democracia5. Huelga decir que los efectos de la democracia son 

una preocupación de quienes creen que la democracia está más allá del modelo del elitismo 

competitivo. Para referirme a ello me basaré en Giovanni Carbone (2009) y Nancy Bermeo (2009).    

Dos consecuencias económicas en particular han sido objeto de estudio: las relacionadas con la 

reducción de la pobreza y la reducción de la desigualdad. Si la democracia ha de servir para algo y ya 

casi que se ha universalizado esta durante la tercera ola, su utilidad ha de relacionarse bien con la 

obtención de la paz o bien con una mejora del bienestar económico (Carbone, 2009, p. 140). ¿Cuánto 

tiempo ha de pasar de vida democrática para que haya un efecto sobre el bienestar de la ciudadanía? 

                                                
 

5 Para obtener esta conclusión me he basado en la lista elaborada por Giovanni Carbone donde clasifica más de 
cincuenta consecuencias de la democracia en ocho grupos (Carbone, 2009, p. 145). Para mí estos se pueden 
clasificar a su vez en consecuencias políticas y económicas.   
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Para responder a dicha pregunta hay que hacer primero una distinción, pues aquí el orden de los 

factores sí altera los resultados. En primer lugar en la mayoría de los casos para que naciera la 

democracia se requirieron unos mínimos de bienestar general. Ahora bien, se espera de la democracia 

que obtenga resultados importantes en esta materia. Esto porque crea un ambiente en que las 

demandas de los menos favorecidos pueden ser expresadas abiertamente en debates públicos y en los 

medios de comunicación, así como ejercer presión de manera organizada, sistemática y permanente a 

través de grupos de interés, partidos políticos y movimientos sociales (Carbone, 2009, p. 146). A pesar 

de las aseveraciones de Amartya Sen sobre la relación entre derechos y necesidades,  y del hecho de 

que ningún país pobre y democrático haya padecido una gran hambruna, para Carbone la lucha contra 

la pobreza de las democracias es más bien modesta.  

Si se observan los efectos de la democracia sobre la desigualdad se hallan conclusiones desilusionantes, 

pues en ciertos casos la desigualdad se ha reducido antes de la democratización (Carbone, 2009, p. 

150). Para Nancy Bermeo corregir las desigualdades en los sistemas democráticos es extremadamente 

difícil porque se requiere una acción colectiva en múltiples áreas de parte de muchos actores. El 

surgimiento de la democracia fue una revolución política pero no una económica (Bermeo, 2009, p. 

204). De hecho la aparición del sufragio universal debió superar el temor asociado al uso que harían 

los pobres y desfavorecidos. Bentham no lo planteó hasta que estuvo seguro que los pobres no 

utilizarían sus votos para nivelar la propiedad o para destruirla (Macpherson, 1994, p. 50).  

Dos efectos tiene la desigualdad sobre la democracia, el primero es el perjuicio a la calidad de esta, y el 

segundo es que la desigualdad no afecta la estabilidad de la democracia, de hecho muchos regímenes 

democráticos sobreviven con grandes niveles de desigualdad. La desigualdad económica sí tiene 

efectos sobre la igualdad política, en particular las personas adineradas logran una influencia 

desproporcionada sobre la elaboración y aplicación de las políticas públicas. La desigualdad sí explica 

la abstención y las tasas de delito, y además el grado de polarización de la sociedad (Bermeo, 2009, p. 

206). Un problema conexo a estos es la poca importancia que otorgan los ciudadanos a la desigualdad. 

Por el contrario otorgan mucho peso a la pobreza y lo consideran como un problema mucho más 

apremiante contra el que sí hay que luchar (Bermeo, 2009, p. 207). Asimismo, el hecho de que la 

desigualdad tenga defensores en el neoliberalismo, que la ven como ‘esa diferencia que incentiva la 

inversión’, impide la formación de una coalición que apoye la redistribución. Por último, la igualdad de 

oportunidades es el tercer lastre que impide la lucha por la verdadera igualdad o igualdad en los 

resultados y no solo en los medios (Bermeo, 2009, p. 208).         
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De Carbone y Bermeo quedan para nuestro instrumento la necesidad de atender a los efectos de la 

democracia, tanto en el plano político como en el económico. Hay que atender al hecho de la relación 

planteada por el modelo entre democracia y pobreza y entre democracia y desigualdad.   

1.6 Democracia y Constitución  

La optación de un régimen por el mayoritarismo y el consensualismo pasa por la consideración plena 

de aquello que John Rawls llama la razón pública. Con ella se definen las cuestiones políticas básicas que 

se pueden llamar “elementos constitucionales esenciales” y “cuestiones de justicia básica” (Rawls, 

2002, p. 205). Aquí la constitución viene a cumplir el papel de recoger lo que establece la razón pública 

y de garantizar su protección. Cuestiones cómo quién tiene derecho a votar, qué religiones se pueden 

tolerar, quién asegura la igualdad de oportunidades o la tenencia de propiedades hacen parte del 

ámbito de la razón pública. No hacen parte de ésta temas como la legislación fiscal, la protección del 

medio ambiente y el control a la contaminación, o el establecimiento de parques naturales y otras cosas 

de este estilo.  La idea de razón pública se aplica a todos los funcionarios gubernamentales en las 

distintas ramas del poder público, pero en especial a los jueces del tribunal constitucional. Y en este 

sentido Rawls resuelve una contradicción establecida comúnmente entre democracia y constitución 

(Gargarella, 2001; Habermas, Dworkin, & Günther, 1998). Mientras la razón pública es usada por el 

tribunal constitucional, este tribunal busca impedir que la ley suprema sea erosionada por la legislación 

de una mayoría transitoria o por grupos de intereses organizados y bien situados que pretenden 

imponerse y beneficiarse de la ley. Según Rawls es incorrecto decir que este tribunal actúa 

antidemocráticamente al declarar inconstitucional la legislación. Si acaso será antimayoritario respecto 

a la ley ordinaria, pero no respecto a la Constitución. Y en ella, la más alta autoridad, el pueblo autoriza 

dicha actuación del tribunal (Rawls, 2002).  

Colombia no tuvo un régimen autoritario que suspendiera las elecciones indefinidamente antes de que 

se lograra el cambio de la Constitución. Pero sí puede afirmarse que el estado de cosas previo a la 

Constitución del 91 semejaba a un régimen autoritario, en particular por la capacidad de suspender las 

garantías constitucionales con tanta frecuencia y durante tanto tiempo. Colombia vivió con elecciones 

periódicas pero sin Constitución, pues durante la vigencia de la Constitución de 1886 se calcula que al 

menos un 80% del tiempo transcurrió en Estado de Sitio total (Díaz-Callejas, 1991, p. 70; García 

Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 53; Uprimny Yepes, 2011). A partir de 1991 su uso se redujo a 

menos del 15% del tiempo, por lo que se puede hablar de la vigencia formal de la Constitución. Pero 

más allá de eso, hay elementos en la vida política del país que parecen expresar cierta nostalgia 

autoritaria. Nuestra nostalgia es la del autoritarismo ‘democrático’ del Estado de Sitio. 
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Cuando hablamos de democracia en Colombia, casi que de inmediato pensamos en la Constitución de 

1991 y en las garantías que estableció, frente al status quo del estado de sitio de la Constitución de 

1886. Sin embargo la nueva constitución no tardó en decepcionar. No trajo tan rápidamente los 

cambios que se esperaban y el conflicto armado interno en lugar de disminuir llegó a cifras 

escandalosas. No fue capaz de alcanzar el objetivo principal para el que fue propuesta.  

En vista de lo anterior la pregunta por la relación entre democracia y Constitución no puede dejar de 

plantearse. Puede  señalarse que toda Constitución adopta un modelo de democracia para un 

determinado Estado, de acuerdo con una cultura política determinada y con la esperanza de realizar el 

proyecto de una nación. También puede pensarse, en una dirección diferente, que una democracia 

adopta una determinada Constitución de acuerdo con el contexto y la edad en la que ésta se encuentre, 

con un determinado propósito (Gargarella & Courtis, 2009). Al parecer la Constitución de 1991 se 

diseñó como base para el desarrollo de unos acuerdos de paz y para afrontar un nuevo panorama 

económico internacional creando una serie de instituciones. En este último enfoque el modelo de 

democracia sería algo más rígido que una constitución. En la discusión entre constitucionalismo y 

democracia la institución constitucional es el límite a la democracia con lo que se evita una tiranía de la 

mayoría. De hecho se convierte en el todo de las tareas de los mecanismos constitucionales (Habermas 

et al., 1998). De este último aparte nos queda la necesidad de preguntarnos por el orden de la relación 

entre democracia y Constitución que establece el mismo modelo de democracia.  

1.7 El instrumento en conclusión  

En conclusión, para analizar y establecer las características de un modelo de democracia hay que tener 

presente que todo modelo es una construcción teórica cuyo fin es la explicación de las relaciones reales 

subyacentes a los fenómenos. Siguiendo las tres líneas argumentativas establecidas al principio de este 

capítulo se puede definir que un modelo opta en primer lugar entre la democracia como equilibrio 

competitivo o la democracia como participación.    

En este sentido hay que prestar atención a las relaciones entre las instituciones y la estructura 

subyacente de la sociedad. Macpherson, sin duda alguna, nos ha indicado varias pautas a seguir a la 

hora de reconstruir un modelo de democracia. El papel de la propiedad y de las clases sociales es 

claramente significativo a la hora de valorar un modelo de democracia. La estrecha relación entre el 

derecho al sufragio y la extensiva irresponsabilidad de los gobernantes por medio de los partidos 

políticos, que subsumieron las clases sociales, resulta definitiva en Colombia, dónde se cuenta con 

partidos de más de cien años y con conflictos armados que casi los alcanzan.  
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Considero muy importante la intuición  de Macpherson sobre la imposibilidad de encontrar un modelo 

puro y la afirmación de que tal vez no haya un solo modelo sino una amalgama de modelos. Este 

horizonte interpretativo nos anima pues reivindica la importancia de la consideración y reconstrucción 

de modelos. Además nos recuerda que Colombia es una sociedad dividida en clases y que esto afecta al 

sistema político del país. Así como afecta o determina en última instancia la concepción de ser humano 

y de sociedad que se mantiene en el ambiente. El significado de este par de elementos y la afectación al 

modelo de democracia vigente en Colombia son temas relevantes.  

Pero también el análisis de Robert Dahl nos hace preguntar por la manera en que funciona la regla de 

mayorías, y por los alcances del gobierno de una serie de minorías que comparten la visión dual de la 

democracia como un mecanismo para legitimar funcionarios y decisiones que funciona a la manera del 

mercado. Adicionalmente, de Dahl, nos queda el cuestionamiento por el cumplimiento de las 

condiciones de participación y competencia, y el control social de la democracia.  

Nuestro instrumento precisa también de las consideraciones de Held. Tanto la definición del papel del 

ciudadano como el del Estado, así como la maleabilidad de los deseos de la gente son criterios que le 

tomamos prestados. La posibilidad de expresar tales deseos e intereses en el parlamento y el liderazgo 

para hacerlo son otros criterios. La consideración de la apatía política como indicador y la idea de bien 

común como reguladora de la calidad de la democracia. La determinación de la importancia dada al 

pluralismo y la conformidad de las clases sociales con el Estado por la promoción o no de valores 

democráticos como la igualdad. La impersonalidad del Estado, el rol de los partidos políticos y el 

alcance de la nautonomía completan el amplio espectro de configuraciones de un modelo de 

democracia según Held. Además se cuestionará el lugar que ocupa el modelo de democracia del 

uribismo en consideración al mapa diseñado por Lijphart entre consensualismo y mayoritarismo. Para 

terminar considerando los efectos políticos y económicos del modelo de democracia, en particular los 

relacionados con la desigualdad y la pobreza. Toda vez que un modelo democracia tiene determinada 

expresión constitucional y que ha definido ciertas tareas de justicia básica.   

He titulado este capítulo con la  pregunta por qué un modelo de democracia para Colombia. Y he 

respondido con un instrumento para observar modelos democracia. Mi interés ha sido que el 

instrumento se justifique por sí mismo y se dirige hacia la toma de conciencia respecto al pluralismo de 

modelos de democracia que pueden existir en una sociedad dada. La democracia en sí misma no es una 

respuesta a las necesidades de una sociedad. Que una nación se diga a sí misma democrática es apenas 

un mínimo. Colombia necesita saber qué tipo de democracia tiene y qué tipo de democracia le 

plantean. Si estas responden a las necesidades de la sociedad o no. Si fomentan la autonomía o no. Por 

esas razones Colombia necesita un modelo de democracia.  
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2. Uribismo 

El gobierno de Álvaro Uribe Vélez en Colombia (2002-2010) se convirtió en objeto de análisis político 

por semejarse al populismo (Galindo Hernández, 2007; Redacción B B C Mundo, 2006). Sin embargo, 

revisando la literatura existente es difícil enmarcarlo como tal. El uribismo mostró gradualmente ser algo 

más que un movimiento político o una coalición de gobierno. De modo provisional puede entenderse 

como una interpretación del conflicto armado, del papel del Estado, la Constitución y la democracia. 

Esta hipótesis define el alcance de los argumentos que presento a continuación: el uribismo es un 

fenómeno político que reinterpreta la realidad colombiana, pero que no transforma el sistema político 

sino que se aprovecha de él.   

Para realizar  lo anterior, en primer lugar, recojo algunos elementos que caracterizaron el momento en 

el que surge el uribismo, como el orden político nacional e internacional y las emociones de la 

población colombiana. En segundo lugar expongo algunas posturas del candidato Uribe Vélez que le 

atraen apoyo político y ciudadano. Trato de ver la elección de Uribe Vélez con la óptica de Anthony 

Downs, como una decisión racional dada la incertidumbre en la que se encontraba la población 

colombiana. Luego muestro cómo la estrategia de la Seguridad Democrática se convierte en la 

ideología del uribismo. Posteriormente muestro cómo las interpretaciones que asociaron al uribismo 

con el populismo, no vieron que incumplía con los principales criterios del populismo sino que más 

bien era asociable con formas demagógica. Formas que terminaron revaluando el conflicto armado y la 

historia política reciente del país.       

2.1 El origen del Uribismo 
El uribismo surge en un marco histórico caracterizado por los diálogos de paz del Caguán y por el 

desarrollo de una guerra antiterrorista de carácter mundial. Los diálogos son la parte más recordada de 

la presidencia de Andrés Pastrana Arango porque fueron su promesa de campaña y generaron, en un 

importante sector de la opinión pública, la sensación de que no llevarían a ninguna parte (Castro Ruz, 

2008). Dichos diálogos nunca mostraron un compromiso serio de parte de la guerrilla sufriendo 

múltiples interrupciones y sirviendo, por el contrario, para que dicha organización se fortaleciera 

militar y estratégicamente (Revista Semana, 2002a). Simultáneamente a esta falta de compromiso de la 
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insurgencia se diseñó y se transformó el Plan Colombia (Revista Cambio, 2000b). En su concepción fue 

planteado como un mecanismo paralelo a la mesa de diálogo, mediante el cual se pondrían en práctica 

los acuerdos alcanzados. Empezaría a funcionar antes de firmar una paz definitiva y con el apoyo de la 

cooperación internacional. Pero a mediados de agosto del año 2000 se había convertido en una 

estrategia del gobierno norteamericano para luchar contra los cultivos ilícitos y para establecerle tareas 

en materia económica a Colombia, como la reducción del déficit fiscal y el respaldo a la deuda 

internacional mediante la adopción de medidas neoliberales (Martínez & Angarita, 2000; Revista 

Semana, 2000a).  

El segundo elemento del marco histórico en el que aparece el uribismo es la política estadounidense de 

respuesta al terrorismo toda vez que éste es visto como la más grave amenaza a las instituciones 

democráticas (Revista Cambio, 2001a)(Pombo, 2001). La ejecución del Plan Colombia se sintoniza 

muy bien con esta política que tomó el carácter de cruzada internacional. El Plan Colombia y la 

cruzada antiterrorista establecen una equivalencia entre la guerrilla y el tráfico ilegal de drogas. A partir 

de entonces, el mundo se dividiría, según el discurso del presidente estadounidense George W. Bush, 

entre los países que luchan contra el mal y los que lo apoyan. Y con esta idea en mente se elaboraron 

listados de organizaciones terroristas con alcance mundial, respondiendo al USA PATRIOT Act (107th 

Congress, 2001)6, donde se encontraban las organizaciones con las que el gobierno colombiano trataba 

de negociar la paz. La idea de la amenaza terrorista a la democracia se difundió rápidamente. Una 

población decepcionada por la manera en la que se realizaron las negociaciones de paz, y atemorizada 

por la notable fuerza que adquirieron las confrontaciones entre las FARC y el Ejército de Colombia, se 

convertía en la receptora perfecta de tal idea (Echandía & Bechara Gómez, 2006).  

                                                
 

6 Global Terrorism Database (disponible en http://www.start.umd.edu/gtd/about/History.aspx),  y  Country Reports 
on Terrorism (disponible en http://www.state.gov/j/ct/rls/crt/2010/index.htm) son ejemplos claros de tal 
tendencia 
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Durante casi todo el periodo presidencial 1998-2002 la opinión pública creyó en la posibilidad de que 

la guerrilla se tomara el poder. Asimismo mantuvo una imagen negativa de ella. Paradójicamente veía 

posible que las Fuerzas Armadas de Colombia (FFAA) obtuvieran una victoria militar sobre la 

insurgencia. Y se tardó más de un año en considerar que la capacidad de las FFAA para derrotar a la 

guerrilla era superior a la posibilidad de la toma del poder por parte de ésta. Este lapso, indicado en el 

gráfico con la flecha, coincide con el paso de la campaña de Uribe Vélez, de ser una más entre otras, a 

ser lo que se conoce como una campaña viable7 (Daza Beltrán, 2010). 

Figura 2-1 

 

Gráfico elaborado a partir de la información disponible en la Encuesta sobre Estado de ánimo 

(Gallup Poll, 2011) y en las Revista Semana 971, 1031 y 1035 (2002a; 2002; 2000) 

  

La explicación del crecimiento y la intención de voto por Álvaro Uribe Vélez ha sido múltiple y diversa 

(García & Hoskin, 2003; Gutiérrez Sanín, 2006). Por lo general se asocia con el hecho de que estuvo 

                                                
 

7 Ricardo Galán Osma, fue el Secretario Jefe de Comunicaciones de la campaña presidencial de Álvaro Uribe 
Vélez 2002-2006  y señala, en una entrevista realizada para la tesis citada, el punto en el que tal campaña alcanza 
tal posibilidad de triunfo que recibe importantes adhesiones de candidatos al Congreso de la República, así como 
la adhesión del Partido Conservador. A partir de allí el autor citado considera “viable” dicha campaña.       
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Opinión sobre la mejor opción para solucionar el problema de la 
guerrilla en Colombia e intención de  Voto por Álvaro Uribe Vélez 

Insistir en el acuerdo de paz

Derrotarlos militarmente

Intención de Voto

en contra de los diálogos de paz y a diferencia de una parte de la clase política tradicional que insistía 

en ellos, anticipó su final (Revista Semana, 2002f; Terreros, 1999). Muchos colombianos perdieron la 

esperanza de que el conflicto armado se solucionara por medio del diálogo entre finales del 2001 y 

principios del 2002, así como dejaron de creer que los diálogos de paz eran la mejor alternativa para 

solucionar el problema de la guerrilla. En el siguiente cuadro puede verse que hay cierta coincidencia 

de esto con el ascenso de la intención de voto a favor del entonces candidato Uribe Vélez.  

Figura 2-2  

Gráfico elaborado a partir de la información disponible en la Encuesta sobre Estado de ánimo (Gallup Poll, 

2011) y en las Revista Semana 971, 1031 y 1035 (2002a; 2002; 2000). 

Uribe Vélez, candidato disidente del Partido Liberal Colombiano (El tiempo, 2000; Terreros, 1999), 

logró posicionar un discurso según el cual la solución a los problemas del Estado colombiano 

requerían la implementación de una política de seguridad, que hiciera un real uso de los recursos 

coercitivos del Estado para garantizarle a toda la población la paz, la tranquilidad y los demás derechos 

que había prometido la Constitución y que hasta entonces no había cumplido (Asamblea Nacional 

Constituyente, 1991; Serpa, 2001; Departament of State, 1998). También tomó para sí el mensaje de la 

opinión pública, según el cual Colombia necesitaba con urgencia un liderazgo fuerte que enfrentase los 

retos y tareas que la paz y el desarrollo de la nación imponían (Revista Semana, 2000b). Una política 

internacional guerrerista, un método de resolución de conflictos fallido, una población decepcionada 

de su gobierno pero con la creencia en la capacidad de las fuerzas armadas de derrotar a la insurgencia 
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y la supuesta necesidad de un líder que afrontara la guerra pueden considerarse las condiciones de lo 

que se ha llamado uribismo.   

A la formación y aparición del uribismo coadyuvó el temprano inicio de la campaña presidencial para 

las elecciones del año 2002. Para el año 2000, cuando se disputaron los cargos de elección popular en 

los niveles municipal y departamental apareció una tendencia clara: nuevos partidos, líderes políticos 

nuevos y tradicionales con nuevas ideologías que se asentaban rápidamente dentro de la población, a 

pesar del excesivo personalismo de la política colombiana (Gutiérrez Sanín, 2006; Hoskin & García 

Sánchez, 2006). En esa época se estimaba que cerca del 40% de los municipios colombianos resultaría 

afectado en su proceso electoral por la presencia de grupos insurgentes o paramilitares, ya que 

constreñían las decisiones de los ciudadanos, los asesinaban o los desplazaban (Revista Cambio, 2000a; 

Revista Semana, 2002d).  

A pesar de estar en diálogos de paz con el gobierno, las FARC manifestaron su intención de no permitir 

en sus zonas de influencia ningún candidato de los partidos tradicionales. Este grupo insurgente 

planteó la determinación de los candidatos mediante un mecanismo que no suponía una imposición 

desde el nivel central de los partidos sino que promovía el surgimiento de liderazgos comunitarios, lo 

que finalmente resultó en una reconfiguración del mapa político (Bonilla, 2007; Revista Cambio, 

2000a). Se estimó que una parte importante de la abstención registrada en las elecciones de 2002, 

cercana al 54%, se debió a la presencia de la guerrilla (EFE & Colprensa, 2010; García & Hoskin, 

2003)8 Por su parte las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) anunciaron su no intervención, salvo 

que dentro de los candidatos existiesen antecedentes de corrupción (Revista Cambio, 2000a) ―anuncio 

que incumplieron, pues para esa época ya se conocía de su capacidad e intención de intervenir en las 

elecciones impidiendo que candidatos considerados simpatizantes de la guerrilla participaran (Bonilla, 

2007)―. Posteriormente, por declaraciones de jefes de las AUC, se supo de su intervención en dichas 

elecciones, así como lo hicieron posteriormente en las de nivel nacional  (El Tiempo 2008; Verdad 

Abierta 2008). 

Con el transcurrir de la campaña electoral a la Presidencia de la República, cada vez fue más fuerte la 

sensación en la prensa escrita de que la insurgencia servía como comité de campaña del candidato Uribe 

Vélez (Gómez Buendía, 2001). Las acciones terroristas ejecutadas en este tiempo de campaña, como el 

secuestro de parlamentarios (Revista Cambio, 2001d), diputados, gobernadores, candidatos 

presidenciales y la masacre de Bojayá (Misión de Observación Electoral & Corporación Nuevo 

                                                
 

8 Probablemente la abstención sea una tendencia de las elecciones en países con conflicto armado pero no es 
aquí el lugar de discutirlo. 
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Arcoiris, 2007; Revista Cambio, 2002), tuvieron gran impacto mediático y ayudaron a confirmar la tesis 

del candidato Uribe Vélez, según la cual la paz en Colombia no se lograría por medio del diálogo. Éste 

se negó a participar de la invitación para exponer sus propuestas en el Caguán. Casi puede establecerse 

una correlación entre las acciones de la guerrilla y el incremento de la favorabilidad de Álvaro Uribe 

Vélez. Aunque las cifras oficiales pueden ser cuestionadas por su inexactitud, su disonancia o su 

precariedad (CINEP and Justicia y Paz 2003) algunos columnistas percibieron en las acciones de la 

guerrilla un factor determinante en el ascenso de la favorabilidad e intención de voto. Datos de la 

firma encuestadora Gallup permiten afirmar que una mayoría significativa de los colombianos, siempre 

por arriba del 63%, durante toda la administración de Andrés Pastrana Arango pensó que las cosas en 

Colombia estaban empeorando. Esta ola de pesimismo dispuso la mente de los colombianos a 

soluciones definitivas y radicales. Las encuestas mostraron que una mayoría de la población pensaba 

que las cosas empeorarían, particularmente con relación a las cifras económicas y el desempleo, cifras 

que no alentaban ninguna esperanza de un futuro mejor (Losada, Giraldo, & Muñoz, 2003). 

 

 

Figura 2-3  

 
Gráfica construida a partir de los datos sobre Estado de Ánimo de la encuesta Gallup Poll Agosto de 2011.  

Aprovechando la anterior coyuntura, una de las propuestas centrales del programa de gobierno del 

candidato Álvaro Uribe Vélez fue la necesidad de una derrota militar de los insurgentes y de su 

terrorismo (Revista Semana, 2002a; Uribe Vélez, 2002). Con el triunfo de esta propuesta cobraron 

vigencia dos ideas ampliamente correlacionadas: por una parte, la de que la situación en Colombia era 
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la más grave de su historia; por otra, la de que sólo un gobierno decidido y guerrerista podría traerle la 

seguridad necesaria para hacer del país un territorio libre de violencia y con garantías para su desarrollo 

económico (Vargas Velásquez 2004:90).      

Se vio en el triunfo de Álvaro Uribe Vélez la elección, por primera vez en Colombia, de un presidente 

que no pertenecía a un partido político con historia, sino a un movimiento ciudadano. Pero detrás de 

esta historia se encuentra fácilmente otra. No fue un movimiento de ciudadanos cansado de los 

candidatos tradicionales el que postulara uno propio, sino un político profesional que decide lanzarse 

de modo independiente al partido principal al que hasta entonces había pertenecido. Poco a poco este 

candidato fue recibiendo el apoyo de diferentes políticos tradicionales tanto liberales como 

conservadores.  

La elección de Uribe Vélez se dio en primera vuelta con una votación superior al 50% de los votos. 

Las apuestas por los diferentes candidatos auguraban que el Partido Liberal volvería al poder, tras 

cuatro años de ausencia. El gobierno del Partido Conservador9 había ganado las elecciones en 1998 

con el objetivo de lograr la paz y, a pesar de haber creado una zona de distensión10 y de haber establecido 

una mesa preliminar de diálogo, a mediados del año 2000, cuando inició la campaña presidencial este 

propósito se veía muy lejano.   

Las fuerzas armadas colombianas venían creciendo desde principios de los años 90’s (DNP 2009) y 

tecnificándose o profesionalizándose desde el gobierno de Andrés Pastrana Arango (1998-2002), en el 

marco de la guerra internacional contra el narcotráfico, cuya máxima expresión en el país era el Plan 

Colombia. Por su parte las guerrillas tuvieron un incremento significativo en el cuatrienio de gobierno 

de Andrés Pastrana, producto del espacio político y geográfico que representó la Zona de Distención. 

A consecuencia de esto, las acciones armadas de la insurgencia se incrementaron y, en proporción a 

éstas, el accionar paramilitar se abrió campo en regiones estratégicas del país donde su presencia suplía 

la debilidad del Estado para garantizar la seguridad y enfrentar a la guerrilla (Alonso Espinel et al., 

2007; Revista Cambio, 2001b).       

                                                
 

9 El Partido Liberal y el Partido Conservador Colombiano son los dos partidos tradicionales en Colombia, 
fundados a mediados del s. XIX y que habían consolidado un sistema bipartidista excluyente de terceras fuerzas 
(Pérez Guevara, 2009).    
10 Se conoció como “Zona de Distensión” a un territorio importante que durante las negociaciones de paz fue 
desmilitarizado por el gobierno colombiano con el ánimo de ofrecer garantías a la insurgencia. Sin embargo este 
territorio fue aprovechado por la guerrilla para fortalecerse militar y estratégicamente (Leal Buitrago, 2010).   
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La decisión de la mayoría de los colombianos que votaron en el año 200211 es comprensible como una 

decisión racional. La población respondió al fracaso del diálogo como solución al conflicto armado y 

apoyó a quien defendía la tesis contraria. Aunque pudo existir coerción por parte de las fuerzas 

paramilitares que apoyaron o tenían coincidencias ideológicas con Uribe Vélez (López Hernández, 

2010), ésta no explica suficientemente el apoyo que mantuvo durante su presidencia. Para explicar a 

fondo esta cuestión me valdré de la teoría económica de la democracia de Anthony Downs (1971).   

La racionalidad de los votantes fue aprovechada por el equipo de campaña del candidato Álvaro Uribe 

Vélez, que entendió que los votos se encontraban ubicados más hacia el lado derecho del espectro 

político, es decir, en relación con valores asociados, o asociables, al pensamiento de extrema derecha, 

para el caso colombiano con la defensa de una supuesta tradición democrática de más de 200 años 

(Bobbio 1995)12. El uribismo ofrecía una interpretación de la realidad política en la que se redefinen 

los papeles a desempeñar por las principales instituciones básicas de la sociedad colombiana. Este 

ejercicio de redefinición contribuyó a disminuir el problema de la escasez de información o el 

problema de la incertidumbre, particularmente cuando el acceso a la información es costoso (Downs 

1971). El equipo de campaña de Uribe Vélez supo utilizar los vacíos de información de la ciudadanía 

colombiana en el año 2002 y los llenó con propuestas de gobierno, en apariencia, novedosas.  

El principal foco de incertidumbre en aquella época era el conflicto armado. En nuestro primer gráfico 

podemos observar cómo, a mediados de diciembre del año 2000, la opinión pública no establecía una 

diferencia entre la capacidad de las fuerzas armadas para derrotar militarmente a la guerrilla y la 

capacidad de la guerrilla de tomarse el poder por medio de las armas. Esta incertidumbre fue 

aprovechada de manera oportuna por el entonces candidato Uribe Vélez quien planteó la Seguridad 

Democrática para responder a este vacío de información. Con tal planteamiento sugirió, en principio, 

que las fuerzas militares estarían en capacidad de derrotar a la guerrilla con la solidaridad entre civiles y 

                                                
 

11 Es necesario señalar que dicha mayoría en el contexto colombiano de abstencionismo no es más que una 
minoría apenas cercana al 21% del censo electoral.  
12 Para Bobbio los extremistas promueven virtudes guerreras, heroicas, del coraje y de la temeridad contra las 
virtudes consideradas despectivamente mercantiles de la prudencia, la tolerancia, la calculadora razón, la paciente 
búsqueda de mediación, virtudes necesarias en las relaciones de mercado y en el más amplio mercado de las 
opiniones, de las ideas, de los intereses en conflicto que constituyen la esencia de los intereses en conflicto que 
constituyen la esencia de la democracia , en la que es imprescindible la práctica del compromiso. «[…] La 
mediocridad se asocia al reformismo, a la resolución pacífica de las disputas y, de forma aún más general, a la 
visión pragmática de la política  y de los conflictos que se desarrollan en su seno» (Bobbio, 1995). Para Anthony 
Downs «No se es de derecha o de izquierda, en el mismo sentido en que se dice que se es “comunista“, o 
"liberal" o "católico"». En otros términos, derecha e izquierda no son palabras que designen contenidos fijados 
de una vez para siempre. Pueden designar diferentes contenidos según los tiempos y las situaciones (1971) 
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militares, propuesta que tenía en apariencia un bajo costo pero una gran utilidad (Ministerio de 

Defensa República de Colombia, 2006; Uribe Vélez, 2001). 

Según el modelo de Downs la victoria del candidato Uribe Vélez se da porque los beneficios que 

prometía su candidatura parecían mayores que los prometidos por los demás candidatos, en particular 

los de su principal contendor, el liberal Horacio Serpa Uribe. Este candidato tuvo una estrategia que 

no leyó las condiciones del contexto en el que se desarrolló la campaña; pues mientras que apoyaba el 

proceso de paz, algo que en los medios se vio como solidaridad con el sistema político del cual era 

parte, por otro lado apoyaba el Plan Colombia y cuestionaba las concesiones del gobierno a la guerrilla 

(Revista Semana, 2001a, 2001b).  

La urgencia de obtener una solución al problema del conflicto armado resultó de extrema importancia 

por cuanto los votantes, el día de las elecciones, eran más conscientes de las acciones cada vez más 

indiscriminadas de la guerrilla y del cerco establecido sobre las grandes ciudades. Además, el país se 

encontraba aterrorizado por episodios que expresaban la intensidad del conflicto como la masacre de 

Bojayá (Revista Cambio, 2002) y el secuestro frecuente de personalidades políticas en ciudades 

importantes con relativa facilidad (Revista Semana, 2002g). En estas condiciones la población 

colombiana tenía una sensibilidad especial y Álvaro Uribe, a diferencia de Horacio Serpa, supo leer 

mejor estas condiciones y apostó por una estrategia clara, hasta cierto punto novedosa y que respondía 

mejor a los requerimientos internos y externos frente al conflicto armado (Revista Semana, 2002h). 

Según Downs, esta capacidad de convencer o de mover a los votantes a adoptar ciertas opiniones 

como propias es lo que se conoce como liderazgo (Downs, 1971).   

La respuesta de los electores a la estrategia de los candidatos incluye un juicio sobre su pasado 

(Downs, 1971). Horacio Serpa se asociaba con un gobierno nacional corrupto, del que intentaba 

desligarse, mientras que Álvaro Uribe Vélez se relacionaba con una excelente administración 

departamental (Palacios, 2012). Los colombianos escogieron el candidato que representaba una mayor 

renta de utilidad. Considerando la situación económica y las bajas tasas de ganancia presentes en un 

conflicto armado la propuesta de Uribe Vélez incluía un cambio (2003a). Este cambio se produciría 

por la mejora en seguridad y por el incremento de la inversión extranjera. Las rentas de utilidad 

mejorarían en proporción a la garantía de la seguridad. Cuando el tema del conflicto armado tomó la 

máxima importancia en la recta final de las campañas presidenciales para las elecciones del año 2002, la 

anticipación que logró Uribe Vélez, al comienzo de la contienda electoral, le significó la ventaja 

definitiva.  
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Según Sandra Suárez, coordinadora de agenda de Primero Colombia13, un elemento definitivo en esta 

ventaja fue la coherencia que mantuvo el candidato Uribe Vélez frente al proceso de paz en el Caguán 

(Daza Beltrán, 2010). Los hechos confirmaron la tesis uribista: el Caguán se había convertido en una 

estrategia de fortalecimiento de las FARC, desde donde se planeaban y ejecutaban secuestros y 

atentados contra personalidades políticas del nivel nacional y regional, incluido el propio candidato 

Uribe Vélez (Revista Semana, 2002e). Su campaña averiguó lo que la gente quería que hiciera el 

gobierno y lo concilió con sus propuestas: de este modo construyó su programa de los 100 puntos y 

planteó la solución a los problemas de Colombia (Uribe Vélez, 2001).  Tal solución supuso cambios en 

la manera de comprender los fines de un Estado democrático y las principales tareas de la 

administración nacional.  

2.2 La Seguridad Democrática  como ideología14 
Anthony Downs explica la aparición de las ideologías políticas como producto de la necesidad que 

tienen los partidos políticos de luchar por el poder en un contexto de incertidumbre (Downs, 1971). 

Según este pensador, todos los partidos dicen derivar su ideología de una filosofía política concreta. 

Así cada ideología define una idea de sociedad buena y propone el principal medio para construirla, pero 

se diseña con el objetivo de conseguir el mayor número posible de votos. Y allí donde la incertidumbre 

es amplia, donde los votantes no conocen a profundidad en qué consisten las decisiones del gobierno, 

ni los problemas que se le pueden presentar, y donde conocerlos tiene un costo muy alto, las 

ideologías sirven como diferenciador de las posiciones de los partidos acerca de los temas políticos 

fundamentales. Resulta de muy bajo costo para el votante decidir a partir de las ideologías. También 

resulta muy barata para los partidos por cuanto saben que un gran número de ciudadanos vota a partir 

de éstas y no a partir de posiciones específicas acerca de cuestiones políticas cuya explicación resulta 

mucho más costosa. De modo que dentro de la racionalidad de los partidos cabe el diseño de una 

ideología que atraiga el mayor número de votantes. Tal ideología tiene en cuenta la heterogeneidad de 

la sociedad, la inevitabilidad del conflicto social y la incertidumbre.  

La Seguridad Democrática es una estrategia político-militar que responde al vacío de información 

generado por el fracaso de la solución al conflicto armado colombiano por medio del diálogo. Durante 

                                                
 

13 Primero Colombia fue el nombre del movimiento político mediante el cual Álvaro Uribe participó en la contienda 
electoral del año 2002, realizando con éxito la institución constitucional de la inscripción por firmas contemplada en 
el  artículo 108 de la constitución política (República de Colombia, 1991).    
14 La información relativa al gobierno de Álvaro Uribe y el uribismo se encuentra en los  documentos oficiales, 
los discursos del presidente, la opinión de columnistas afines y contradictores al gobierno y los libros y artículos 
especializados sobre el gobierno y sus políticas.      
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la campaña presidencial fue su principal bandera política y su ideología Con ella se definió el ideal de lo 

que sería una sociedad buena: una Colombia donde esté instaurada la Seguridad Democrática como 

parte fundamental de la realidad colombiana lo que traería consecuencias claras como el fin de la 

acción guerrillera y paramilitar, la protección de todos los colombianos y el fortalecimiento del Estado 

de Derecho (Uribe Vélez 2001; 2002; Ministerio de Defensa República de Colombia 2003). Pero a su 

vez, la Seguridad Democrática es el único medio para lograr ese ideal y evidencia de esto son los discursos 

del presidente ante el congreso, así como las inversiones en seguridad y defensa de su gobierno (Uribe 

Vélez, 2002, 2003b, 2004). Cumpliendo con estos dos requisitos, el de ser a la vez el ideal y el medio, el 

equipo de campaña utilizó esta ideología para ganar una mayoría significativa de los votantes. La 

apuesta fue arriesgada, pero su éxito rotundo. La coincidencia entre el orden de importancia de las 

cuestiones políticas para Primero Colombia y el orden del impacto de los problemas del país en la 

opinión pública le significó la identificación del lugar donde se encontraban los votos.  

Para Downs el éxito de una ideología depende de su capacidad de identificar dónde se ubican los 

votantes en una supuesta escala de preferencias. El equipo de campaña de Uribe Vélez logró identificar 

que una mayoría importante de votantes se encontraba a favor de una derrota militar de la insurgencia 

y en contra de continuar con unos diálogos en los que no se negociaba ninguna solución a corto plazo 

del conflicto (Gallup Poll, 2011). La ideología construida establecía que de ese problema se deducen 

todos los demás, incluidos los económicos. Los colombianos no apostaron en la elección por el 

diálogo sino por la guerra (Vargas Velásquez 2004). En torno a esta ideología surgió lo que hoy se 

conoce como uribismo: un eje político en el que rápidamente confluyeron diferentes fuerzas 

aprovechando la particularidad del sistema electoral colombiano, la pluralidad de listas políticas 

existentes en la época y principalmente la probabilidad de éxito de Uribe Vélez.    

Thomas Hobbes, Simón Bolívar (Gaviria Vélez, 2010e), y Karl Loewenstein (Gaviria Vélez & Benítez 

Cordero, 2011) son fuentes en las que se fundamenta la ideología de la Seguridad Democrática y el 

uribismo. Con Hobbes se piensa la seguridad como el primer bien que puede otorgar un Estado 

siempre que los ciudadanos estén subordinados al gobernante (Gaviria Vélez, 2010e). Solo esa 

subordinación garantiza la libertad individual, por cuanto la seguridad es entendida como la garantía de 

toda libertad (Gaviria Vélez 2004). La paz no es entonces para el uribismo el fruto de un acuerdo entre 

contradictores, sino el primer fruto del ejercicio del poder (Gaviria Vélez, 2006). De hecho, la paz es la 

realización efectiva de la Seguridad Democrática.  

Así como definió la paz, el uribismo también propuso una reinterpretación del conflicto armado. Negó 

y desvirtuó, con ello, la validez de sus motivaciones históricas y convirtió la confrontación existente en 

la defensa legítima de un Estado democrático ante una «amenaza terrorista», sintonizando con ello la 
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guerra en Colombia con la guerra antiterrorista de los Estados Unidos. Esto se dio en el marco de la 

ofensiva llamada la «toma del trono moral» (Gaviria Vélez, 2009e), según la cual las guerras se libran 

también en el plano moral, de modo que la causa defendida parezca más justa que la del contendiente. 

La retoma de este territorio y del trono conllevó cuestionamientos a la intelectualidad y al periodismo 

por ser, supuestamente, apologéticos del terrorismo. La guerra debía darse y ganarse en cada uno de 

los frentes; los medios de comunicación, las cortes y las universidades eran algunos de ellos.   

El uribismo también interpretó a su modo la institución de la reelección. Esta no hacía parte de la 

Constitución de 1991 y fue la reforma política más importante del gobierno Uribe (Gutiérrez Sanín, 

2006; Taylor, 2009). Según este punto de vista la adopción de la reelección no favorecía al presidente 

Uribe Vélez sino al pueblo mismo, en la medida en que podría decidir sobre la continuidad del 

gobierno de la Seguridad Democrática y de la lucha contra el terrorismo. Dicha argumentación sugería 

que con la reforma constitucional no se buscaba más que el desarrollo del liderazgo, el crecimiento y la 

visión de largo plazo en Colombia (Gaviria Vélez, 2006). Sin embargo no logró convencer a suficientes 

parlamentarios como para aprobar la reforma sin que mediara la corrupción y se generara el escándalo 

conocido como la Yidispolítica, en el que altos funcionarios del gobierno ofrecieron prebendas a 

parlamentarios por su voto a favor del proyecto (Dorado, 2008; Estrada Villa, 2005; Revista Semana, 

2008). Estos actos de corrupción terminaron poniendo en duda la legitimidad de la reforma (González 

Arango, 2011).  

La reelección no fue vista con buenos ojos por los opositores al gobierno ni por los académicos, 

porque establecía la posibilidad de que se reeligiera el presidente en ejercicio violando la protección a 

los procedimientos y alterando las reglas con el fin de permanecer en el poder (Gargarella, 2006; 

Uprimny, 2006). Además se sintió en el ambiente político el temor a la continuación del para-estado 

debido a la existencia en Colombia de defensores informales del statu quo, y de otros paramilitares, 

movidos por el ánimo de lucro de los negocios ilícitos que violentaban la libertad de pensamiento 

como libertad política (Ávila Martínez, 2010; Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, 2006; 

Gutiérrez Sanín, 2004).  

También se sentía el temor por cuanto el uribismo tenía “la voluntad de elevar el nivel de debate 

político”, lo que de hecho se elogia como un gran logro de la administración por cuanto el presidente 

se atrevía a “dar la discusión, a trasponer conceptos, a «revirar» ante las opiniones de ciertos 

columnistas sin ofrecerles prebendas o perseguirlos” (Gaviria Vélez, 2006, 2010a).Si bien la actitud del 

presidente es vista por los uribistas como una virtud que no poseyó antes ningún mandatario, se 

conoce su negativa a participar en los debates de la campaña presidencial del año 2006 (Revista 

Semana, 2006a) y también se supo que la estrategia no era ni tan simple ni tan santa, sino que también 
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existían planes secretos para “regular” la libertad de pensamiento que incluían la realización de 

campañas de desprestigio en contra de la oposición y los órganos de control (Coronell, 2010). Dicha 

elevación del nivel del debate político suponía lograr ciertos consensos. Por ejemplo, a la hora de 

considerar temas como la existencia o no del conflicto armado. Para los uribistas, no existía tal cosa, 

sino sólo una amenaza terrorista (Botero Campuzano & Centro de Pensamiento Primero Colombia, 

2007). Todo aquél que pensara que sí existía, no podía discutir, puesto que partía de los principios 

inadecuados.      

2.3 Populismo o demagogia: la clave interpretativa del 
uribismo 

El uribismo introdujo un cambio en la cultura política, casi un cambio en la noción de democracia, que 

consiste en la percepción ciudadana de que es mejor una democracia con un líder fuerte y generador 

de consensos, que una con mayor participación y disenso por la asociación de este con el conflicto. 

Pero esta identidad entre gobernantes y gobernados, entre pueblo y Estado, que iguala lo cuantitativo y 

lo cualitativo, convierte una democracia en una dictadura. La suspensión de la democracia existente, 

con todos sus problemas y defectos, por la creación de una democracia verdadera donde rija la 

voluntad del pueblo, afirma Schmitt, no hace diferente a una democracia de una dictadura (1923). Y 

por ese camino guio el uribismo a Colombia, como veremos con la ayuda de Joly.  

Diferentes autores vieron el gobierno de Uribe Vélez dentro de las categorías populista o neopopulista, 

toda vez que se concentraron en la personalidad del presidente buscando rasgos carismáticos en su 

estilo autoritario (Cristina De la Torre, 2011; Fierro Casteblanco, 2011; González, 2008). Otros por el 

contrario, desestimaron el valor de tales categorías para analizar los sucesos ocurridos en Colombia 

(Galindo Hernández, 2007). Algunos otros tampoco encontraron motivos para vincularlo dentro del 

populismo porque este tipo de gobierno genera grandes e irreconciliables polarizaciones entre el 

pueblo, liderado por su presidente, y la oligarquía (Carlos De la Torre, 2009). Esta posición coincide 

con la de John Dugas, quien no vio en el gobierno Uribe Vélez ningún esfuerzo por ganarse las masas, 

ni en sus victorias electorales ninguna diferencia con las de los partidos tradicionales (Dugas, 2003). 

Comparto esta posición. Considero que hay algunas características del populismo que no se 

encuentran al analizar el gobierno de Uribe Vélez, como el nacionalismo, o el desarrollo económico 
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interno, y mucho menos el apoyo de sectores importantes del sindicalismo (Zúñiga Romero, 2012), 

que son definitorios, según expone Di Tella en su clasificación (1965)15.  

En materia electoral tampoco puede hablarse de un nivel de participación suficiente como para 

semejar el triunfo electoral de Uribe Vélez con los arrasadores triunfos del populismo en Argentina. La 

participación electoral en Argentina en el periodo 1946-1985 fue siempre superior al 83% en las 

elecciones parlamentarias y al 86% en las presidenciales. En Colombia por el contrario, durante la 

existencia del uribismo la participación no superó el 43% en las parlamentarias ni el 47% en las 

presidenciales (Wikipedia, 2013a, 2013b). Una alta abstención no parece ser un suelo fértil para el 

populismo. En el periodo 1940-1990, Argentina tuvo, en promedio, en sus elecciones presidenciales 

una participación de 62,2%, mientras que Colombia, para el mismo periodo apenas se alcanzó el 

40,7% (Taylor, 2009). No era necesario por tanto que el uribismo usara un discurso de inclusión para 

ganarse el exiguo 20,4% de los votantes que fue la mayoría que lo eligió y lo reeligió presidente.    

El uribismo tuvo algunas características semejantes al populismo, pero ellas no son suficientes para 

caracterizarlo como tal. Puede que exista una ideología que favorezca la comunicación entre los líderes 

y los seguidores, e inclusive un entusiasmo colectivo, pero no hay en el uribismo fuertes motivaciones 

anti status quo, y las que hubo no fueron más allá de la estrategia de campaña y del fallido referendo. 

Cuando se lo considera populismo o neopopulismo se hace caso omiso de reflexiones previas que 

discuten sobre los criterios para calificar a algún gobierno como populista (Viguera, 1993).. El 

gobierno de Uribe Vélez no fue un gobierno que apelara al principio de representación sin tributación, 

como se supone que empezaron los gobiernos populistas en América Latina. Por el contrario, se 

extendieron impuestos como el IVA que afectan a toda la población y se hicieron exenciones 

importantes a los grandes grupos empresariales. Tampoco fue nacionalista o antiimperialista, de hecho 

se procuró y se logró el crecimiento de la inversión extranjera, se apoyó el Plan Colombia y se 

consiguió un acuerdo de cooperación militar con los Estados Unidos que permitía el uso de bases 

militares a las fuerzas armadas de ese país16.         

El liderazgo carismático no estuvo presente -de modo exclusivo- como se espera en algunas versiones 

del populismo. Si lo hubiera sido probablemente hubiese rechazado el fallo de la Corte Constitucional 

                                                
 

15 Para Di Tella el populismo es la alternativa de los países subdesarrollados, a falta de movimientos liberales u 
obreros con suficiente fuerza para llevar a cabo reformas. Tales movimientos poseen tres características 
comunes: un fuerte apoyo popular, la participación de clases no obreras y una ideología anti status quo, y 
adicionalmente cuenta con la presencia del movimiento sindical (1965).      
16 La Corte Constitucional declaró inexequible el acuerdo de cooperación militar entre Colombia y Estados 
Unidos (El Espectador, 2010b).  
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que denegó la posibilidad de un referendo para decidir sobre su segunda reelección (El Espectador, 

2010a). De hecho, no hay a mi parecer elementos suficientes para encasillar el gobierno uribista en uno 

de los tres tipos ideales de Weber (Weber 1963, citado en Roll 2001), puesto que se puede clasificar 

dentro de cada uno de estos tipos de modo suficiente. Existió una fuerte creencia en la legalidad de los 

derechos de mando de la autoridad, y se respetaba la elección democrática, de la cual se derivó la 

legitimidad de sus actuaciones (Uribe Vélez, 2002). Asimismo se piensa que en Colombia hay una 

tradición democrática que ha señalado desde tiempos remotos la manera de escoger los líderes y en 

este sentido la escogencia de Uribe Vélez es validada también apelando a sus tempranos liderazgos en 

Antioquia (Palacios, 2012). También hay una legitimidad carismática extracotidiana en el hecho de 

representar al presidente como el líder que daría fin al conflicto armado colombiano (Uribe Vélez, 

2010a). La insistencia en ver populismo dentro del uribismo queda desestimada dado que los rasgos 

populistas del uribismo no son los rasgos centrales del populismo.  

El uribismo según lo que he venido sosteniendo es más una forma de demagogia. El populismo puede 

verse como un comportamiento de la ciudadanía que incluye a los líderes, mientras que la demagogia 

es propiamente una actuación de los gobernantes que se hace pasar por democracia. En el artículo 

“Discurso público y la construcción del poder. Axiología en la representación mediática del discurso 

de Álvaro Uribe Vélez” se analiza la construcción ideológica del discurso público uribista en la 

coyuntura de la reelección presidencial del año 2006. Con este ejercicio la profesora Pardo identificó 

las estrategias discursivas empleadas en la campaña de 2006, particularmente las metáforas usadas 

dentro del discurso del gobierno uribista. En ellas, el presidente era visto como un ser intocable e 

impoluto, como el capitán de una nave, como el salvador de Colombia (Pardo, 2009).    

Los partidos tradicionales contaban con estructuras clientelistas, que no desaparecieron con la 

Constitución de 1991 (Pérez Guevara, 2009). El uribismo heredó tal tendencia, pero reconoció una 

importante fuente de votos en la sensación de incapacidad de aquellos para resolver las grandes 

problemáticas de la agenda nacional. Inspirada en Lakoff (2004), Pardo señala que, gracias al manejo 

discursivo, el uribismo logró cambiar los marcos que poseen los miembros de una comunidad y que 

contribuyen en la formulación de las políticas sociales y en la construcción de las instituciones que las 

realizan. El uribismo se construyó una ideología, para movilizar fuerzas a su favor y en contra de sus 

detractores (Pardo, 2009). La Seguridad Democrática otorga un nuevo marco interpretativo de la 

realidad colombiana, revaluando los conceptos de conflicto interno y terrorismo (Botero Campuzano 

& Centro de Pensamiento Primero Colombia, 2007).  

Maquiavelo también es una fuente de la que bebe el uribismo y en este caso puede verse desde dos 

puntos de vista. El primero nos lo ofrece el mismo José Obdulio Gaviria y se relaciona con la necesidad 
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del líder, citando en particular la relación que Maquiavelo pregonaba entre un gran general y un gran 

ejército, para asegurar el éxito de las campañas militares, pero sobre todo, con el objetivo de conservar 

el poder sobre un Estado. Aquí resulta de especial importancia el discurso de instalación de las 

sesiones ordinarias del Congreso de la República del año 2003, pues se hace un llamado a todo el país 

representado en todos sus partidos políticos a luchar contra el terrorismo (Uribe Vélez, 2003b). Con 

ello uribismo ha deshecho la diferencia entre las tareas que corresponden al Estado y las que 

corresponden a la ciudadanía.    

Pero el pensador francés del siglo xix Maurice Joly, en su Diálogo en el infierno entre Maquiavelo y 

Montesquieu (Joly, 2009)17 nos ofrece un segundo punto de vista. La relación entre liderazgo político y 

campaña militar en el uribismo es más que evidente, pues comprendió el ejercicio del poder como una 

campaña militar que ataca en todos los frentes.  El autor francés nos entrega la estrategia uribista 

resumida. En primer lugar se encuentra el uso versátil del discurso del jefe para disimular la 

mediocridad del gobierno (Joly, 2009).Los colombianos eligieron un gobernante para el cumplimiento 

de una tarea y le aplaudieron porque no la cumplió o porque la cumplió mediocremente y además le 

premiaron con la reelección. El confuso y debatido concepto de Estado de opinión como fase superior 

del Estado de derecho (Gómez García, 2010; Uribe Vélez, 2009c) hace parte de este uso versátil del 

discurso. Con él se intentó resolver la tensión entre constitucionalismo y democracia (Habermas et al., 

1998).Y buscó la permanencia en el poder mediante la insistencia en que la popularidad del gobernante 

justificaba su gobierno y legitimaba sus acciones (Gómez García, 2010; Melo Daza, 2009; Perdomo, 

2009; Restrepo Echeverri, 2010; Revista Semana, 2009a).  

La segunda estrategia es canalizar la libertad de prensa. Para Joly, esta es una de las nuevas formas del 

despotismo moderno. En Colombia se restringió esta libertad (Fundación para la Libertad de Prensa, 

2011), y también se hizo uso de los medios de comunicación para incrementar la  popularidad y evitar 

los escándalos. Hacia el final de su mandato el gobierno se refería con tal confianza al asunto que 

planteó la existencia de un Estado de opinión, en el que las leyes prácticamente dependían de las 

mayorías, y en el que los medios de comunicación tenían un papel central en medio de la guerra contra 

el terrorismo, a tal punto que se publicaron manuales gubernamentales sobre la libertad de prensa 

(Jaramillo Bernal, 2009; Revista Semana, 2009a, 2009b, 2010; Uribe Vélez, 2009a, 2010a).  

                                                
 

17 Maurice Joly escribió Diálogo en el infierno entre Maquiavelo y Montesquieu con el fin de satirizar y denunciar el 
gobierno de Napoleón III. Los puntos que pone en boca de Maquiavelo marcan los elementos que denuncia del 
régimen. Lo interesante del asunto es la posibilidad de observar cada uno de ellos en el gobierno de Álvaro 
Uribe.    
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La tercera, se refiere al sacrificio, toda vez que un poco no sienta mal, y a que de él pueden surgir cosas 

buenas. Y he aquí el más maquiavélico de los principios: el fin justifica los medios. Con esta idea en 

mente se aumentaron los impuestos y se restringieron algunos derechos en las zonas de consolidación 

para vencer el terrorismo (Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES, 

2011). Para Joly, el maquiavelismo podría sostener que si «de las filas de la aristocracia o del seno del 

pueblo surge un hombre audaz que destruye los poderes constituidos, reforma las leyes, modifica las 

instituciones y proporciona al país veinte años de paz, tendría el derecho de hacerlo» (2009).  

Un cuarto elemento de la estrategia maquiavélica, vendría a ser el rechazo a la idea de que las 

instituciones garantizan las libertades. Por el contrario, aquellas funcionan porque hay hombres que las 

operan, y dichos hombres siempre buscan traspasar los límites que las instituciones les han establecido. 

La necesidad de un líder en Colombia, expresada por el uribismo (Gaviria Vélez, 2004) demuestra lo 

anterior. El mecanismo mediante el cual dicho líder se ha instaurado en el poder requiere el 

debilitamiento de las necesidades de la población. A la que se le contenta con palabras y con 

instituciones ficticias. Los partidos se destruyen o se debilitan, para que el poder absoluto se convierta 

en una necesidad (Joly, 2009). La desmovilización es nuestra institución aparente: satisface una 

necesidad pero se quedó en palabras cuando resurgieron las bandas criminales emergentes (Bacrim). 

La cooptación de los partidos políticos por parte del paramilitarismo, cooperó en la destrucción de los 

mismos, lo cual se aunó a la crisis de los tradicionales y justificó en cierta medida la reelección en el 

2004 y en el 2008 (Clavijo Romero & Prieto Botero, 2009).  

El quinto elemento de la estrategia maquiavélica, consiste en el desquiciamiento de las instituciones, lo 

cual se realiza sutilmente y en el siguiente orden: “primero la organización judicial, y en su orden el 

sufragio, la prensa, la libertad individual y la enseñanza” (Joly, 2009). Casi que puede encontrarse un 

registro de los ataques frecuentes a todo el funcionamiento estatal que no está directamente 

relacionado con la política de Seguridad Democrática. La agenda de reformas, de las cuales muchas no 

fructificaron, estaba dirigida a transformar instituciones como la Rama Judicial, la Cámara de 

Representantes, la Fiscalía, el sistema pensional y el sistema electoral (Revista Semana, 2006b).  

El sexto elemento de esta estrategia consiste en hacer una  nueva constitución. Tal trabajo no tendría 

mayores dificultades puesto que por el momento no existe ninguna otra voluntad, ni otra fuerza más 

que la del gobernante, quien tiene como base de acción el elemento popular. Sin duda el copioso 

número de reformas buscaron este propósito (Gómez Buendía, 2009; Revista Semana, 2006b; Santana 

Rodríguez, 2006). Y por último, para este Maquiavelo de Joly, se encuentra el interés de que las cortes 

de justicia no sean parlamentos, ni que los abogados, al amparo de la inmunidad de la toga, hagan 

política en ellas. Este último se corresponde en la Colombia uribista con la aversión que se gestó desde 
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el gobierno hacia la rama judicial (Caracol Radio, 2009). Valga decir, sin embargo, que la concepción 

de justicia del uribismo no está desligada de la política de Seguridad Democrática, es decir una justicia 

en contra del terrorismo. 

 

2.4 Conclusión del capítulo  
La nación colombiana padecía una pérdida de sentido del orden nacional y el uribismo le otorgó un 

sentido, un marco interpretativo de toda realidad pasada y futura. Una consecuencia de esto es que la 

Seguridad Democrática se convirtió en la única vía para el fin del terrorismo. Aunque su objetivo no 

era más que dar fuerza a una estrategia política (Pardo, 2009), tal afirmación coincide con la 

explicación de Downs sobre la utilidad electoral de las ideologías. Cada partido busca adaptarse a los 

deseos de los electores en un principio, y por esto la decisión de ellos parece racional, pero luego de 

construida la ideología se convence a los votantes de que es esa la que les conviene  ―como puede 

verse que se logró con el Manifiesto Democrático (Uribe Vélez, 2001)―. 

El uribismo veía, o quiso ver, en la intensificación del conflicto armado el estado de naturaleza del 

británico Hobbes (1940). Pero, a mi parecer, tal interpretación es errónea, pues ver en la situación 

colombiana de finales del siglo XX la quimera hobbesiana de la guerra de todos contra todos es eludir el 

asunto histórico de construcción del Estado moderno en Colombia, porque impide comprender los 

medios y los motivos para que los individuos abandonen dicha situación y se unan bajo un solo poder 

común. Si bien en Hobbes el Estado representa la seguridad, la preocupación principal de Hobbes se 

encontraba en la justicia y el cumplimiento de los pactos realizados entre los individuos, razón por la 

cual la seguridad no era el propósito del pacto sino su medio (1940).  

El uribismo, al instaurarse en el ejecutivo colombiano a mediados de 2002 consideraba que el Estado 

incumplía las tareas señaladas en la Constitución, al punto de considerar que el país había sufrido doce 

años de acefalia (Gaviria Vélez, 2009a). Este diagnóstico, era producto del carácter mesiánico que se 

asignaba a sí mismo el gobierno de Uribe Vélez. Al analizar la crisis en la que estuvo el país como 

producto de la falta de liderazgo del ejecutivo, el uribismo concluía que sólo el restablecimiento del 

orden, mediante la seguridad, garantizaría la libertad (Gaviria Vélez, 2004). Asimismo estableció que la 

paz proviene de la seguridad que ofrece el Estado y no de la negociación (Gaviria Vélez, 2006). 

Aunque la remisión es directa a Hobbes al buscar explicar o justificar la tarea central del Estado, el 

argumento falla por cuanto para el autor inglés es natural el deseo de paz y no así el de la seguridad, 

mientras que para el uribismo estos términos resultan sinónimos. Sin duda alguna el uribismo trató de 
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justificar su ideología en la filosofía de Hobbes manipulándola para adaptarla a los planteamientos de 

la Seguridad Democrática. Tal demagogia conllevó transformaciones profundas en la manera de ver al 

Estado Colombiano y a su población, a las principales instituciones de la sociedad y al papel de la 

democracia como un mecanismo ratificador de decisiones que debe ser protegido.



 

 
 

3. El modelo de democracia del Uribismo 

Atrás he señalado que el uribismo puede caracterizarse como una interpretación de la realidad política 

colombiana en la que se redefinen los papeles a desempeñar por las principales instituciones básicas de 

la sociedad. Algunos pensadores colombianos consideran risible hablar de democracia en Colombia, 

mientras que otros, particularmente ideólogos políticos, la valoran como una de las más antiguas de 

América, apelando al hecho de que no hubo regímenes dictatoriales que eliminaran las garantías 

democráticas para una mayoría significativa de la población (Lijphart, 2000; Taylor, 2009). En este 

capítulo parto del hecho comúnmente aceptado de que hay algún tipo de democracia en Colombia, 

que como todas las democracias se transforma con el paso del tiempo producto de las fuerzas y 

capacidades de los diferentes actores democráticos (Macpherson, 1994, p. 10). 

Mi supuesto básico es que en la Constitución de 1991 se planteó un modelo de democracia. Y mi otro 

supuesto en este capítulo es que el uribismo también posee una noción mínima de democracia y, por 

tanto, fue capaz de plantearla e imponerla como modelo de democracia en las instituciones y en la 

mentalidad de los votantes. Para reconstruir el modelo de democracia del uribismo me he basado 

principalmente en los discursos del presidente ante el Congreso en la instalación de las sesiones 

ordinarias y en otros discursos en los que hizo referencia a la democracia.  

He buscado también en la imagen proyectada en los medios de comunicación en particular en las 

revistas de opinión, asimismo he seguido los pronunciamientos del asesor presidencial José Obdulio 

Gaviria18, tanto en sus libros como en sus columnas de los años 2008, 2009 y 2010. Por último he 

revisado los libros escritos por algunos reconocidos uribistas como la exsenadora y expresidenta del 

Congreso Claudia Blum19 y el mismo expresidente Álvaro Uribe Vélez20. En los casos en los que sea 

                                                
 

18 José Obdulio Gaviria Vélez se rehusó a concederme una entrevista semi-estructurada en razón del supuesto 
desconocimiento mío de su obra y pensamiento. Ante ello sostuvo una breve conversación conmigo y me 
obsequió sus libros.    
19 La exsenadora Claudia Blum es la única presidenta del congreso que siendo una uribista consumada no ha 
tenido problemas con la justicia (Ver Anexo 1). Busqué una entrevista con ella pero fue imposible su presencia 
en Colombia por sus compromisos en Estados Unidos.    
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necesario se hará referencia al modelo de democracia de la constitución política de 1991 para 

establecer sus correspondientes diferencias y similitudes. Puesto que una de las conjeturas iniciales de 

esta tesis es que el modelo de democracia del uribismo es diferente al modelo de la Constitución se 

hará especial énfasis en aquellas referencias del uribismo a la Constitución, en particular a la reforma 

que permitió la reelección presidencial. También se observarán los pronunciamientos acerca del papel 

de la justicia y del papel de la libertad de expresión.  

Hago la reconstrucción del modelo de acuerdo a los criterios establecidos en el primer capítulo. Cómo 

hipótesis definitiva se argumentará que el modelo de democracia del uribismo es una mezcla de 

elitismo competitivo y mayoritarismo, en un contexto marcado por cierta nostalgia autoritaria.        

3.1 La Constitución del 91  

En 1991 luego de un proceso que tardó poco más de un año pero que respondía al llamado de una 

sociedad hastiada de la violencia política y criminal, que daba solución a una crisis de legitimidad en la 

estructura jurídico política, se adoptó una nueva Constitución (Sánchez, 1992, pp. 11–12). Se 

continuaba así con la larga tradición de resolver los problemas por la vía de las reformas institucionales 

(Taylor, 2009, p. 53). Por medio de un mecanismo no democrático se produjo un reordenamiento de 

la democracia. Un decreto de estado de sitio reconoció la soberanía de la nación en una mayoría de 

votantes y convocó a una asamblea nacional constituyente (Alarcón Núñez, 2011, p. 27; Presidencia de 

la República de Colombia, 1990). Algunos aludieron a la prensa como la responsable de la nueva 

constitución al tiempo que señalaban que la Constitución de 1886 no era responsable de la coartación 

de la libertad de empresa y de la iniciativa privada, ni era culpable de la existencia del prevaricador ni 

del peculado del congresista. Tampoco era la Constitución la que ahogaba a los municipios, ni la que 

impedía la formación de grupos de interés o la libertad de expresión. Así tampoco era ella la causante 

de la inflación o la devaluación, ni el analfabetismo ni del desempleo (Álvarez, 1990, p. 56). Pero 

también se esgrimía otra razón más allá del deseo de la prensa para que se llevara a cabo la reforma 

constitucional, a saber el desprestigio del Congreso. Esta institución se había desprestigiado gracias al 

clientelismo y a los vicios electorales por lo que carecía de la legitimidad para realizar una reforma 

constitucional (Naranjo Mesa, 1990, pp. 115-116). La Corte Suprema de Justicia avaló el mecanismo 

                                                                                                                                              
 

20 Se buscó una entrevista con el senador Juan Carlos Vélez Uribe, pero al enterarse que adelantaba mis estudios 
en la Universidad Nacional, al parecer decidió no volver a contestar mis correos electrónicos ni mis llamadas 
(Ver Anexo 3 del último correo).      
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propuesto por el gobierno de Cesar Gaviria en acuerdo con algunos dirigentes políticos y gracias en 

medio de un proceso nada ortodoxo jurídicamente (Gaviria Díaz, 2002, p. 20).       

Las características del funcionamiento de tal asamblea y su conformación trajeron esperanzas a la 

población colombiana por cierto pluralismo que allí se evidenció, en particular el número de asientos 

ganados por la Alianza Democrática M19. Pero las expectativas se quedaron insatisfechas, la nueva 

Constitución retuvo una gran parte del diseño básico del Estado de su antecesora: sistema presidencial, 

bicameralismo y Estado unitario (Taylor, 2009, p. 57). Sin embargo para muchos la Constitución de 

1991 sí trajo cambios, por ejemplo, la introducción del Estado multicultural, la democracia 

participativa, la moción de censura, la tutela, la defensoría del pueblo, la fiscalía, la independencia del 

Banco de la República, entre otras. Para Uprimny la Constitución buscó delinear una sociedad por 

construir más que codificar unas relaciones de poder existentes. Diez años después los resultados 

serían mixtos: por un lado dejó de ser un régimen confesional, hubo reconocimiento de los derechos 

humanos en el ámbito jurídico, pero por otro ha incumplido con el fin del conflicto armado, que 

aumentó en intensidad y crueldad. La pobreza y la desigualdad se deterioraron, y la participación 

política no se incrementó de modo sensible (Uprimny Yepes, 2002, pp. 57-58).  

Sin embargo no fue desacertado, en opinión de Uprimny, la creación de un Estado Social de Derecho 

en la Constitución de 1991. Si no ha funcionado puede deberse al hecho de haber coincidido con el 

auge del neoliberalismo. La apuesta de la Asamblea Nacional Constituyente fue la de construir una 

sociedad que respetara los derechos fundamentales de las personas, donde la diversidad no sea un 

factor de violencia o exclusión sino la fuente de la riqueza social (Uprimny Yepes, 2002, p. 68). Para 

ello nos dejó una parte dogmática que en opinión de este autor se debe defender, pero reformar la 

parte orgánica de modo tal que se realicen las aspiraciones democráticas de la Carta de 1991(Uprimny 

Yepes, 2002, p. 72).        

Según Carlos Gaviria Díaz (2002, p. 19), defensor acérrimo de la Constitución de 1991, antes de ella el 

país vivía en una situación anómica, a su entender algo como el estado de naturaleza hobbesiano, pero 

que los constituyentes, lejos de proponer una solución hobbesiana, es decir un Estado muy fuerte y 

casi que autoritario, optaron por la propuesta rousseauniana por lo que propusieron una constitución 

autonomista. Para él el artículo 22 de la Carta del 91 es representativo de esta posición, la paz como un 

derecho y un deber de obligatorio cumplimiento, porque sólo en un ambiente signado por la paz es 

posible que se desarrolle el ambiente moral necesario para los derechos y las obligaciones (Gaviria 

Díaz, 2002, pp. 21-22). 
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Al cumplir veinte años la Constitución había sufrido 34 reformas, siendo reformada en promedio 1,75 

veces según la Revista Gobierno (2011). Pero si se analiza el número de artículos reformados, hay una 

diferencia notoria entre el gobierno del presidente Uribe y el de sus antecesores. En promedio se 

reformaron 1,6 artículos por año durante los primeros diez años de vigencia  Si se analizan los últimos 

diez años este promedio se incrementa a 6,8 por año. Aunque no fue exclusivo del gobierno Uribe y 

más bien es una tendencia de nuestra democracia, pues, en el año 2011, con un gobierno diferente, se 

reformaron 12 artículos en 6 actos legislativos (Misión de Observación Electoral, 2012). Al parecer la 

democracia colombiana y por tanto su modelo, ve a la Constitución como una herramienta para 

determinados fines, herramienta que a su vez, limita el ejercicio mayoritario.  

Figura 3-1 
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3.2 Las ideas del uribismo 

La aparición en escena de eso que hoy en día llamamos uribismo, empezó como una coalición de 

gobierno en torno al presidente Uribe Vélez que rápidamente se transformó en lo que he señalado en 

el capítulo anterior como un fenómeno político que reinterpreta la realidad pero que no la transforma 

pero sí se sirve de ella. Para el uribismo la Constitución 1991 fue casi siempre un impedimento. Eso se 

demuestra por la cantidad de actos legislativos y de artículos reformados, por el programa de los 100 

puntos que iniciaba planteando “menos congreso”, “menos departamentos” “menos contraloría” 

“menos Consejo Superior de la Judicatura” “menos universidades” (Uribe Vélez, 2001, p. 2-10), como 

si el problema de la democracia fuera el tamaño de la burocracia y no la ineficiencia de esta última. La 

acusación principal en este escenario de propuestas era que la burocracia excesiva conllevaba a un 

mayor gasto de parte del Estado y que dicho rubro podría utilizarse en asistencia social.  

Del programa de los 100 puntos al Plan Nacional de Desarrollo muchas de las expectativas se 

transformaron, pero se mantuvo la esperanza de que con la aprobación del referendo y la reducción 

del tamaño estatal se utilizaran mejor los recursos, en particular para los gastos en seguridad 

(Ministerio de Defensa República de Colombia, 2003, p. 42; Uribe Vélez, 2003a, p. 174). La oposición 

a dichas propuestas no se hizo esperar, en particular aquella que encontraba una continuidad 

autoritaria rastreable hasta comienzos del siglo XX, continuidad que encontraba siempre la manera de 

disolver el congreso aun cuando este obtenía muchos más votos que los obtenidos por los 

gobernantes de turno o por la Asamblea Nacional Constituyente que también lo disolvió (Arango 

Posada, 2003). La intensión de Uribe Vélez de usar la democracia participativa para disolver la 

representativa fue una estrategia para concertar con el poder legislativo y para mostrarse superior21. 

En el Discurso de Posesión del año 200222  Uribe sostuvo en términos generales la necesidad de la 

recuperación de la autoridad del Estado sobre el territorio (Véase Anexo B), con el ánimo de generar 

confianza y de trabajar, trabajar y trabajar, sabiendo desde entonces que en cuatro años sería imposible 

completar todas las tareas y anticipando la reforma de mayor trascendencia de su gobierno (Uribe 

                                                
 

21 Es necesario señalar que durante los primeros meses del año 2002 muchos políticos tradicionales se sumaron a 
la campaña de Álvaro Uribe Vélez. 
22 Para el análisis de estos discursos se hizo uso de la aplicación Tagxedo. Con ella se convierten discursos en 
nubes de palabras a las cuales se les puede aplicar una determinada forma. Esta aplicación apareció desde 
mediados del año 2006 y es especialmente usada en redes sociales y medios digitales. Las palabras aparecen 
dimensionadas en proporción a la frecuencia de repetición en el texto. En Colombia medios como La Silla Vacía 
(2010) lo han introducido en su análisis de opinión. Una mayor frecuencia de aparición de un término en un 
discurso es un buen indicador de la relevancia que se le da.    
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Vélez, 2002). Las referencias de Uribe Vélez y de sus copartidarios más importantes a la noción de 

democracia no son escasas pero tampoco son muchas. Desde el mismo discurso de posesión planteó 

un intríngulis entre el término y su noción de seguridad democrática, de modo tal que la seguridad 

democrática garantizaría las condiciones de la democracia. En el discurso de instalación de las sesiones 

ordinarias del Congreso del año 2003 la palabra “democracia” no aparece. Lo que sí aparece 

tempranamente es su noción del Estado de Opinión23 que supone una comunidad en permanente 

deliberación dispuesta a descubrir opciones de solución a cada problema, de tal alcance que la instancia 

judicial pueda ceder a la instancia de la gente (Uribe Vélez, 2003c, p. 7).  La seguridad democrática en 

conexión con este “Estado” es esgrimida como la garantía del pluralismo (Uribe Vélez, 2003c, p. 11).  

En 2004 nuevamente el presidente al dirigirse al parlamento para instalar sus sesiones ordinarias omite 

el término “democracia”. Concentra su discurso en el gobierno y empieza a mostrar cómo un gobierno 

de cuatro años es insuficiente, dando soporte con ello a la reforma constitucional que ya iba en camino 

(Uribe Vélez, 2004). En 2005 el término democracia aparece cinco veces. Hacia el final de su discurso 

de instalación menciona cinco parámetros a los que debe responder una democracia: “seguridad 

democrática, respeto a las libertades públicas, construcción de cohesión social, búsqueda de la 

transparencia y respeto a las instituciones del Estado…”(Uribe Vélez, 2005, p. 11). Con esto pretende 

que Colombia tenga “una democracia moderna, con liderazgo pero sin caudillismo, con rumbo claro 

pero con respeto a las instituciones, e incluyente” (Uribe Vélez, 2005, p. 11). La seguridad democrática 

es aquí el criterio moral para señalar sin equívocos a los terroristas como enemigos de la democracia 

(Uribe Vélez, 2005, p. 11).  

Tres veces aparece la palabra “democracia” en el discurso de instalación de las sesiones ordinarias en 

2006, y aparece cerca de quince veces en el discurso de posesión del segundo mandato. En esta toma 

de posesión la democracia es definida como “el derecho del pueblo al equilibrio de poderes, entre el 

raciocinio y el corazón”, como “la herramienta para dejar atrás las divisiones artificiales”. Afirma que la 

seguridad nos había permitido confiar en la democracia (Uribe Vélez, 2006a, pp. 1–2). Pero en la 

búsqueda de afirmaciones que validaran por sus tesis acudió a frases como la siguiente: “La seguridad 

es la primera libertad reconocida por las democracias modernas, lo que, al hacer posible las demás, 

conduce a la igualdad”(Uribe Vélez, 2006a, p. 4). Esta falacia casi que se explica por sí misma, en 

                                                
 

23 Hacia finales del segundo mandato esta noción tomó fuerza en el discurso del gobierno de Uribe Vélez. Fue 
ampliamente cuestionado en la prensa por proponer una sustitución del Estado de derecho por un gaseoso 
Estado donde la opinión, de acuerdo a las encuestas, se convierte en el criterio fundamental (Bonilla, 2010; 
Gómez García, 2010; Jaramillo Bernal, 2011; Restrepo Echeverri, 2010; Revista Semana, 2009b; Uribe Vélez, 
2009c) 
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virtud del hecho de que la seguridad solo aparece como problema en un contexto de desigualdad, por 

lo que la seguridad no podría producir igualdad sino mantener esas desigualdades sin fricción.   

En 2007 el discurso ante el Congreso versó sobre la seguridad, la confianza, la inversión social y el 

Estado. Se refirió en cinco oportunidades a la democracia, en primer lugar en estrecha relación con la 

confianza. También lo hizo en relación con la movilidad social como esencia de la democracia (Uribe 

Vélez, 2007). En 2008 en un discurso marcado por la preocupación por su legado de los tres pilares 

“seguridad democrática, cohesión social y confianza inversionista” menciona ocho veces la palabra 

democracia. Considera que Colombia posee una democracia de opinión, en clara referencia a su noción del 

Estado de opinión24, haciendo equivalentes las nociones de Estado y democracia (Uribe Vélez, 2008). 

En 2009 su discurso plantea por completo la noción Estado de opinión frente al congreso. Es la fase 

superior del Estado de Derecho. Afirma que el Estado de opinión no es democracia plebiscitaria, ni 

manipulación, ni imposición por la fuerza sino que es el equilibrio entre la representación y la 

participación, el coraje para orientarse en temas de gran controversia, la garantía de la libertad de 

prensa, el seguro de la descentralización, la muralla que impide el desbordamiento de los poderes, el 

equilibrio entre el cumplimiento de las sentencias y la libertad de controvertirlas (Uribe Vélez, 2009b). 

En últimas, si se aceptan las afirmaciones presidenciales no se distingue en nada el Estado de opinión 

del Estado democrático. Sólo que hay que tener presente la transformación del régimen discursivo y de 

la concepción del mundo agenciada por el uribismo. Estas permiten que a través del entramado 

institucional se formen en el individuo las estructuras de su conciencia. En este proceso se busca 

redefinir la democracia, arrancándola de su campo tradicional de significaciones, la democracia liberal 

representativa, y acercándola, por tanto, a una nueva democracia con un campo de significaciones 

completamente distinto. Para Brunner, este proceso, propio de lo que se llama democracia autoritaria, 

destruye la noción de compromiso entre posiciones diferentes y busca alcanzar grados altos de 

homogeneidad, cuyo efecto es el conformismo (Brunner, 2012, pp. 993–994).  

El episodio más memorable del gobierno Uribe Vélez en el que se planteó una definición de 

democracia fue la reforma constitucional que autorizó la reelección. Los defensores de la reforma 

pusieron el acento en las mayorías políticas que les favorecía y en su creencia de que las reglas de juego 

constitucionales debían atender a esas mayorías, mientras los opositores distinguieron entre asuntos 

                                                
 

24 Según Orlando Melo el Estado de Opinión es aquel Estado en donde sus distintos órganos están sometidos al 
control de la opinión pública, “que debe ser siempre tomada en cuenta por los gobernantes, pues es el control 
más importante en una democracia. Sin este respeto a la opinión se desdibujan ‘las virtudes democráticas que 
reposan en la independencia de las ramas del poder y en la existencia de organismos de control’” (Melo Daza, 
2009) 
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coyunturales como la existencia de una mayoría, y  asuntos estructurales o de largo plazo,  que son los 

que están en la Constitución y que son fundamentales (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 

10).  Para García Villegas toda la historia de la democracia constitucional se resumen en el interés de 

encontrar un balance entre la voluntad de las mayorías políticas y el respeto de unas reglas 

institucionales que encaucen esa voluntad y no permitan que se desborde. Sin embargo la aprobación 

de la reelección del presidente en ejercicio no se pudo impedir.  

El argumento de la mala experiencia nacional con la reelección, expresado en el texto constitucional,  y 

que venía prácticamente desde la fundación de la república (Alarcón Núñez, 2011), no fue suficiente 

para impedir el proyecto de continuidad de las políticas de la seguridad democrática. Los reformistas 

argumentaban que “en una democracia plena, sin restricciones, los gobernantes debían someter sus 

ejecutorias a la evaluación periódica del pueblo, para que el soberano determinara si merecen o no 

continuar en sus cargos. Es un cíclico y democrático examen de sus acciones, y un derecho de los 

electores para elegir por un segundo período a quienes pasen esa prueba”(Zuluaga, 2004). Apelan en 

ella a la idea regulativa de una democracia perfecta donde se le ofrecen todas las posibilidades al 

ciudadano, incluida la de premiar o castigar al gobernante  según su mérito, además de otras virtudes 

como la estabilidad y continuidad de una buena gestión pública. Estos ciudadanos tienen unas virtudes 

y una capacidad que antes no tenían para evaluar la calidad ética y la gestión del gobernante (Zuluaga, 

2004, pp. 2–3). También se responde aquí al temor de que la reelección se prestara para la instauración 

de un ejecutivo autoritario, pues ni la reelección implica el fin de la capacidad del legislativo de 

controlar al ejecutivo, ni su prohibición conlleva la garantía contra el surgimiento de este tipo de 

ejecutivos (Zuluaga, 2004, p. 8).      

3.3 La acumulación del poder 

Para García Villegas, la reforma constitucional que permitió la reelección del presidente pudo haber 

conllevado a una concentración del poder en manos del Estado central, tanto en lo que él llama 

concentración horizontal por la capacidad de influencia del presidente en instituciones como el 

Consejo Nacional Electoral, la Comisión Nacional de Televisión, la Defensoría del Pueblo, la Sala 

Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la Corte Constitucional y el Banco de la República  

(García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 11);  como a una concentración vertical a partir de los 

Consejos Comunitarios y del programa Familias en Acción; en los que el presidente, interviene 

directamente en los asuntos locales, capturando por tanto las administraciones municipales y afectando 

con ello los procesos de planeación y descentralización (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 

12).  
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Para García Villegas hay en esta concentración una clara intención de flexibilizar y manipular la 

Constitución y la ley, con el propósito de conseguir los objetivos que se trazan en las políticas públicas 

(García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 13). Si bien el Estado colombiano ha mejorado su 

capacidad de imponerse en ciertos territorios y frente a ciertas poblaciones, mejorando así la seguridad 

para grandes sectores de la población, con ello se ha deteriorado el equilibrio institucional, 

aumentando desmesuradamente el militarismo, y el caudillismo (García Villegas & Revelo Rebolledo, 

2009, p. 20).  

Colombia padece las consecuencias de no haber tenido un proyecto político populista, según Marco 

Palacios, “[…la ausencia de populismo condujo en Colombia a la violencia política y social mientras 

que en la vecina Venezuela, el populismo facilitó la democracia pactada en 1958 y la realización de un 

conjunto de reformas sociales que ahorraron a los venezolanos la violencia política” (Palacios, 2000). 

La ausencia de populismo en Colombia impidió la creación de un Estado más incluyente, así como la 

creación de políticas públicas sociales que disminuyesen la desigualdad social, y aumentaran la 

legitimidad institucional. También dicha ausencia bloqueó los proyectos socialdemócratas engendrados 

en las burguesías liberales colombianas (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 42). 

Para García Villegas el éxito político del presidente Uribe proviene, en parte, de su habilidad para 

interpretar algunos consensos básicos que fueron engendrados en Colombia durante las décadas 

anteriores. En particular el episodio del Caguán produjo en los colombianos un sentimiento 

antiguerrillero, y una necesidad apremiante de seguridad, en particular cuando se creía que la guerrilla 

podía tomarse el poder25. Hoy en día la gente cree más en su presidente de lo que creía en el pasado, 

pero no por ello cree más en las instituciones y en el Estado de derecho. Para García Villegas esto hace 

parte de lo que se considera es una democracia delegativa26. El desprestigio de los partidos políticos en 

Colombia no afecta la manera de hacer política, porque la gente a la hora de votar no considera el 

partido sino el candidato. Ni la Constitución de 1991 ni la reforma política del año 2003 lograron 

cambiar lo que hacen los partidos, sólo cambiaron su lenguaje. Y Álvaro Uribe es uno de esos viejos 

políticos exitosos que se hacen pasar como renovados aprovechando las ventajas que ofrece la 

Constitución (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, pp. 62-63). 

                                                
 

25 Ver Figura 1.  
26 En el capítulo sobre el modelo de democracia no traté este tipo de democracia por considerarla un caso 
especial de democracia mayoritaria, en el que Uribe Vélez se incluye en casi todas las características, menos en la 
de incumplir sus promesas de campaña, pues el presidente sí ha estado atado a las suyas (O’Donnell, 2009, pp. 
12–13).   
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La política de Seguridad Democrática, por su parte, consiguió mucha de la seguridad que hacía falta. 

En opinión de García Villegas, con esa misma política, también se perdió mucho de la democracia y de 

la institucionalidad que tenía el país. Pero la pérdida de democracia no era un fenómeno nuevo,  desde 

la promulgación de la Constitución los gobiernos asumieron una actitud de desapego, cuando no de 

rechazo directo, frente a los postulados más progresistas de la Constitución, en demérito de la 

democracia substantiva. Pero los cambios sociales no vienen de las constituciones, afirma García 

Villegas, sino de las fuerzas políticas. Las constituciones son una herramienta importante de esas 

fuerzas políticas, y es la administración pública la que protege los derechos que consagra la 

constitución. El problema con la Constitución colombiana es que carece del apoyo político que se 

requiere para aplicarla. Sin el apoyo social, ni el institucional, la suerte de la Constitución queda en 

manos de la Corte Constitucional (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 70).  

Según José Obdulio Gaviria la parte que menos satisface a los uribistas de la Constitución es la que 

está relacionada con la administración de justicia, razón que se evidencia desde la misma campaña 

donde proponían abolir instituciones como el Consejo Superior de la Judicatura, o desde las columnas 

de opinión desde proponían una pequeña constituyente para reformar esa parte de la Constitución 

relacionada con la justicia (Gaviria Vélez, 2009d; Uribe Vélez, 2001, p. 5). Asimismo hubo algunos de 

ellos, que nada en la Constitución les satisface, según el mismo exasesor presidencial (Gaviria Vélez & 

Benítez Cordero, 2011). Es conocido que durante la administración Uribe hubo múltiples 

enfrentamientos con las Corte Suprema de Justicia (El Espectador & Wikileaks, 2011; El Espectador, 

2008; Noticias Uno, 2009). Las razones de este enfrentamiento las resume José Obdulio Gaviria bajo 

el término bigornia, término que intenta de resignificar como la conspiración existente contra la 

seguridad democrática de parte de la justicia, los partidos de izquierda, las oenegés, los intelectuales, la 

prensa crítica al gobierno y la guerrilla (Gaviria Vélez, 2010b, 2010c, 2010d).  

3.3.1 Sobre la independencia judicial 

Para García Villegas la independencia de los jueces se garantiza por la forma en que éstos son 

nombrados, por un lado, y por la naturaleza de sus funciones, por el otro. Y es por esto que en las 

democracias constitucionales, la relación entre los gobiernos y el poder judicial suele ser de tensión 

(García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 86). Pero la tensión no apareció con el gobierno Uribe 

sino que ya venía desde antaño. Al menos desde el gobierno Gaviria cuando apareció la doctrina del 

control material de los estados de excepción (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 100). Se le 

ha acusado de legislar desde entonces.  
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La primera tensión de Uribe con la Corte Constitucional aparece con el paso obligatorio del referendo 

por la revisión de la Corte Constitucional. El referendo y las reformas se harían con o sin el permiso 

de la Corte (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 114). Hubo otros incidentes pero la tensión 

se minimizó probablemente por el cálculo inicial de no pelear con ella, pues esta institución tendría a 

su cargo la revisión de la reforma constitucional que permitiría la reelección. No era políticamente 

conveniente promover la reelección y mantener una relación tensa con el órgano que podía aprobarla 

o rechazarla (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 118). 

Para García Villegas la Corte no es una corte de bolsillo del Ejecutivo, pero tampoco es plenamente 

independiente. El gobierno ha logrado cooptarla parcialmente. Primero recurrió a la tensión y luego a 

la cooptación política. Sin embargo, ese propósito no ha prosperado, pues aunque hoy la Corte es 

menos independiente, aún no ha sido cooptada plenamente encontrándose a mitad de camino entre la 

independencia judicial y la captura política (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 139).  

3.3.2 Sobre la independencia del banco central  

Para Rubiano Galvis no solo es necesario que el gobierno respete la independencia del banco central y 

no ejerza presiones en su contra, sino que también es necesario que éste no ceda ante dichas presiones. 

La toma de decisiones del banco central no puede ceder ante el gobierno o el sector privado porque 

estos excesos de demanda se generarían aumentos generalizados de precios, lo que sería dejar la 

inflación en manos del gobierno o los empresarios (Rubiano Galvis, 2009, pp. 208–209). La desventaja 

de la independencia de los bancos centrales tiene una desventaja pues implica entregar el manejo de 

una buena parte de la economía a la tecnocracia, expertos sin legitimidad democrática, y sin 

representación popular, lo que tiene un costo democrático. Es por eso que existe una tensión 

recurrente entre los gobiernos y los bancos centrales (Rubiano Galvis, 2009, p. 209), particularmente 

en las democracias del modelo mayoritarista. La Constitución de 1991 optó por el modelo consensual 

y erigió al Banco como un órgano público, autónomo y con objetivos definidos. Pero pese a que la 

Constitución intentó garantizar la autonomía y la independencia del Banco, desde su creación ha 

existido un debate en la academia y en la agenda pública en torno a su independencia. Para algunos, el 

Banco ha sido una institución demasiado tecnócrata y excesivamente independiente, pues ha actuado 

como una “rueda suelta” al tomar decisiones sin tener en cuenta las políticas económicas de los 

gobiernos ni la realidad económica del país. La independencia del banco hace parte de su carácter 

democrático, pues solo si el banco es independiente puede proteger a los ciudadanos de los abusos del 

poder central, protegiendo su moneda (Rubiano Galvis, 2009, p. 217).   
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Del análisis de Rubiano Galvis se desprende que, el presidente puede tener mayorías en el Banco de la 

República pero no puede influir en sus decisiones. La actuación de los codirectores ha mostrado que 

éstos han sido independientes del gobierno (Rubiano Galvis, 2009, p. 228). Pero tal independencia no 

fue del agrado total del presidente Uribe. Para muchos, el expresidente irrespetó en algunas 

oportunidades al Banco, trivializando la experticia técnica de sus codirectores y pidiéndoles populismo 

económico. Para otros el gobierno se excedió en su legítimo derecho de cuestionar y debatir las 

decisiones del Banco (Rubiano Galvis, 2009, pp. 237–238).  Para Rubiano parece haber un consenso 

en torno al perfil que debe tener una persona que quiera ser parte de la Junta: o bien ser ex ministro de 

Hacienda, o bien académico, o bien investigador, no representar la voluntad de un gremio en 

particular, tener experiencia laboral y preparación académica (Rubiano Galvis, 2009, p. 240). Y como la 

tecnocracia funciona con una lógica diferente a la lógica de la política aun cuando el presidente 

nombre a un economista ideológicamente afín, lo más probable es que una vez esté en el Banco sea 

“permeado”, en mayor o menor medida, por la lógica tecnócrata (Rubiano Galvis, 2009, p. 241). El 

mandato constitucional que tiene el Banco es mantener la inflación a la baja, con el fin de beneficiar a 

todos los ciudadanos, incluidos los consumidores, de modo que en apariencia es más democrático en 

virtud de sus fines que de su origen.  

Otro de los aspectos del gobierno Uribe fue la realización de los consejos comunitarios. Estos  generan un 

sentimiento de cercanía entre la población y el presidente, lo cual tiene un impacto político en todo el 

país, en particular porque las sesiones son transmitidas por radio y televisión durante todo el día. Estos 

consejos han recibido todo tipo de críticas, pero en particular tres, una por la intervención directa del 

presidente en lo local, lo cual implica el desplazamiento de autoridades municipales y regionales; una 

segunda porque con tal intervención se desconoce la planeación nacional en el diseño y posterior 

implementación de las políticas públicas y, por último, porque los consejos anulan los espacios de 

democracia participativa (García Villegas & Vargas Silva, 2009, p. 317). 

Para García Villegas y Vargas Silva esa captura es preocupante. En particular si se suma a la 

concentración horizontal que tuvo lugar en los últimos años (García Villegas & Vargas Silva, 2009, pp. 

325–326). Suponen estos autores que  cuando se acaba la competencia, se acaba la democracia. Y el 

riesgo en este caso está en la superioridad que adquiere el partido gobernante al punto de que nadie 

pueda disputarle ya el poder que tiene (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 329).  

La Constitución de 1991 fortaleció una tradición de organización del Estado fundada en el principio 

de separación y control recíproco entre las ramas del poder público. Para García Villegas y Revelo 

Rebolledo lo más significativo de esa tradición es la gran independencia que, desde mediados del siglo 

XX, ha tenido la justicia en Colombia, sobre todo cuando se le compara con la gran mayoría de los 
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países de América Latina. En fortalecimiento de esta tradición, la Constitución quiso disminuir el 

poder del presidente en relación con los otros poderes y sectores del Estado. Para ello se introdujeron 

instituciones como la figura de la moción de censura; se limitó el uso de los estados de excepción; se 

creó la Corte Constitucional, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía y el Consejo Superior de la 

Judicatura; y un Banco Central independiente del Ejecutivo (García Villegas & Revelo Rebolledo, 

2009, p. 331).  

Los constituyentes de 1991 tenían la idea de que una vez revocado el Congreso —como en efecto se 

hizo— y una vez promulgada la nueva Constitución, las costumbres políticas del país se iban a renovar 

y el sistema político se iba a depurar y a fortalecer. Pero ya hemos visto atrás que esto no fue posible, 

porque cambió solo la forma y no la materia. El objetivo de atenuar el poder  presidencial y aumentar 

la independencia y el control por parte del Legislativo. La Constitución de 1991 no sólo vigorizó la 

justicia, sino que fomentó las funciones de control político y la participación del Congreso en la 

conformación de la Corte Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura, del contralor general, 

del defensor del pueblo y del procurador general de la Nación. Para García Villegas y Revelo 

Rebolledo los hechos recientes han mostrado la equivocación en la que estaban los constituyentes 

(García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, p. 333). En este aspecto tenía razón Robert Dahl y su 

desconfianza por los controles constitucionales, porque por más complejos e intrincados que ellos 

puedan ser, igualmente pueden ser vulnerados.  

Para los autores de Mayorías sin democracia el desequilibrio que generó la reelección presidencial 

inmediata no sería tan grave si existiera un Congreso confiable. Más aún, un presidente sin mayorías 

parlamentarias puede tener grandes problemas para llevar a cabo sus políticas. Pero eso es menos 

grave que unas mayorías fuertes pero ilegítimas, que es lo que ocurre en Colombia. Como se sabe, casi 

la cuarta parte de los congresistas han sido vinculados al proceso de la parapolítica(García Villegas & 

Revelo Rebolledo, 2009, pp. 334–335). Sin embargo hay que tener  claro que son los mismos votantes 

los que eligen al presidente y los que eligen al Congreso. La distancia temporal en el sistema electoral 

colombiano es tan escasa que no hay posibilidad de evaluar la gestión o la calidad ética de los 

congresistas que apoyan al presidente o a un determinado candidato.  

García Villegas y Revelo afirman que el Congreso colombiano dejó de ser un contrapeso institucional 

significativo. Para mí, esta afirmación es cuestionable por cuanto la alianza entre el Ejecutivo y el 

Legislativo que convirtió al Congreso en un espacio de refrendación de las decisiones tomadas por el 

Ejecutivo, más que en un freno o contrapeso institucional (García Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, 

p. 335), no es una novedad en la historia política colombiana. De hecho la dificultad está en encontrar 

excepciones.  
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Ahora bien para estos dos autores y para muchos otros la reelección presidencial inmediata significó 

un cambio sustancial en el diseño institucional de una democracia constitucional (García Villegas & 

Revelo Rebolledo, 2009, p. 336). A mí me genera serias dudas. Y en este sentido la gravedad de las 

consecuencias que apuntan los autores por el talante autoritario del presidente Uribe, y probablemente 

de cualquier otro presidente depende y dependerá de la fortaleza y cohesión de la sociedad civil. 

Respecto a esto no nos podemos hacer muchas esperanzas, porque estudios muy serios demuestran 

que estamos lejos de tal cohesión toda vez que la mayoría de los ciudadanos se muestran intolerantes 

con los derechos de las minorías” (Rodríguez Raga & Seligson, 2008, p. 195). De hecho hay cierta 

orientación hacia el autoritarismo porque se muestra cierta “aversión a la separación de poderes”, 

cierta justificación del cierre del Congreso o de la Corte Constitucional por no coincidir con las 

políticas gobiernistas o por la corrupción (Rodríguez Raga & Seligson, 2008, p. 195 citado en García 

Villegas & Revelo Rebolledo, 2009, pp. 365–366). 

3.4 Las herencias y la tradición  

Uno de los elementos que menos presente está en la opinión pública es el hecho de que la forma de 

gobernar de Uribe Vélez no es totalmente nueva. Probablemente en el discurso haya bastante novedad 

más no en la práctica. Los presidentes Pastrana y Uribe fueron elegidos gracias a sus propuestas 

anticorrupción; en particular apelaron al foco de corrupción que había en el Congreso y propusieron 

su eliminación bien por la  revocatoria o  bien por su reducción. Con ello siguieron la tradición de un 

presidencialismo fuerte, una plantilla de gobierno bien conocida en el área andina y en oposición a los 

deseos de los constituyentes. Y si Pastrana careció de recursos y habilidad para lograrlo, Uribe tenía 

muchas más posibilidades, pero  a fin de cuentas no lo realizó por cuanto calculaba que al hacerlo le 

perjudicaría sus intenciones de reelegirse (Gutiérrez Sanín, 2004, p. 60). Las fuerzas políticas 

tradicionales fueron responsabilizadas de los desastres del país, no solo por su indiferencia frente a la 

subversión, sino por su tendencia a la cleptomanía y al inmovilismo (Gutiérrez Sanín, 2004, p. 69).  

Otra continuidad que se evidencia entre Pastrana y Uribe es la política frente al conflicto armado. La 

apuesta de  Pastrana y Uribe ha sido por el fortalecimiento del Estado, intentando recuperar el 

monopolio de los medios de coerción a través de una combinación de fortalecimiento militar y 

negociaciones con los ejércitos ilegales. Para Gutiérrez el esfuerzo es inobjetable. Los problemas 

aparecen cuando se consideran los medios utilizados, pues ni se miran las posibilidades reales de éxito 

que ofrecen; ni las tensas relaciones que generan con el resto de régimen democrático. Y es que en 

nombre de un Estado fuerte se pueden debilitar o desmontar algunos mecanismos de gobierno 

esenciales para la subsistencia de la democracia. De hecho, la propuesta de Uribe fue un intercambio 
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entre algunas libertades democráticas positivas a cambio de .las que proporcionaría la garantía de la 

seguridad, intercambio que se expresaría legislativamente en el llamado «estatuto antiterrorista» que la 

Corte Constitucional detuvo a su debido tiempo (Gutiérrez Sanín, 2004, p. 61), pero que no impidió 

que sucedieran casos como los falsos positivos, donde además de atropellar los derechos 

fundamentales de los más vulnerables, se engañó a la población y al electorado que veía en el número 

de bajas algún tipo de resultados y de avance hacia la victoria frente al terrorismo, que si bien no era lo 

mismo que la paz, en el largo plazo traería resultados similares.  

En 1991, el constituyente colombiano, estableció a partir de su Constitución un modelo de 

democracia. Dicho modelo nos habla de las aspiraciones de los constituyentes, de sus ideas de justicia 

y libertad, pero también de sus contradicciones. Los constituyentes buscaron y lograron la revocatoria 

del Congreso y discutieron la de las cortes (Alarcón Núñez, 2011, pp. 172–173), pero no así la de la 

presidencia. El acuerdo mediante el cual se inhabilitaron dejó la nueva Constitución en manos de unos 

congresistas o bien desconocidos o bien desafectos a la Constitución. Si bien la posibilidad de generar 

acuerdos políticos entre contradictores es una virtud de la democracia, se generan dudas cuando estos 

acuerdos se producen por fuera de espacios institucionales por más meritorios que sean dichos 

acuerdos.       

3.5 La evaluación del modelo  

De acuerdo al instrumento establecido en el primer capítulo de esta tesis es necesario observar el 

uribismo para determinar su modelo de democracia y saber si coincide con la hipótesis planteada. He 

sugerido seis elementos a considerar, para verificar la capacidad de plantearse como teoría explicativa 

de ciertas relaciones reales subyacentes en una democracia. En primer lugar está el papel que 

desempeña la propiedad y las clases sociales. En segundo lugar el papel que juegan los controles y 

balances sociales. En tercer lugar la autonomía relativa entre el Estado y la sociedad civil. En cuarto 

lugar la dirección de dicho modelo en el camino entre el autoritarismo y la poliarquía. En quinto lugar 

la ubicación del modelo entre el mayoritarismo puro y el consensualismo puro. Y por último, los 

efectos esperados de la aplicación de este modelo.   

3.5.1 La propiedad y las clases sociales 

Para el uribismo la defensa de la propiedad privada es casi que esencial. En sus discursos no se habla al 

respecto, ni de ningún tipo de distribución. Sin embargo sus actos, como el escaso interés en una 

redistribución de la tierra, su confianza inversionista, se basan en el respeto irrestricto a la propiedad 
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privada (Colprensa, 2010). Inclusive entiende lo público como la propiedad privada de todos (Uribe 

Vélez, 2006a). En su campaña propuso un “País de propietarios”(Uribe Vélez, 2001, p. 1). 

Una de las promesas de la Constitución de 1991 era la formación de un Estado fuerte que garantizara 

la libertad y la equidad. Después de 10 años el sistema de justicia no alcanzaba a proteger a los 

ciudadanos de la violencia. Los deberes de los ciudadanos habían sido poco exigidos en la nueva carta. 

La  propiedad debía ser garantizado por ese Estado fuerte, pero también la propiedad debía pagar 

impuestos que financiaran dicho Estado, para poder garantizar los derechos y procurar más equidad y 

acceso a los bienes preferentes a los demás ciudadanos con menos propiedad o con ninguna 

(Kalmanovitz & López, 2005). 

La seguridad democrática, la cohesión social y la confianza inversionista fueron las propuestas más 

sonoras del presidente de la república Álvaro Uribe Vélez. El Plan Nacional de Desarrollo Hacia un 

Estado comunitario las bosqueja en sus tres grandes capítulos (Uribe Vélez, 2003a). La seguridad 

democrática fue orientada a la protección de la propiedad privada aunque no se mencione en su 

formulación original (Ministerio de Defensa República de Colombia, 2003). Aunque se lo propuso en 

el discurso no logró detener el proceso de desplazamiento forzado en la práctica, ni siquiera en las 

zonas de consolidación (Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES, 

2011), lo que implica que no se protegió toda la tierra por igual sino la de ciertos ciudadanos, 

probablemente sólo la de aquellos que caían dentro del ámbito de la confianza inversionista. No 

aparece en el informe al Congreso de la República ningún registro sobre este particular (Uribe Vélez, 

2010b).  

La cohesión como estaba diseñada originalmente (Uribe Vélez, 2004, 2006b) buscaba un pluralismo 

sin antagonismos, es decir la superación de la “anacrónica lucha de clases”(Gaviria Vélez, 2009b). Pero 

esta estrategia más que superar la desigualdad, de la cual seguimos siendo uno de los países peor 

clasificados del mundo, buscaba que no se presentaran incentivos a la formación de nuevas luchas 

sociales que alimentaran el conflicto armado. Es necesario señalar que el gobierno Uribe Vélez había 

cuestionado la relación entre pobreza extrema, desigualdad y conflicto armado, invirtiendo la 

causalidad, es decir, ubicando al conflicto armado como una de las causas de la pobreza y la 

desigualdad. 

El modelo de democracia del uribismo, según este primer elemento, sí reconoce la problemática de la 

propiedad y las clases sociales. Esto  lo ubica dentro de los modelos liberales de democracia. Respecto 

a si la democracia es una vista como una fuerza moralmente transformadora hay suficientes elementos 

en el discurso de los uribistas para aceptar dar una respuesta positiva, en particular cuando señalan que 

las guerras se libran también en un plano moral (Gaviria Vélez, 2009e, 2010b). Antes de considerar la 
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ideología y la estratagema discursiva del uribismo, puede aceptarse que el debate de la reelección es 

especialmente importante en lo relativo a sí la democracia protege o no a los ciudadanos de sus 

gobernantes, pues, se puede admitir que el argumento de la reelección incluía la posibilidad de que los 

ciudadanos evaluaran a sus gobernantes y los premiaran o castigaran (Gaviria Vélez, 2004, p. 13). Pero 

la realidad no puede ser omitida frente a este aspecto de la protección. Es claro que la democracia no 

protegió a muchos ciudadanos y que por el contrario los afectó en su vida, y propiedades (Ávila 

Martínez, 2010). La pobreza de la población conllevó a la presencia de la guerrilla (Ávila Martínez, 

2010, p. 80), y la presencia de la guerrilla conllevó a la abstención (Hoskin, Masías, & Galvis, 2002), y 

luego al constreñimiento electoral por parte de los paramilitares cuando estos lograron el dominio 

territorial. El modelo de democracia del uribismo tampoco protegió a los ciudadanos de los 

gobernantes corruptos. El nivel de corrupción en Colombia es tal que el país se ubica dentro de los 

más corruptos del mundo. Pero el modelo de democracia del uribismo no hizo nada para que la 

democracia protegiera, en particular si se cuenta que al final del primer mandato de Uribe (2005), y a 

pesar de que su campaña estuvo signada por la lucha anticorrupción, la percepción de corrupción fue 

la más alta de los último diez años (Transparencia por Colombia, 2012). Podría afirmarse que el grado 

de incertidumbre respecto a lo corrupto que podría ser un dirigente es tan alto, que es imposible usarlo 

como diferenciador entre un candidato y otro, situación que se agrava cuando los medios de 

comunicación privados son afines al gobierno (López de la Roche, 2010) y los independientes son 

amenazados por cumplir su labor de denuncia (Fundación para la Libertad de Prensa, 2011).        

De modo que una primera afirmación que puede hacerse es que el modelo de democracia del 

uribismo, si bien se expresa en hechos como la muy importante reforma de la reelección, no es el 

elemento que le diferencia del modelo de democracia propuesto por la Constitución del 91, sino el 

cambio en el papel asignado a la ciudadanía. Esta debe escoger entre el mejor candidato en un 

ambiente de fraternidad al que considere que satisface mejor sus expectativas (Gaviria Vélez, 2004, pp. 

12–15). Por lo anterior, en cuanto a lo electoral el modelo del uribismo se plantea como un modelo de 

elitismo competitivo. Y falta ver si los Consejos Comunitarios aproximarían el modelo del uribismo a 

un modelo de participación.   

3.5.2 Los controles y balances sociales 

Respecto a los controles y balances sociales, el uribismo parece jugársela más por este tipo de controles 

e ignorar peligrosamente los controles constitucionales. Desde las críticas a la justicia y los múltiples 

enfrentamientos con ella por casos como la elección del fiscal que hicieron parecer al gobierno como 

antiliberal (Caracol Radio, 2009; Cortés Rodas, 2011), hasta las reformas propuestas y realizadas a 
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artículos importantes de la Constitución relacionados con la elección de funcionarios o la 

conformación de órganos de control como el Acto Legislativo 01 de 2003 (Castro, 2007, pp. 226–235; 

República, 2009), demuestran que el uribismo más bien despreciaba los controles constitucionales, y 

los valoraba poco. En el Acto Legislativo que permitió la reelección, se desestructuró el sistema de 

pesos y contrapesos original, y sólo se incluyó en un parágrafo transitorio la propuesta según la cual 

una ley estatutaria reglamentaría el desbalance (Castro, 2007, p. 243).  

Ahora bien tampoco es que el uribismo haya valorado con suficiente fuerza el papel de los balances 

sociales sino que contaba con el apoyo de la mayoría de los grupos de interés, de los medios de 

comunicación y de una parte importante de la ciudadanía, cercana al 25% (suponiendo que se mantuvo 

el apoyo electoral del día de la elección durante la totalidad de su gobierno)teniendo en cuenta que el 

día de su primera elección obtuvo el 55% de los votos con una abstención cercana al 55%(Clarín, 

2002). Por otra parte durante su administración contó con un opinión favorable superior siempre al 

63% y una aprobación de su gestión siempre superior al 68%(Gallup Poll, 2011). Cuando su 

administración era cuestionada por alguna razón o se revelaba alguna noticia desfavorable se acusaba a 

dicho agente de connivencia con el terrorismo y por tanto se le declaraba enemigo de Colombia. 

Igualmente sucedía con los sindicatos, a los cuales mediante la acusación de infiltración o de responder 

a los intereses de la insurgencia se los desvirtuaba en sus cuestionamientos a la administración nacional 

(Gaviria Vélez, 2004, pp. 134–136, 2009c, 2010c). 

En este sentido solo queda el trillado argumento de la aprobación popular o de la favorabilidad del 

presidente, de modo que los balances sociales se reducen al máximo nivel tolerable por el gobierno. Si 

la coerción al elector es del nivel señalado por Ariel Ávila (2010), el control social es inexistente y la 

relación entre mayorías y minorías es inestimable, puesto que las mayorías fueron construidas por 

medio de la coerción. La coherencia de las diferentes decisiones políticas conllevan a pensar en la 

existencia de un proyecto político de cooptación de las instituciones, que además frena  el proceso de 

descentralización (Bonilla, 2007, p. 30). Vale la pena señalar que este proceso es anterior al gobierno de 

Uribe Vélez, pero la coherencia de las decisiones tomadas sí son propias de esta administración. La 

dispersión del poder tampoco es una característica de este gobierno ni de su modelo de democracia. 

Los hechos demostraron que el poder continuó su acelerado proceso de concentración. De modo que 

podemos anticipar el hecho que la democracia en Colombia se dirige hacia el extremo contrario a la 

poliarquía.  
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3.5.3 La autonomía de los ciudadanos   

Respecto a los elementos que debemos considerar en este apartado hay que empezar por el papel de 

los ciudadanos. Este papel se diseña en el uribismo de modo tal que el individuo debe decidir si está 

con el Estado o si está con el terrorismo. Esta política se institucionalizó con el Manual de la Red de 

Cooperantes (Ministerio de Defensa República de Colombia, 2006) y buscaba la integración de los 

ciudadanos con la fuerza pública, para suministrar información sin presiones. Como estrategia de la 

seguridad democrática, las redes de cooperantes asignaron un papel al ciudadano como defensor del 

Estado, violando así  la doctrina del derecho internacional humanitario de la no vinculación de civiles 

al conflicto armado. Se vinculan abiertamente civiles y combatientes, porque las redes de cooperantes, 

aunque voluntarias, vinculan a los ciudadanos con los comandantes militares, en cierta medida para 

espiar a sus vecinos (Gallón Giraldo, 2005; Ministerio de Defensa República de Colombia, 2006). 

Una democracia no puede instaurar la desconfianza como uno de sus pilares. De hecho se supone que 

un mayor grado de  confianza hace mejor a una democracia aunque genere abstención (Almond & 

Verba, 1992). La diferencia se encuentra en si la confianza se dirige hacia los conciudadanos o hacia el 

Estado. La sugerencia del uribismo es que se confiara abiertamente en el gobierno de la seguridad 

democrática, de hecho en eso consiste la idea de la cohesión social, en la confianza colectiva en el 

gobierno, esto es sin contradicción, con debates pero sin diferencias irreconciliables (Gaviria Vélez, 

2010a).     

El uribismo propuso y logró aprobar el Acto Legislativo 02 de 2003. En él se modificaban los artículos 

de la Constitución relativos a la intimidad personal, la circulación por el territorio nacional, la libertad 

de no ser arrestado sin orden judicial, y  las funciones de la Fiscalía General de la República, con el fin 

de adaptarlos a la lucha antiterrorista, dejándolos en suspensión o modificándolos substantivamente 

cuando el gobierno y las fuerzas militares y de policía lo consideraran necesario. Por fortuna la Corte 

Constitucional declaró inexequible tal acto legislativo (Castro, 2007, pp. 236–239), pero quedó 

expuesto el alcance de la concepción uribista respecto a la intervención del Estado frente al ciudadano.  

Respecto a la función del congreso para el uribismo, éste no va más allá de ser un legitimador de las 

decisiones proferidas por el ejecutivo, en el sentido de que ni siquiera, como sucede en las democracias 

delegativas (O’Donnell, 2009, no. 12), el uribismo veía al parlamento como un estorbo. Peor aún, al 

principio del gobierno uribista era visto como un gasto suntuoso del Estado colombiano. Por ello la 

propuesta de reducirlo a sus justas proporciones e inclusive de convertirlo en un sistema unicameral 

(Gaviria Vélez, 2004, p. 134; Uribe Vélez, 2001, no. 9). Claro está que luego de aprobada la reelección 

el Congreso fue felicitado en pleno.  
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La importancia del liderazgo para el uribismo casi que define por sí sola su espíritu de elitismo 

competitivo. Desde las afirmaciones producidas durante la campaña para la primera presidencia, la 

prensa escrita no escatimaba en halagos a la capacidad de liderazgo del entonces candidato (Revista 

Cambio, 2001c). Posteriormente durante el debate por la reelección el tema volvió a aparecer (Gaviria 

Vélez, 2004, no. 202–212). Casi que por orientación gubernamental se empezó a hablar del carisma de 

líder que poseía el entonces presidente, a debatir si tenía o no tenía nombre propio la reforma 

constitucional.  

Durante el gobierno uribista, la apatía política, a pesar de la polarización de la que se habló en los 

medios de comunicación y que se evidenció en las marchas contra las FARC y contra los crímenes de 

Estado del año 2008, en términos electorales la variación no fue mayor pues en Colombia hay una 

marcada tendencia a la abstención (Botero, Losada, & Wills, 2011), tendencia que se incrementó en 

algunas regiones por la presencia de la guerrilla que entre varias razones dificultaba la ejecución de la 

democracia por ser liberal y burguesa. Por otro lado hay estudios que vinculan la abstención y la apatía 

política a la desigualdad y el delito, puesto que la participación en la democracia no garantiza una 

mejora real en las condiciones de vida de los participantes (Bermeo, 2009, p. 206).  

Como el modelo de democracia que evaluamos no es el realmente existente en Colombia, sino el 

propuesto por el gobierno de Uribe Vélez los criterios 6 a 8 serán tocados tangencialmente. Para el 

uribismo el Estado sí debe promover la igualdad, pero no una igualdad de resultados sino una igualdad 

de oportunidades. Esta solo será posible en el eventual caso de una derrota definitiva del terrorismo  y 

de una plena confianza inversionista (Uribe Vélez, 2002). Respecto a la impersonalidad de la política 

está más que claro que el uribismo no comparte esta idea, para ellos la política es una cuestión 

personal, la defensa y la oposición a una reforma constitucional tiene nombre (Gaviria Vélez, 2004, pp. 

190–224). Respecto a la función de los partidos políticos, al igual que muchas otras instituciones, su 

labor ha de enfocarse hacia la derrota del terrorismo (Uribe Vélez, 2003b). El pluralismo y la 

diversidad de los partidos no deben, ni pueden, ir más allá de este objetivo. No se trata de que haya 

prebendas mutuas sino del acuerdo entre los partidos del legislativo y el ejecutivo (Uribe Vélez, 2006a).                  

Respecto al grado de nautonomía existente en Colombia no hay que hacer muchas precisiones. En el 

país el grado de influencia de las grandes corporaciones económicas es muy amplio. Durante el 

gobierno de Uribe Vélez se continuó el proceso de neoliberalización, empezado en administraciones 

anteriores, incluida la que aprobó la Constitución de 1991 con la apertura económica (Estrada Álvarez, 

2010). Pero el nivel en el que creció la nautonomía en los ocho años del gobierno Uribe fue superior, 

por cuanto la confianza inversionista hizo crecer el número de esferas de poder que quedaban bajo el 

dominio de la lógica económica. Ni la salud, ni el bienestar, ni la cultura, ni la sociedad civil o la 
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economía se ha liberado del alcance del mercado, en especial después de la firma de los múltiples 

tratados de libre comercio. La esfera de la violencia también ha sido nautonomizada en virtud de los 

acuerdos de cooperación militar y de la incapacidad de obligar a las fuerzas armadas al cumplimiento 

de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario.  

3.5.4 El tránsito entre el autoritarismo y la democracia     

Un supuesto para aproximarnos a este criterio es el de que todo modelo de democracia define la 

dirección de la democracia bien hacia una plenitud democrática o bien hacia el autoritarismo. Aunque 

Colombia no tuvo propiamente una dictadura, he señalado atrás que la situación, y el estado de cosas, 

anterior a la Constitución del 91, sí podían semejarse a un autoritarismo puesto que no había mayores 

garantías constitucionales, o bien estaban suspendidas por los constantes estados de sitio ilimitados en 

tiempo y espacio. De modo que la Constitución de 91 en algún sentido operó como el regreso a la 

democracia. Este regreso, al igual que los de los demás países de la región, ocurrió de manera 

simultánea con otros dos fenómenos de importancia a finales del siglo XX y principios del XXI: la 

expansión de la economía ilegal y la lucha contra las drogas (Gamarra, 2004, p. 245).  

Para Eduardo Gamarra, esta situación produjo una importante tensión entre la necesidad de combatir 

la ilegalidad, particularmente el narcotráfico, y la extensión y protección de los derechos civiles. El 

argumento esgrimido es que el escaso avance en la consolidación de los derechos civiles en la región 

guarda una alta correlación con la imposición de un régimen internacional de lucha anti-drogas que 

subordina estos derechos a la urgencia de combatir el crimen organizado y el terrorismo. El balance 

que realiza le permite establecer que el problema de las drogas y la ilegalidad tiene serias repercusiones 

particularmente sobre las débiles democracias andinas. En casi toda la región, la  amenaza de la 

ilegalidad es doble pues desafía la capacidad del Estado, limitando su soberanía; y además favorece el 

discurso de una imposición represiva del orden y la seguridad (Gamarra, 2004, p. 245), generando un 

nuevo incentivo a la nostalgia autoritaria. 

En Colombia este elemento sugerido es especialmente importante, pues nuestro regreso a la 

democracia ha fracasado en la medida que no logró la, tan anhelada por los constituyentes, paz con los 

grupos armados insurgentes más importantes, y permitió la aparición de otros engendros violentos, 

cuyo fin aún no está cerca, y que han sabido unirse rápidamente al mercado de las drogas para 

financiarse. Aunque la censura, las elecciones controladas, la coerción y la violencia contra la 

oposición, la cárcel para los oponentes políticos, la prohibición de las reuniones o manifestaciones 

políticas, y los golpes militares no se hayan presentado de modo evidente, no podemos decir que el 
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modelo de democracia uribista se oriente hacia una democracia plena. Basta recordar los episodios de 

los falsos positivos o de las interceptaciones ilegales, que aún hoy continúan, a miembros de la 

oposición y periodistas para reconocerlo. La negativa a negociar la paz durante los primeros años de su 

mandato y el discurso descuidado hacia los opositores políticos hacen que el modelo de democracia 

del uribismo esté orientado más hacia el autoritarismo que hacia la poliarquía. De hecho se le ha 

acusado, con justa causa, de autoritarismo. Desde el primer año de gobierno por el manejo del derecho 

a la libertad, manejo realizado por la política de seguridad democrática, que ha significado para algunos 

la reedición de la autoritaria doctrina de seguridad nacional. En ella se asocia a la población civil con la 

guerrilla (CINEP & Justicia y Paz, 2003). La doctrina de seguridad nacional aplica principios militares a 

todos los sectores de la sociedad (Angarita Cañas, 2011, pp. 108–111). El manejo de la nostalgia 

autoritaria de parte del uribismo fue fundamental para la creación de su ideología de la seguridad 

democrática. No importó que Colombia no hubiese tenido una dictadura donde el autoritarismo se 

hubiese sentido con fuerza, la nostalgia fue creada discursivamente en medio de la guerra y de la 

incapacidad de las instituciones para resolver la violencia. Se aludía a épocas sin violencia que nunca 

han existido en Colombia y que seguramente hacen más parte de la imaginación y los anhelos que de 

alguna realidad. Con ello y sin considerar el individualismo natural de los colombianos se construyó 

esa nostalgia autoritaria donde las cosas eran mejores. La segunda reelección hacía parte de este 

camino hacia el autoritarismo. Bien lo había señalado Schmitt, una democracia puede convertirse en 

dictadura por medios democráticos, cuando la minoría es minimizada o acusada de no interpretar 

adecuadamente la voluntad general.    

3.5.5 Mayoritarismo o consensualismo    

Es casi que evidente cuál es la inclinación del modelo uribista por esta dicotomía. El uribismo mismo 

se construyó sobre la noción de mayoría. De modo que su punto de vista de las instituciones tiende a 

ser mayoritario. Está claro para muchos de los conocedores del pensamiento uribista que en un 

principio pensaban en una democracia unicameral, que se ha aprovechado de la escasa rigidez de la 

Constitución  que en un principio cuestionó la revisión judicial pero que en los dos fallos más 

importantes que vivió el uribismo los aceptó con alegría en el primero por la aprobación de la 

reelección y con resignación en el segundo por la negativa de una segunda reelección (El Espectador, 

2010a). Respecto al banco central hemos visto al principio de este capítulo cómo a pesar de la 

tendencia mayoritarista del encargado de nombrar los subdirectores del banco, es decir, del gobierno 

uribista, la institución tuvo la capacidad de impedir su politización y de mantener su funcionamiento 

tecnocrático.  
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En la diferencia entre mayoritarismo y consensualismo el uribismo y su modelo de democracia se 

enfrentaron por completo al modelo de democracia de la Constitución. Mientras que la Constitución 

fue aprobada casi que por consenso, sus reformas fueron aprobadas por unas mayorías dudosas 

(Revista Semana, 2008). Uribe no buscó todo el tiempo acercar a sus contradictores para establecer un 

gobierno de unidad nacional  o de coalición. Reformó el régimen de transferencias y logró una 

concentración del poder tanto horizontalmente como verticalmente aprovechando sus mayorías 

legislativas y las mayorías que se supone lo apoyaban en las encuestas de favorabilidad. 

3.5.6 Los efectos de la democracia según el modelo de democracia 

uribista       

Respecto al último aspecto a evaluar en el modelo de democracia uribista vale la pena señalar que hay 

en él una bidireccionalidad entre la seguridad democrática y la democracia. Sólo la seguridad 

democrática puede garantizar la democracia, y solo un pleno ejercicio de esta última puede asegurar 

que se mantenga la seguridad democrática, como un legado. Pero del análisis del discurso uribista se 

intuye que no es la democracia el interés principal sino otra cosa de la cual esta es apenas un medio o 

en ocasiones un impedimento. Atrás hemos visto que la democracia en Colombia no ha logrado 

proteger a los ciudadanos ni de la violencia ni de los políticos corruptos. De hecho, según el uribismo, 

es algo que hay que proteger y por tanto hay que buscar la estrategia más óptima para lograrlo.  

La seguridad democrática se ofrece como el mejor esquema para proteger las instituciones 

democráticas. La prelación de las fuerzas militares hace sospechar que esto no sea tan fácil, pues se 

supone que el militar representa lo contrario al político democrático. Este supuesto en general parece 

falso. Argumenta Held que los militares históricamente han influido en el desarrollo histórico de la 

ciudadanía o al menos explican en cierta medida los requerimientos de inclusión (Held, 1997, p. 81). 

Ahora bien, nuestras fuerzas militares son especiales en muchos sentidos, por cuanto han sido parte de 

una estrategia contrainsurgente orquestada desde los Estados Unidos, han permanecido en 

acuartelamiento permanente durante muchos años y cargan la estigma de haber violado derechos 

humanos a diestra y siniestra pasando por la conformación de grupos paramilitares, la realización de 

ejecuciones extrajudiciales y los abusos sexuales (Amnistía Internacional, 2004). Además son unas 

fuerzas militares que tuvieron que asumir la llegada del neoliberalismo a Colombia y su defensa 

(Ministerio de Defensa República de Colombia, 2010). Por eso difícilmente se aceptará que sean 

garantía o aún evidencia de una mejor democratización. Donde se ha pasado de un régimen autoritario 

a uno democrático y se ha sabido controlar a los militares los resultados han sido favorables. Nosotros 
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no sabemos cómo se comportarían nuestros militares en tiempo de paz pero esperamos que defiendan 

la democracia como han defendido lo que hasta ahora llamamos democracia.   

El principal efecto esperado de la democracia por el modelo de la Constitución de 1991 era la paz. Se 

suponía que este tratado de paz garantizaría los derechos sociales y económicos que en ella se 

consagraron como novedad. Pero las expectativas realmente fueron menores para algunos expertos. La 

Constitución tenía la intención de sanear las costumbres y avanzar hacia una nueva Colombia más 

participación, con más derechos, con más igualdad y más inclusión. Pero aunque se reconocen 

cambios en lo fundamental, la administración del país quedó en manos de una élite ambiciosa de poder 

y voraz en lo económico, y no se discutió tampoco el modelo económico que ya era neoliberal para la 

época de la adopción de la Constitución (Bonilla González, 2011). Una de las paradojas de la 

Constitución fue su incapacidad de realizar el Estado Social de Derecho. La desigualdad del ingreso en 

Colombia aumentó con la adopción de la Constitución. A tal nivel que se afirma que la realidad 

económica fue más fuerte que la ficción Constitucional (Gaviria, 2011).  

3.6 Conclusión del capítulo  

No es posible predecir si Colombia se convertirá en una nación más democrática donde los intereses 

de la gente y sus aspiraciones de igualdad en los resultados sean acogidos verdaderamente por la 

Constitución, ni es posible por ahora asegurar el fin del neoliberalismo aunque muchos críticos 

aseguran que las crisis que se presentan son evidencia de su descenso. El modelo de democracia del 

uribismo es diferente al modelo de democracia de la Constitución en aspectos como la optación por el 

mayoritarismo y el consensualismo, los efectos esperados, el papel de la ciudadanía, la confianza en los 

pesos y contrapesos constitucionales. Se semejan los dos modelos en la manera de abordar la 

propiedad privada y la existencia de las clases sociales.  

El modelo de democracia del uribismo, en conclusión,  no es más que una mezcla viciosa entre el 

elitismo competitivo y el mayoritarismo, que se orienta hacia un régimen más autoritario, sin controles 

ni balances sociales de ningún tipo dado el aprovechamiento que sabe hacer de la incertidumbre y la 

capacidad para identificar dónde se ubican los votos.    



 

 
 

4. Conclusiones y recomendaciones 

4.1 Conclusiones 
El modelo de democracia del uribismo es diferente al de la Constitución de 1991. Ello no implica que 

no tengan nada que ver entre sí. Por el contrario, hacen parte de la evolución de un modelo de 

democracia que les precedía en el tiempo. Por una parte dicha evolución llevó al planteamiento del 

modelo de democracia participativo establecido en la Carta del 91, con ciertas garantías pero con el 

espacio abierto para el desarrollo de un modelo económico de corte neoliberal y claramente 

antidemocrático. Por otra parte llevó al impulso del espíritu reformista que ha transformado y sigue 

trasformando la Constitución sin darle un sentido claro y llenando de incertidumbre la vida política del 

país.  

 

El modelo de democracia del uribismo no es más que una mezcla viciosa entre el elitismo competitivo 

y el mayoritarismo, que se orienta hacia un régimen autoritario, sin controles ni balances sociales de 

ningún tipo. El uribismo ha aprovechado satisfactoriamente la incertidumbre en la que vive la 

población colombiana debido al sempiterno conflicto armado para identificar dónde se ubican los 

votos, utilizando una estrategia demagógica. Posicionado en el gobierno, con su influencia sobre los 

medios de comunicación, logró poner toda la institucionalidad colombiana en función de los objetivos 

del ejecutivo, lo cual lo convierte en un ejemplo claro de modelo mayoritario. Y con su discurso del 

liderazgo se ha inscrito suficientemente dentro del elitismo competitivo     

Construí un instrumento para evaluar el modelo de democracia del uribismo que sirve para 

contrastarlo con el de la Constitución del 91. Este instrumento hace uso de algunas de las teorías más 

citadas y relevantes en cuanto a los estudios de las democracias liberales. Permite observar los 

elementos del modelo de democracia del uribismo a la luz de aportes teóricos recientes como los de 

Held, y del pensamiento ya tradicional de Macpherson y Dahl. El uribismo optó por el mayoritarismo, 

transformó el  papel de la ciudadanía, usó en su beneficio la flexibilidad de la Constitución y alteró la 

confianza en los pesos y contrapesos constitucionales. No hay grandes diferencias entre la propuesta 
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uribista y la de Constitución cuando se trata de abordar la propiedad privada y la existencia de las 

clases sociales.  

La nación colombiana, producto de su tradicional paternalismo, recibió del uribismo un sentido, un 

marco interpretativo de toda realidad pasada y futura. Y dicho marco no se ha debilitado después de 

pasados dos años del fin del gobierno uribista y a pesar de las múltiples inconsecuencias que han sido 

descubiertas en dicha administración. En principio el uribismo ofreció una respuesta a la 

incertidumbre en la que se encontraba Colombia. Luego se convirtió en un proyecto de país que 

coincidía muy bien con la idea que habían tenido años atrás las fuerzas de extrema derecha. No solo 

buscaron adaptarse a la mentalidad del votante, sino que adaptaron dicha mentalidad para que los 

votantes creyeran racional votar por ellos, puesto que tienen las mismas ideologías.  

El uribismo que había visto en la crisis de orden público de principios del siglo XXI el estado de 

naturaleza de Hobbes, no logró la sujeción de los ciudadanos ni el sometimiento del soberano. Según el 

uribismo la Constitución de 1991 se encontraba sin realizar por la carencia de un líder fuerte que la 

echara a andar. Álvaro Uribe Vélez se ofreció como tal líder. Su definición mínima de democracia no 

era participacionista como lo era o lo pretendía ser la de la Constitución. Para Uribe Vélez la 

democracia bien sirve para legitimar decisiones o bien para seleccionar los líderes que han de tomarlas 

y ejecutarlas. 

El uribismo, al instaurarse en el ejecutivo colombiano a mediados de 2002 consideraba que el Estado 

incumplía las tareas establecidas en la Constitución. Un grado alto de mesianismo y el  

restablecimiento del orden en el país sirvieron de bandera al uribismo. El hecho de definir la paz como 

algo que proviene de la seguridad y no del acuerdo entre contradictores que buscan una superación 

dialéctica de sus diferencias marcó la postura del uribismo frente a las negociaciones de paz.  La 

doctrina internacional según la cual el terrorismo amenaza la democracia se instauró en Colombia. 

Toda insurgencia perdió su razón de ser y se convirtió de súbito en un instrumento del terror. Las 

diferencias políticas, esenciales a cualquier democracia, fueron subordinadas a la voluntad y los fines 

del gobierno. Los balances constitucionales fueron alterados en provecho de dichos fines. El modelo 

de democracia  del uribismo se amalgamó junto con el modelo de democracia de la Constitución de 

1991 en realización de algunas de las instituciones propuestas por el uribismo.   

Los modelos de democracia evolucionan a la par de las democracias. El reconocimiento de su 

existencia hace parte del capital teórico de las naciones y establece posibilidades para encontrar 

continuidades y desarrollos futuros tanto en la teoría democrática como en su práctica, en particular en 

un país como Colombia que pronto necesitará repensarse su democracia.  
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4.2 Recomendaciones 
No es posible predecir si se logrará llevar a buen puerto el proceso de negociación con las FARC que 

se adelanta hoy en día en La Habana. Lo que sí es posible predecir es que, en caso de darse un acuerdo 

de paz, el uribismo y su modelo de democracia desaparecerán o se reducirán a su mínima expresión. 

En caso contrario, el discurso según el cual la democracia se ve amenazada por el terrorismo volverá. 

Y en ese momento habrá que observar y analizar la democracia que se nos proponga.  

 

Valdría la pena que la investigación sobre la democracia en Colombia busque evidenciar las 

continuidades o herencias entre el modelo de democracia previo a la Constitución del 91, la propia 

Constitución y el modelo de los uribistas es un tema que debe desarrollarse. Dicha investigación 

también podría observar la evolución del modelo de democracia dentro de las sentencias de la Corte 

Constitucional y compararlas con la propia evolución del modelo al interior del uribismo es otra tarea 

que queda abierta a partir de esta investigación. Asimismo sería un campo de trabajo atractivo la 

evaluación de la incidencia del uribismo en las nociones previas de democracia. Sin dejar de lado la 

realización de pronósticos respecto al futuro del modelo de democracia tanto el de la Constitución 

como de las corrientes políticas existentes en Colombia de cara al conflicto armado y a la lucha contra 

las drogas. 

 

Por último, la investigación y sus resultados podrían orientar la democracia colombiana hacia el 

consensualismo y hacia una democracia cosmopolita y autónoma, que supere la democracia de 

víctimas, particularmente en los escenarios de posconflicto que puedan generarse y que requieran 

modificaciones substanciales en la manera de realizar la democracia en Colombia, regresando a ese 

lugar de la democracia ciudadana en donde nunca hemos estado.  

 





 

 
 

 Anexo: Tabla de Presidentes del A.
Senado Periodo 2003-2010 con 
observaciones judiciales 

Partido Político  Nombre Periodo Observación 

Cambio Radical  Germán Vargas Lleras  2003-2004 Investigado por 

vínculos con 

Paramilitares   

Partido Conservador 

Colombiano  

Luis Gómez Gallo  2004-2005 Investigado por 

parapolítica. Aprobó la 

reelección. Condenado 

a 9 años de cárcel por 

parapolítica 

Cambio Radical Claudia Blum  2005-2006  

Partido de la U Dilian Francisca Toro 2006-2007 Investigada por lavado 

de activos  

Cambio Radical  Nancy Patricia 

Gutiérrez 

2007-2008 Investigada por 

parapolítica, las 

Chuzadas y 

favorecimiento a EPS  

Partido Conservador  Hernán Andrade  2008-2009  Investigado por el 

desfalco a Cajanal y 

vinculado al escándalo 

de la DNE.   

Cambio Radical  Javier Cáceres  2009-2010 Condenado a 9 años 

por parapolítica.  
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Discurso de posesión de Álvaro Uribe Vélez año 2002 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2003-2004 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2004-2005 



Anexo B. Tagxedo 91

 

 

 

Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2003-2004 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2005-2006 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2006-2007 
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Discurso de Posesión de Álvaro Uribe Vélez 2006 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2007-2008 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2008-2009 
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Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2009-2010 



98 Dos modelos de democracia en Colombia 

 
 

 

Discurso de Álvaro Uribe Vélez en la Instalación de las Sesiones Ordinarias del Congreso 

2010-2011



 

 
 

 

 Anexo: Correo electrónicos buscando C.
entrevista con Juan Carlos Vélez Uribe y 
José Obdulio Gaviria Vélez 

 

Sergio Benítez <sabenitezc@gmail.com>

 

RE: Juan Carlos Vélez Uribe Contacto: Posibilidad D e Entrevista  

3 mensajes 

 

Juan Carlos Vélez Uribe <jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com> 
29 de junio de 

2012 21:34

Para: sabenitezc@gmail.com 

Señor Benítez en que ciudad se encuentra usted y para cuando le serviría después del 10 de 
Julio para poder coordinarla con la asistente correspondiente. 
 
Mil gracias, 
 
 
Claudia Delgado O. 
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Asesora Comunicaciones 
HS Juan Carlos Vélez Uribe 
Tels. 571 – 3823436 / 6100830 
Cel. 57 – 312 3089777 
Bogotá – Colombia 
www.juancarlosvelezuribe.com 
 
 
-----Mensaje original----- 
De: Sergio Benï¿½Tez C. [mailto:sabenitezc@gmail.com] 
Enviado el: viernes, 29 de junio de 2012 09:02 a.m. 
Para: jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com 
Asunto: Juan Carlos Vélez Uribe Contacto: Posibilidad De Entrevista 
 
To: Webmaster 
 
From: 
Sergio BeníTez C. 
sabenitezc@gmail.com 
 
Message: 
Me encuentro realizando una investigación para mi tesis de maestría sobre el devenir de la 
democracia en Colombia durante el gobierno del presidente Álvaro Uribe y me gustaría contar 
con la posición sobre el tema del senador Vélez, mediante la concesión de una entrevista. 
 
Sent from (ip address): 200.93.130.196 
(corporat200-093130196.sta.etb.net.co) 
Date/Time: June 29, 2012 2:02 pm 
Coming from (referer): http://www.juancarlosvelezuribe.com/contactenos 
Using (user agent): Mozilla/5.0 (Windows NT 6.1) AppleWebKit/536.5 (KHTML, like Gecko) 
Chrome/19.0.1084.56 Safari/536.5 
 
 

 

 

Sergio B enítez  <sabenitezc@gmail.com> 30 de junio de 2012 09:08

Para: Juan Carlos Velez Uribe <jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com> 

Buenos días, agradezco su pronta respuesta. Esta semana me encuentro por fuera de Bogotá 
pero resido en Bogotá, de modo que cualquier día después del 10 de julio me sirve, 
especialmente si se puede en la mañana, aunque si no es posible entonces también podría 
ser en la tarde. La entrevista que pienso realizarse al senador es semiestructurada y  no sé si 
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le  interesaría conocer los puntos a tocar de antemano.  

 

Muchas gracias y quedo en espera de la confirmación.  

El 29 de junio de 2012 21:34, Juan Carlos Velez 
Uribe <jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com> escribió: 
[El texto citado está oculto] 

 
 
 

 

--  
Sergio Augusto Benítez Cordero  
Filósofo 

Maestría en Estudios Políticos   
Universidad Nacional de Colombia  
3144337375 

http://bit.ly/ugecyl  

 

 

 

Sergio Benítez  <sabenitezc@gmail.com> 24 de julio de 2012 09:34

Borrador a: Juan Carlos Velez Uribe <jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com> 

Buenos días  

El 29 de junio de 2012 21:34, Juan Carlos Velez 
Uribe <jcvelezuribesenadorprensa@gmail.com> escribió: 
Señor Benitez en que ciudad se encuentra usted y para cuando le serviría después del 10 de 
Julio para poder coordinarla con la asistente correspondiente. 

[El texto citado está oculto] 

 
 
 

[El texto citado está oculto] 
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Sergio Benítez <sabenitezc@gmail.com>

 

Textos fuente de mi trabajo de Tesis  

2 mensajes 

 

Sergio Benítez  <sabenitezc@gmail.com> 5 de abril de 2011 09:35

Para: joseobdulio100@gmail.com 

Dr. José Obdulio, buenos días, le escribo, como había quedado de hacerlo, para contarle 
cuáles son mis textos fuente para realizar el análisis del modelo de democracia 
colombiano.  

El primero de ellos es Modelos de Democracia de Arend Lijphart, Un prefacio a la teoría 
democrática de Robert A. Dahl, y Teoría Económica de la Democracia de Anthony Downs. 
Adicionalmente he leído Sobre el parlamentarismo de Carl Schmitt.  

 

Por último debo decirle que ya voy terminando sus libros, y que en efecto han resuelto 
varios interrogantes, pero que me han generado otros nuevos.   

 
Cordial Saludo  
Sergio Augusto Benítez Cordero  
Filósofo 

Estudiante Maestría en Estudios Políticos   
Universidad Nacional de Colombia  
3144337375 

 

 

 

José Obdulio G aviria  <joseobdulio100@gmail.com> 5 de abril de 2011 09:46 

Responder a: joseobdulio100@gmail.com 
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Para: Sergio Benítez <sabenitezc@gmail.com> 

Me llama. Muchas gracias. Me pongo en la tarea de leer sus libros base 

Sent from my BlackBerry® wireless device 

 

From: Sergio Benítez <sabenitezc@gmail.com> 

Date: Tue, 5 Apr 2011 09:35:29 -0500 

To: <joseobdulio100@gmail.com> 

Subject: Textos fuente de mi trabajo de Tesis 

[El texto citado está oculto] 
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